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námica hacia la certeza. b) Las fuentes de este especial proceso. c) La na-
turaleza sumaria de este proceso. d) La razón de la omisión de solemnida-
des. e) Función que se ejercita en estos procesos sumarios de nulidad.-I1. EL 
AMBITO DE APLICACIÓN DE ESTOS PROCESOS. a) La valoración de la prueba documen-
tal como título de la nulidad. b) Causas de nulidad susceptibles de ser acre-
ditadas por documento cierto y auténtico. c) La prueba de la falta de dis-
pensa.-I11. Los SUJETOS DEL PROCESO. a) Organos judiciales en estos procesos. 
b) Las partes litigantes.-IV. EL PROCEDIMIENTO. a) En la Primera Instancia: 
omisión de formalidades y buen orden de proceder. b) Estudio de la Segunda 
Instancia.-V. CONSIDERACIONES FINALES. 
Estas «Consideraciones» no hubieran sido escritas si Piero An-
tonio Bonnet no hubiera publicado una importante obra sobre el 
tema *, que además ha tenido la amabilidad de enviarme, gesto 
que, desde estas páginas, le agradezco profundamente. El tema me 
interesó en gran medida a raíz de la publicación por S. S. Paulo VI 
* PIERO ANTONIO BONNET, Il Giudizio de nullitii matrimoniale neZ casi spe-
ciali, Officium Libri Catholici, Roma 1979, 1 vol. de 466 páginas. Se publica en 
la Colección $tudia et Documenta iuris canonici, a cargo de la competente di-
rección de Pio Fedele. Nuestras «Consideraciones» se escriben al filo de la 
exposición de Bonnet y siguiendo la estructura de su obra, lo que nos dis-
pensa de la aportación bibliográfica. Si citamos alguna obra fuera de la de 
Bonnet, lo haremos dentro de nuestro propio texto .. Sin embargo, las sugeren-
cias que nos ha suscitado este trabajo, no han permitido que renunciáramos a 
una cierta · elaboración personal sobre el tema, partiendo siempre del estudio 
de la obra sometida a nuestra consideración, pero que incide asimismo en 
ciertas peculiaridades de sistemática por nuestra parte. 
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del «Motu Proprio» Causas matrimoniales (28.111.1971), y me movió 
a escribir una colaboración de cierta amplitud para «Ius Cano-
nicum» (vol. XIV, n.O 27, 1974, pp. 221-347), limitada a la «Natura-
leza y supuesto documental del proceso in casibus specialibus». 
La importancia de este proceso reclamaba, sin embargo, que 
su estudio abarcara la totalidad. Ahora lo hace Bonnet con su 
extensa obra, más que monografía, pues apunta y se introduce, a 
lo largo del recorrido de su exposición, en muchos temas del dere-
cho matrimonial y del procesal canónico, e incluso de la filosofía 
del Derecho, obiter dicta. Hay notas en su obra que son un tesoro 
de erudición y de tratamiento a veces de temas colaterales al de 
su trabajo. El esfuerzo bibliográfico que el Autor hace es -y no 
resulta por mi parte exageración así calificarlo- colosal. He de 
mostrarle también mi agradecimiento por la atención con que me 
trata en sus referencias, mayor que lo que mi trabajo merece. 
Pero es aquí donde surge lo contradictorio, pues partiendo Bon-
netde una coincidente posición con lo que en tiempo expuse, él 
llega luego a defender posturas jurídicas, ante las que muestro 
grandes reservas cuando no una clara oposición. Esto me ha mo-
vido a replantearme el tratamiento del proceso in casibus specialibus, 
a estudiar de nuevo los problemas que plantea. Y del deseo de 
hacer una nota bibliográfica la obra ha pasado a un estudio ex-
tenso de este proceso. 
No intento con estas «Consideraciones» enseñar nada a quien 
muestra mayores conocimiento y méritos que quien ahora escribe 
estas páginas con una cierta e indudable actitud crítica; deseo más 
bien mostrar simplemente mi disconformidad acerca de posturas que 
a mi juicio no son procesalmente correctas. Aunque convencido a 
su vez de que en las ciencias humanas -y especialmente en ésta del 
proceso- difícilmente encontraremos verdades apodícticas. En la 
mayoría de los casos, me parece que sólo podemos encontrar bue-
nos deseos e intentos rectos de ofrecer caminos y soluciones para 
que resplandezcan la verdad de los hechos y la justicia que deriva 
de la acertada aplicación de la Ley. Por esto no me ha dejado de 
sorprender que el Autor sostenga en alguna ocasión, si no he en-
tendido mal -vid. p. 315-, que en el deber fundamental de hacer 
todo lo posible para que el juicio sea rápido reside un contenido 
de derecho divino, ya que todo retardo constituye una violación 
de la justicia y además de la caridad. Claro es que, con tal argu-
mentación, yo podría decir que tan de derecho divino es que la 
decisión, independientemente del tiempo en que la logremos, sea 
la verdadera, la justa, porque es la que se debe en justicia y es 
además -con mayor razón en los procesos de nulidad matrimo-
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nial- exigida por la caridad: entonces, toda dilación a favor del 
acierto estaría justificada. 
Conviene -me parece- distinguir lo que es muy conveniente 
para la justicia del proceso, cual es la rapidez, valor que exalta el 
Proemio del Motu Proprio Causas matrimoniales, de lo que es exi-
gencia intrínseca del proceso, el hallazgo de la verdad, lo cual está 
por encima de cualquier elemento o medio de carácter instru-
mental. 
También me parece desorbitar los JUICIOS de valor que, para 
poner de relieve, por ejemplo, la importancia de la citación, se 
afirme lo siguiente: Infatti giudicare sul modo di attuazione della 
legge e nella Chiesa atto di carita, che deve essere percio stesso sem-
pre atto di giustizia (pp. 341-342). Supongo que Bonnet hace esta 
afirmación en relación con algunas leyes, no con todas. Por otra par-
te, no falta asimismo mi desacuerdo con Bonnet por lo que yo 
designaría como desproporción de medios en relación al fin que se 
pretende; por ejemplo, cuando se trata de sostener que el Minis-
terio Público no puede ser actor en este proceso, a pesar del ca-
rácter público de éste, puesto que tal interés, en cuanto específico, 
sólo está en manos del Juez -vid. pp. 286-302-, le lleva a desplegar 
una amplia erudición, a mi entender, no totalmente ajustada al 
caso. En ella desfilan muchos autores de diversa significación, como 
Santos Padres, Pontífices Romanos, textos conciliares, procesalistas 
actuales de diversas tendencias, preceptos legales variados. Quien 
lo lee puede sacar la conclusión de que el Autor se excede en sus 
argumentos porque pudiera pensarse que lo que para él está claro, 
subjetivamente, según una técnica procesal generalizada merece 
graves reparos y difícil aceptación. Y de aquí su esfuerzo a nivel 
de fundamentación. 
En fin, superadas estas dificultades que previamente indicamos 
-más bien quizá reparos personales míos-, pasemos a la conside-
ración de los temas que deseamos analizar sirviéndonos de la siste-
mática y las ideas que Bonnet expone en su obra. A ésta, dividida 
en cuatro capítulos, se corresponde fundamentalmente nuestra di-
visión por apartados. 
1. LA NATURALEZA DEL PROCESO «IN CASIBUS SPECIALIBUS». 
a) Su dinámica hacia la certeza. 
El enfoque de este problema -La Natura, llama Bonnet a su Ca-
pítulo 1 y abarca las pp. 11-103- lo hace a partir de la necesidad 
312 CARMELO DE DIEGO-LORA 
del formalismo jurídico para la certeza que en el proceso se desea 
obtener. Esta certeza, en el Derecho canónico, por la más perfecta 
comunicación de las normativas divina y humana, se alcanza dentro 
del mayor dinamismo. A tal logro colaboran decisivamente -a 
juicio del Autor- aquellas categorías que otorgan al Derecho de 
la Iglesia su elasticidad. A este efecto se refiere a aquellas categorías 
estudiadas tan magistralmente por P. Fedele: laaequitas canónica, 
la epicheia, la dispensatio, la disimulatio, etc. En este contexto en-
tiende se produce una perfecta simbiosis del ordo iuris y él ordo cha-
ritatis de valor inestimable para la certeza. Así se satisfacen las 
potencialidades a las que tiende el formalismo jurídico en sus lí-
neas de desarrollo hasta encontrar aquella amplitud de aspiraciones 
que algunos Padres sugirieron en el Concilio Vaticano 11 (cfr. 
pp. 23-35). 
El intento de resolver la vexata quaestio de la aparentemente 
irresoluble dialéctica que parece existir entre justicia y rapidez, de 
manera que alcancemos la verdad sirviéndonos de los modos más 
ágiles, libres de formalidades, así como las dificultades que esto 
plantea, tuvimos ocasión de exponerlo en una Nota Bibliográfica 
que hicimos en «lus Canonicum» (<<El principio de oralidad en el 
proceso», vol. XVII, n.O 34, 1977, pp. 378-387) a una obra de A. Nicora. 
A lo que entonces expusimos volvemos a remitirnos. 
b) Las fuentes de este especial proceso. 
Estoy de acuerdo con la afirmación del Autor cuando con clari-
dad sostiene -vid. p. 38- que este procedimiento singularísimo 
debe sólo aplicarse en aquellos casos que la nulidad del matrimonio 
es del todo evidente, cierta e indudable. Analiza el Decreto de la 
Sagrada Congregación del Santo Oficio de 5 de junio de 1889, que 
se ha de considerar documento fundamental, origen de este proceso 
inspirador de las normas codicialesa él relativas. Cita Bonnet tam-
bién otros documentos de esta Sagrada Congregación, que se dicta-
ron en el mismo sentido, como soluciones excepcionales frente a la 
rigidez formal que derivaba de la aplicación rigurosa de la Consti-
tución Dei miseratione, de Benedicto XIV. 
Si desde el año 1888 aparecen documentos de la Santa Sede ten-
dentes a esclarecer cuándo se estima que una nulidad de matrimo-
nio es evidente -si consta en documento auténtico o por testigos 
fidedignos-, será en 1889 cuando se expresa con claridad que la 
nulidad debe constar por documento cierto y auténtico, o, en su 
defecto, por argumentos ciertos. Incluso entiende que si bien hasta 
1971, por el Motu Proprio paulino, no se introdujo el defecto de for-
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ma como caso especial, sin embargo en el Decreto de 1889 ya fue 
prevista esta causa de nulidad limitadamente en cierto modo. Se 
trataban de unas causas de nulidad que se mostraban tan evidentes, 
que sus sentencias de nulidad, excepcionalmente, no exigirán de la 
doble sentencia para su firmeza, característica ésta de extraordina-
ria importancia. 
La otra importante característica que destaca Bonnet era la de 
confiar la sentencia en estos casos a la personal responsabilidad del 
Ordinario. 
Si se suscitó tras el Código el problema acerca de otra caracte-
rística de este proceso, aparte de la falta de solemnidades, lo ter-
minó de resolver la Comisión de Intérpretes del Código de Derecho 
Canónico, de 6 de diciembre de 1943, al declarar que este procedi-
miento tenía naturaleza judicial y no administrativa (cfr. pp. 36-52). 
Hasta ahora poco o nada tenemos que objetar a Bonnet. Su lec-
ción la explica en su obra con maestría indiscutible, aparte de la 
riqueza que acumula de datos. Sólo enseñanza ofrecen estas pági-
nas del autor. 
c) La naturaleza sumaria de este proceso. 
Con esa prolijidad con que Bonnet trabaja nos ofrece -nota 
(148), p. 53- una larga relación de autores que mantienen la nota 
sumaria de este proceso. Tal calificación de sumariedad estima que 
sigue la línea de la tradición canónica, cuyo monumento originario 
y fundamental es la célebre Decretal clementina Saepe. Clemente V 
-dice- quiso terminar con ciertas dudas precedentes, estable-
ciendo que este proceso debía tramitarse simpliciter etde plano, 
ac sine strepitu et figura iudicii (vid. p. 58). 
Para Bonnet proceso sumario significa proceso breve. El Código 
de 1917 no acogió esta distinción sino a modo de vestigio en casos 
excepcionales, y es de nuevo reencontrado en el Schema para la re-
visión del Código, aunque realmente -a su entender- la había 
vuelto ya a introducir, en la legislación canónica, el Motu proprio 
de 1971, con mayor amplitud. 
En nuestro trabajo anterior sobre «Naturaleza ... » -ob. y ed. 
ctds., vid. p. 249- sostuvimos, por el contrario, que a un proceso 
no se le califica de sumario en razón simplemente a la brevedad 
o porque le sean eliminadas formalidades, puesto que existen pro-
cesos plenarios rápidos, breves, orales, carentes de la mayoría de 
las formalidades ordinarias. A nuestro parecer lo que distingue el 
proceso sumario frente al plenario no es otra cosa que la cognitio 
veri, limitada en el primero, completa en el segundo. En efecto, en 
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el proceso de casos especiales, el objeto litigioso sólo puede ser 
resuelto desde un exclusivo punto de vista, el de si el matrimonio 
ha de ser declarado nulo. No hay sentencia, en este proceso, absol-
viendo de la demanda. Si no se accede a la nulidad pretendida, el 
Ordinario remitirá las actuaciones al Tribunal diocesano de la pri-
mera instancia, y lo mismo hará el de Segunda instancia si no con-
firma la nulidad declarada en la Primera (vid. cc. 1.990 y 1.992; 
arts. 227 § 1 y 230 de la Instrucción Provida (15.VIII.1936) y norma 
XII del Motu Proprio Causas matrimoniales). 
La brevedad en estos procesos sumarios es una consecuencia en 
todo caso adjetiva, es decir, de orden secundario, pues al limitarse 
el campo de conocimiento sobre el que recae el juicio del juez sue-
len aligerarse también, y hasta suprimirse, todas aquellas formali-
dades que se requieren para garantizar un juicio completo sobre 
el total objeto litigioso. El propio Bonnet recoge -nota (197), 
p. 63- una extensa cita de Grocholewski, sobre las peculiaridades 
del procedimiento en casos especiales, que muestra que no es la 
brevedad únicamente su característica. Precisamente, el hecho de 
que el Schema para la revisión del Código introduzca un nuevo pro-
ceso sumario con carácter general, es lo que me hizo en su momento 
decir que, frente a éste, el de casos especiales se habría de llamar 
«proceso sumario especial» o «sumarísimo». 
d) La razón de la omisión de solemnidades. 
Para Bonnet reside esta razón, que justifica la omisión de solem-
nidades, en lo que designa como instituto canónico de lo notorio. 
Sin precedentes romanos, entiende que se forja en el Corpus iuris 
canonici una normativa en torno a la evidentia rei. Muy interesante 
a nuestro parecer son los antecedentes que recoge Bonnet en las 
págs. 67-69 de su obra y en la nota (223). Señala que en la glosa 
surgida alrededor de las decretales gregorianas se alcanzó una tri-
ple distinción: notorium iuris, notorium facti y notorium praesump-
tionis. De este modo entiende que se van precisando los contornos 
de la evidencia, terminando el Código por recoger la notoriedad 
iuris y la facti en su c. 2.197. Aunque reducido al delito notorio, lo 
que de éste se define puede predicarse de cualquier otra certeza 
legalmente determinada, sea de un singular estado juzgado real-
mente, y de modo directo, por el legislador -notorium praesump· 
tionis-, sea de una particular situación de derecho -notorium iu-
ris-, sea de una peculiar condición de hecho -notorium facti-. 
El criterio subjetivo de conocimiento puede pasar -a medida que 
pasa a ser conocimiento de la mayoría de los miembros de una co-
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munidad- a convertirse en criterio propiamente objetivo. Lo evi-
dente es aquello que no pue~e ser negado, lo que la Glosa explicaba 
quod nulla potest tergiversatione celari (cfr. nota 234, p. 71). 
In casibus specialibus se trata, en el sentir de Bonnet, de hipó-
tesis de hecho en las que la nulidad del matrimonio se considera 
del todo evidente; el legislador quiso, por ello, legalmente fijar 
modos predeterminados de los que resulten evidencias jurídicamen-
te relevantes. Ante tal evidentia rei, plenamente cualificada, la nuli-
dad puede ser reclamada con base a un rito procedimental en el 
que lo notorio -dice- se constituye en clave preciosísima de her-
menéutica para una mejor comprensión de la disciplina de los 
casos especiales (cfr. pp. 72-77). 
A nuestro parecer, la notoriedad de la que se sirve Bonnet en 
su doctrina no es otra que la que es recogida conceptualmente por 
el c. 2.197, n.O 2.°, para definir el delito con notoriedad de derecho. 
Es decir, en su opinión, hay ciertas causas de nulidad que, al ser 
constatadas en determinado tipo de documentos, alcanzan tal evi-
dencia pública y jurídica de su existencia, que por virtud del propio 
derecho se consideran nulidades notorias; de análogo modo que 
ocurre con el delito condenado por sentencia dictada por juez com-
petente y que pasó a cosa juzgada, o con la confesión del delin-
cuente hecha conforme al c. 1.750. 
En cambio, por mi parte, en trabajo anterior «Naturaleza ... » 
-ob. y ed. ctds. pp. 279-286-, se hizo una serie de reflexiones sobre 
el hecho notorio, y prueba de la notoriedad del hecho, que hacía 
recaer el énfasis, más que en la notoriedad, en la fuerza convincente, 
demostrativa, que tenía la prueba documental de esa nulidad. 
De un lado, veíamos que lo notorio abarca aquellas realidades 
de hecho que, como comienza el texto del c. 1.747, non indigent pro-
bationes, lo cual no deja de ser contradictorio en cierto modo con 
la llamada notorietas iuris reconocida por el c. 2.197, n.O 2.°; en 
efecto, la notoriedad del delito deriva de una prueba muy concreta, 
registrada documentalmente -llámese confesión de reo o sentencia 
condenatoria-, que acreditará fehacientemente el delito llamado 
notorio por el Código. De otro lado, porque considerábamos -apar-
te de las raíces canónicas de la llamada notorietas- que tal fenó-
meno no coincidía en realidad con lo que, en doctrina jurídica ge-
neral, se entiende hoy por notoriedad. Esta se aplica a las realidades 
de hecho que non egent probationes por pertenecer al conocimiento 
de todos los miembros de una comunidad al menos formalmente, 
es decir a un número muy generalizado e indeterminado de perso-
nas medianamente informadas, con posibilidades además su noticia 
de llegar al conocimiento de la totalidad, de manera que el hecho, 
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en cuanto conocido, pertenece a un acervo de conocimiento com-
partido plenamente en el seno de esa comunidad: No ocurre tal, a 
mi parecer, con cualquier nulidad de que adolezca algún matrimo-
nio, que si es acreditada documentalmente será conocida para el 
órgano judicial ante el que se exhibe y por aquellas personas que 
conocen ese documento, por lo que no parece pueda ser calificado, 
el hecho de la nulidad, como notorium facti. En cambio, sólo cuando 
llega a ser declarada tal nulidad en la sentencia será cuando, por 
analogía con el c. 2.197, n.O 2.°, podrá efectivamente ser calificado el 
hecho causante de la nulidad como notorium iuris. Por . consiguien-
te, mientras la nulidad sólo sea conocida en el documento, por 
certificativo que éste sea del título que la origina, no cabe decir 
que estamos ante la notoriedad que el Codex profesa. 
e) Función que se ejercita en estos procesos sumarios de 
nulidad. 
Vimos antes cómo Bonnet recogía la Respuesta de la Comisión 
de Intérpretes, de 1943, que declaró que este procedimiento tenía 
naturaleza judicial y no administrativa. Sin embargo, este Autor in-
tentará situar la función que se ejerce, en este proceso de casos es-
peciales, entre la función judicial y la administrativa. Su funda-
mental razón consiste en que entiende que el procedimiento parti-
cipa de todos los caracteres del administrativo y no del judicial. 
Esto le exigirá luego -a lo largo de la obra- un esfuerzo de re-
conducción, de todos los elementos que estudia, al campo propio 
del procedimiento administrativo. A mi juicio no deja de hacer, para 
confirmar su tesis, una interpretación un tanto forzada de los tex-
tos legales. 
En la extensa nota (261) -recogida en pp. 78-82- se contiene 
un elenco acabadísimo de autores y obras, exponente de una y otra 
postura. Mas el Autor, para sostener la suya, tiene, de una parte, 
que alegar que la Respuesta citada, de 1943, no ha resuelto por com-
pleto la cuestión; de otra, viene a decir que en realidad no podía 
resolverla, para lo que se remonta a las dificultades que Kelsen 
observaba darse en el Estado en relación con una división subje-
tiva de poderes, lo cual entiende ser más difícil aún en la Iglesia, 
en la que hay una inseparable unidad subjetiva de poderes. Sin 
embargo, a pesar de tales dificultades, este sistema de distinción de 
funciones, siempre relativo, cabe que sea tenido en cuenta en la 
Iglesia al menos como criterio tendencial de organización, · aunque 
no pueda alcanzar -dice- la eficacia adquirida en algunos orde-
namientos estatales (cfr. pp. 81-102). 
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Con tal exposición, aunque no ha resuelto doctrinalmente la 
cuestión, sino simplemente prepararla, al intentar como un acerca-
miento desde el nivel doctrinal, trata a continuación, desde esa 
óptica, de adentrarse en este proceso de casos especiales. Y señala 
seguidamente, de un modo claro, la naturaleza administrativa de 
este procedimiento, apoyándose en la prevalente situación de evi-
dencia que va unida como nota característica predominante de su 
peculiar fattispecie. Mas también estima que la delicadeza de la ma-
teria y la necesidad de un control de la mayor seguridad, por la 
gravedad que lleva consigo juzgar de la validez de un matrimonio, 
aconseja revestir el procedimiento de la forma judicial. Si el legis-
lador lo ha configurado como judicial, dice Bonnet, la evidencia 
de la certeza, que lo enlaza a la tradición peculiar de «lo notorio», 
hace que por su propia naturaleza pertenezca a la función admi-
nistrativa. Esto -a su entender-, autoriza que el procedimiento 
sea sumario, evitándose así que pueda ser mirado con extrañeza o 
como anomalía; tal concepción administrativa habrá de servir de 
guía segura a la hora de afrontar y resolver los no pocos y no fáciles 
problemas que este proceso plantea (cfr. pp. 102-103). 
El Autor, en realidad, se decide a sostener la esencial naturaleza 
administrativa de este procedimiento, con lo que lo judicial queda 
en muy segundo plano, en una sombra legislativa no muy bien dife-
renciada. En aquella ocasión anterior sostuvimos -«Naturaleza ... », 
ob. y ed. citds., pp. 253-255-, al calificar la función que se despliega 
en este proceso, como típica función judicial. Decíamos que está-
bamos ante un proceso judicial, con ciertas características, especial 
y sumario; y también, de naturaleza documental, en razón al su-
puesto probatorio, necesariamente constituido por un documento 
que debe reunir ciertas cualidades para fundar la petición dirigida 
al juez. 
Pensamos por consiguiente que el proceso in casibus specialibus, 
tanto por la naturaleza del objeto jurídico y de hecho sometido al 
juicio del Ordinario, como por el alcance de la decisión que se pro-
nuncia, pertenece al ámbito de lo que en la Iglesia se designa como 
ejercicio de la potestas iudicialis. Y que ese conocimiento y esa de-
cisión se producen dentro de un esquema típicamente procesal sir-
viéndose de una estructura jurídica que es la propia y caracterís-
tica de aquella en la que se ejercita tal potestad, es decir, por en-
frentamiento de partes en condiciones de igualdad y ante órgano 
independiente de intereses de partes, sometidas éstas a ese órgano 
de la jerarquía de la Iglesia, órgano, por ende, competente y con 
la aptitud debida para emitir un juicio decisorio de carácter vincu-
lante, sujeto a su vez a oportunos recursos judiciales ante órgano 
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de justicia situado a nivel superior, como remate del sistema de ga-
rantías que el legislador ofrece. 
No es, en rigor, la peculiar formalidad seguida en la actuación 
la que caracteriza -en nuestra opinión- lo judicial o lo adminis-
trativo, como tampoco que dependa esta diferenciación de esferas 
de una discrecional atribución legislativa; aunque no exista en la 
Iglesia una división subjetiva de poderes, porque todos ellos se 
concentran en los respectivos oficios capitales, sin embargo, como 
sociedad organizada jurídicamente, hay cuestiones, asuntos, temas 
jurídicos -utilizamos aquí de propósito una nomenclatura de gran 
amplitud- que exigen por naturaleza, para que se actúe en justicia, 
un tratamiento judicial y no administrativo. Mientras no reparemos 
en el quid diferenciador que justifica la atribución de determinados 
temas o cuestiones jurídicas a unos órganos llamados judiciales en 
la Iglesia, en contraste con los que ejercen funciones administrati-
vas, permanecerá la confusión de estas esferas de actividad y el 
temor de que la atribución de competencias se haga con criterios de 
discrecionalidad, que llevan consigo el riesgo de que puedan resul-
tar arbitrarios. Sobre esta problemática deseé llamar la atención en 
mi monografía «Poder jurisdiccional y función de justicia en la 
Iglesia» (Pamplona 1976), y más tarde insistí en «La función de 
Justicia en la Iglesia» (Ius Canonicum, XVI, n.O 31, 1976, pp. 287-
316). Ultimamente Juan Ignacio Arrieta, en su trabajo «Proceso y 
procedimiento» (Ius Canonicum, XVIII, n.O 35 y 36, 1978, pp. 347-
404) ha hecho notar que la distinción de lo judicial y lo adminis-
trativo, en el aspecto formal, no es un tema sólo de procedimientos 
lentos y rápidos, sino que la diferenciación reside en la misma es-
tructura de las actividades propias de los diversos procedimientos, 
con peculiaridades entrañables al acto mismo, según la esfera a que 
pertenezca, a pesar de las aparentes similitudes externas que pue-
dan presentar. Por esto conviene conceptualmente utilizar los tér-
minos proceso y procedimiento con todo el sentido que le otorga a 
cada uno de estos términos la moderna ciencia procesal. 
11. EL ÁMBITO DE APLICACIÓN DE ESTOS PROCESOS. 
La nulidad matrimonial, en cuanto deriva de una causa que se 
demuestra ex certo et authentico documento, quod nulli contradic-
tioni veZ exceptioni obnoxium, se hace notoria en la opinión de 
Bonnet; y, también en la medida que sea posible, pari certitudine 
patuerit dispensationem ( ... ) datam non esse. En cuanto concurren 
estos requisitos, según la fórmula legal de las normas X y XI del 
EL PROCESO «IN CASIBUS SPECIALIBUS» 319 
Motu proprio de Paulo VI -a cuyo terna dedica el Autor las pp. 105-
192-, se aplica este procedimiento, del que se excluyen las faltas 
o vicios relativos al consentimiento. Estarnos, pues, en tales hipó-
tesis -vid. pp. 105-106-, ante nulidades cualificadas, según Bon-
net, por la notoriedad jurídica. Mas proce.damos ordenada y pro-
gresivamente en esta exposición. 
a) La valoración de la prueba documental como título de la 
nulidad. 
Son de destacar los antecedentes del documento cierto y autén-
tico que Bonnet en la nota (6) -p. 107- señala, así corno su esti-
mación de que la cualificación requerida para que el documento 
produzca su eficacia legal no se opone al principio de libertad de 
valoración en conciencia de la prueba proclamado en el c. 1.869, § 3. 
Asimismo en la nota (11) -p. 108- recoge unas citas oportunas a la 
vez que formula excelentes consideraciones sobre este principio de 
libre valoración de la prueba. 
Se trata, pues, el título de la nulidad, de un documento que 
responda a la verdad, que ofrezca prueba plena de la nulidad, es 
decir que su contenido lleve al juez a la certeza moral de la causa 
de nulidad alegada. Este documento, de indudable atendibilidad 
por ser inatacablemente cierto y auténtico, el juez lo valorará 
-dice- al objeto de comprobar si resulta suficiente por razón de 
su contenido para acreditar la existencia de la causa por la que la 
declaración de nulidad es pretendida. Y tal documento es a su vez 
la única prueba admisible en este procedimiento. Desde este punto 
de vista parece a veces cqincidir título y causa de la nulidad. 
Con estas argumentaciones el Autor va trasladando, al parecer, 
el objeto del proceso, de la nulidad, al documento en que la nulidad 
se demuestra, es decir, de la causa, por la que el matrimonio es nulo, 
al título que la certifica, que da noticia de esa nulidad. Y de aquí 
que el documento se convierta necesariamente -en su opinión- en 
el instrumento configurativo de la materia a la que se ajusta el 
presente procedimiento. Su argumentación se va haciendo pene-
trante y progresiva hacia lo que intenta sostener: más que del sim-
ple pronunciamiento sobre la nulidad del matrimonio, este proce-
dimiento versará sobre si el documento reune las cualidades de 
certeza, autenticidad e inatacabilidad que la norma sanciona. Con 
lo que el objeto del proceso podría expresarse del mejor modo corno 
reconocimiento judicial de una nulidad matrimonial legalmente 
notoria. Será el juez en cada caso quien verificará si el documento 
es suficiente para ser invocado en este procedimiento. Así el docu-
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mento se constituye, al mismo tiempo, en legittimazione al rito e 
prova della nullita matrimoniale (p. 112). 
En las pp. 114-123 se exponen las diversas posturas doctrinales 
acerca de la· certeza y autenticidad requeridas para el documento, 
que conduce al Autor a exponer su propia postura: ha de ser -dice-
un documento sufíciente por sí mismo para demostrar positivamente 
la verdad de sus componentes tanto internos como externos y con 
la evidencia inmediata de proporcionar el conocimiento de la exis-
tencia efectiva de una causa de nulidad referible al menos a uno 
o a los dos contrayentes. El legislador canónico, sin predeterminar 
una valoración legal, ésta la ha confíado a la personal responsabi-
lidad del juez. Mas así como en el proceso ordinario tal certeza 
moral · no se obtiene hasta la sentencia, al terminar el proceso, en 
nuestro rito se da ya desde su inicio, hasta el punto de que pueda 
justificar que nazca este singular procedimiento (cfr. pp. 124-126). 
Tal documento --contra el parecer de un gran sector doctrinal 
y jurisprudencial- no ha de coincidir necesariamente con docu-
mento público. Unicamente corresponde al Juez, en cada caso -y 
muestra su opinión coincidente con la nuestra-, califícarlo, pu-
diendo negarle la condición de documento cierto y auténtico a uno 
público, así como al Juez corresponde el juicio acerca de lo que 
preceptúa el c. 1.816: directe et principaliter in eisdem affirmantur., 
Con la misma libertad califícadora puede entender que un docu-
mento privado reune esas cualidades de certeza y autenticidad, así 
como incluso puede reunirlas el expedido por un ministro acatólico, 
aunque en el ordenamiento estatal no le sea reconocido el carácter 
público (cfr. pp. 131-132). 
El documento, además, no ha de resultar sometido a excepción 
o contradicción alguna, añade la norma X de Causas matrimoniales. 
¿ Cómo entiende Bonnet esta exigencia legal? De tal manera ha de 
ser el documento que ofrezca tanta confíanza su veracidad que 
aleje toda duda razonable, sea en relación a su contenido como a 
su forma, mereciendo gozar externamente de atendibilidad. Es lo 
que designa como cualidad irrefragable del documento, tanto en 
su certeza como en su autenticidad. 
Hasta ahora, por nuestra parte, sólo podemos limitarnos a su-
brayar la doctrina que Bonnet sienta, aunque a veces surja como la 
duda, como el inicio de una cierta discrepancia, como cuando afír-
ma que así el documento se muestra inconfundible por su noto-
riedad legal; también cuando los términos «título de la nulidad» 
parecen referirse al documento y se designa la causa. Mas pronto 
vuelve a producirse nuestro asentimiento al sostener que el docu-
mento no puede ser extrínsecamente contradictorio ni presentar 
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discordancia con su original; cuando afirma que los términos con-
tradicción y excepción del proyecto legal han de entenderse en el 
más amplio . sentido, de manera que si se planteara alguna duda el 
procedimiento no quede impedido, sino que pueden ordenarse los 
necesarios esclarecimientos para eliminar la equivocidad y la ambi-
güedad. De tal modo que admite un conocimiento instructorio, que 
desde luego no debe ser ni muy complejo ni dificultoso (cfr. 
pp. 134-136). 
Asimismo esta conformidad nuestra se hace patente ante las 
afirmaciones de Bonnet acerca de la exclusividad de esta peculiar 
prueba documental como supuesto favorable para el ejercicio acer-
ca de la nulidad en este proceso, debiendo evitar el Juez todo tipo 
de pruebas, que resultarían manifiestamente inútiles, con especial 
referencia a la de testimonios, que en la tradición canónica se la 
tuvo por privilegiada en alguna medida. (En la nota (95) -pp. 137-
138- se recoge un precioso material bibliográfico para fundamentar 
esta afirmación). También sale al paso de una opinión sustentada 
por E. Bernardini, quien ha sostenido que el Motu proprio paulino 
ha modificado ese criterio restrictivo relativo a la prueba, apoyán-
dose, para rebatirle, en que la norma legal de 1971 es bien distinta 
a la que utilizó en su día el Decreto del Santo Oficio de 5.VI.1888, 
que permitía que la prueba de la nulidad constase ex certo et au-
thentico documento, vel, in huis defectu, ex certis argumentis (cfr. 
nota (103), p. 140. La nota (106), pp. 141-142, en este aspecto, es 
también de gran interés). 
Sin embargo, esta conformidad nuestra, en relación con la doc-
trina del Autor respecto a la prueba, no deja alguna que otra vez 
de ofrecernos ciertas reservas surgidas sobre todo cuando Bonnet 
parece identificar notoriedad y título, o título y causa de la nulidad. 
No pienso que estos temores se correspondan con el verdadero 
pensamiento del Autor, pero algunas de sus afirmaciones, quizás 
demasiado rotundas en el modo de decir, merezcan alguna matiza-
ción para que sean por mi parte pacíficamente acogidas. Antes he-
mos apuntado algo en este sentido. Ahora hago notar, por ejemplo, 
cómo el mismo Autor se ve movido a hacer esas matizaciones 
cuando sostiene que con el Motu propio de Paulo VI ocorre percio 
spostare il discorso da una considerazione astratta del tito lo della 
nullita. Este es el temor que me sugiere a veces la argumentación 
del Autor, el de que se centre de tal modo el objeto del proceso, 
en vez de en la nulidad, en el título, pues pudiera entenderse este 
término de tal manera que la figura del título abstracto entrara en 
algún modo como justificación jurídica de una declaración de nuli-
dad de matrimonio. Por esto el temor, en cierto modo, desaparece 
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cuando se advierte que habla de desplazamiento verso una valuta-
zione di questo nella capacita di rivistire le forme de notorieta le-
gale (p. 162). 
Sin embargo, no se me elimina del todo el temor cuando pienso 
que la notoriedad no deja de ser a su vez una concepción abstracta, 
y en rigor, a mi entender, tanto el título en que se apoya la nulidad, 
como la notoriedad misma -si se aceptara esta interpretación del 
efecto formal del documento probatorio-, lo que están demos-
trando es la existencia de un fenómeno objetivo, de una nulidad 
concreta, de un vicio causal, un vicio concreto y determinado que 
justificará, en cada caso, que la nulidad de ese matrimonio sea 
declarada. Es decir, en mi opinión, el documento cierto y auténtico 
no puede ser ciertamente título abstracto de la nulidad, y en ello 
estoy conforme con Bonnet, mas tampoco cabe hablar de causa abs-
tracta de la nulidad, sino que se manifiesta más bien la notoriedad 
de la nulidad, puesto que el título es simplemente un documento 
probatorio, constatador, certificativo de una realidad jurídica con-
creta, el vicio de la nulidad, causa de esta, y que existe con inde-
pendencia de su prueba o de que alcance un conocimiento de mayor 
o menor generalidad por los hombres. El documento cierto y autén-
tico es un instrumento de prueba de peculiar energía, de prueba 
de la causa de la nulidad que se pretende sea declarada; su pre-
sentación facilita la vía hacia la nulidad; sin embargo, a la hora 
de dictar la sentencia, no es más que un medio de prueba del vicio 
causante de la nulidad, aunque sea el único y exclusivo medio pro-
batorio para que tal declaración se haga por el trámite rápido 
-siempre en contradictorio- peculiar del proceso in casibus spe-
cialibus. 
Otro aspecto deseo poner de relieve. Me refiero a lo que se dice 
en la nota (194), recogida en pp. 167-168. Esta hipótesis que se 
presenta como de nulidad acreditada en un Informe médico, inde-
pendientemente de que el tribunal eclesiástico declarara la nulidad 
del matrimonio por la vía procesal de los casos especiales, a mi 
juicio no es un documento cierto y auténtico acreditativo de la 
nulidad. Me parece que nunca se debe confundir prueba documen-
tal -que registra por escrito una determinada realidad preexis-
tente, la cual refleja- con prueba pericial. aunque ésta conste por 
escrito. Esta no registra ningún fenómeno real de hecho, sino que 
informa emitiendo su autor un juicio técnico, científico o artístico; 
por autorizada competencia profesional que tenga el perito infor-
mante, éste no es apto para constituir un documento representativo 
del vicio de nulidad, sino que juzga técnicamente, opina con funda-
mento, que hay nulidad. La nulidad puede que exista, pero no es 
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el documento en que se recoge el informe aquel documento cierto 
y auténtico que sirve de supuesto documental al proceso in casibus 
specialibus. En fin, no puedo detenerme más en este problema y 
me remito especialmente a lo que anteriormente dejé escrito (vid. 
«Naturaleza ... », ob. y ed. ctds., pp. 265-267). 
Por último, una referencia a las citas que se hacen de Colagio-
vanni y de Ferrata-Napoleoni respecto a una pretendida certifica-
ción documental de una impotencia orgánica, que realmente quedó 
registrada en una radiografía debidamente autenticada en su genui-
nidad por Notario público (vid. nota (194), pp. 167-168). Creo que 
basta, para dar a conocer nuestra opinión al caso, repetir lo que 
dijimos anteriormente (<<Naturaleza ... », ob. y ed. ctds., p. 335) en 
relación con el tipo de autenticidad que estimamos debe requerirse 
para el documento cierto, supuesto necesario de la demanda en 
este proceso especial y sumario: se requiere -decíamos- una 
autenticidad formal consistente en que, precisamente, el autor mis-
mo del documento, quien lo expide, «debe ostentar el poder de cer-
tificar ese hecho causante de la nulidad», de manera que «de quien 
procede el documento ( ... ) es aquel mismo sujeto que puede testi-
moniar con verdad de lo que certifica». Si no reúne esas condicio-
nes -concluyo- debe acudirse al proceso ordinario de nulidad de 
matrimonio. Distinto problema me parece ser el que el autor se 
plantea, y resuelve, a favor de la nulidad en este especial proceso, 
en relación con la impotencia reconocida en dos sentencias confor-
mes, o en relación con el impedimento de crimen, cuando éste fue 
declarado en sentencia que pasó a cosa juzgada, o el rapto en igua-
les circunstancias. Aquí sí que puede darse una notorietas iuris (vid. 
pp. 167-169). 
De todas formas estimo que debo repetir algo que ya dijimos 
-«Naturaleza ... », ob. y ed. ctds., p. 302- en anterior ocasión: el 
que un documento «sea cierto, en cuanto existente, constatador de 
una causa de nulidad de matrimonio», «no quiere decir» que «tenga 
necesariamente que ser acogido por el juzgador como demostrativo, 
según su conciencia, de la causa de nulidad alegada». Siempre se ha 
de tener en cuenta que «la certeza del documento es compatible 
-como en todo juicio debe serlo el medio de prueba en relación 
con el resultado probatorio- con que no llegue a operar en el 
ánimo del juez la convicClOn acerca de la certeza moral de lo que 
en ese documento consta». 
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b) Causas de nulidad susceptibles de ser acreditadas por 
documento cierto y auténtico. 
Bien conocidas son aquellas causas de nulidad sobre las que 
Capello en su tiempo llamó la atención que podrían tramitarse bajo 
este especial proceso, entonces de caso exceptuados, y que, sinem-
bargo, no habían sido recogidas por el c. 1.990 en su enumeración. 
Eran todas aquellas que se entendían susceptibles de quedar acre-
ditadas por documento cierto y auténtico, como ocurría con los im-
pedimentos de edad (c. 1.067), impotencia (1.068) si constaba decla-
rada por dos sentencias conformes, parentesco legal (c. 1.080), pú-
blica honestidad (c. 1.078) y conyugicidio notorio con notoriedad 
de derecho procedente de sentencia legítima. 
Ahora, Bonnet, sirviéndose de la amplitud de los términos de la 
norma X del Motu Proprio de Paulo VI -de existentia impedimenti 
dirimentis- estima que todas esas causas se hallan comprendidas 
sin limitación en el precepto. Ahora bien -añade-, tal amplitud 
de causas · de nulidad abarcadas por la reforma paulina no cambia 
la naturaleza excepcional de este proceso, puesto que este carácter 
le viene de otra singularidad, cual es la notoriedad que proporciona 
a tales nulidades su peculiar modo de acreditamiento documental. 
Por nuestra parte, aceptamos todo cuanto dice al respecto el Autor, 
aunque prescindamos de esa referencia a la notoriedad, bastándo-
nos señalar la singularidad del peculiar modo documental de demos-
tración del vicio de la nulidad. En realidad, esta peculiaridad -en-
tiendo con Bonnet- es lo que caracteriza al especial modo de pro-
ceder en este proceso, en el que se omiten una serie de solemni-
dades. Ahora bien, a tal excepcionalidad se ha de unir, por virtud 
del c. 19, una interpretación restrictiva, y de aquí el que aparezca 
una regla hermenéutica -dice- que impone de modo insuperable 
la exclusividad del documento como medio para acreditar la exis-
tencia de cualquier impedimento sobre el que se pretenda fundar 
la petición de nulidad de matrimonio (cfr. pp. 141-147). 
A esto se ha de unir que en la norma XI del Motu Proprio Causas 
matrimoniales, el defecto de forma y el defecto del válido mandato 
de Procurador han sido establecidos como causas de nulidad que 
pueden asumir -según dice el autor- la semejanza de la notorie-
dad establecida en la norma X del Motu Proprio paulino. Por esta 
ampliación del objeto del proceso, estima Bonnet que las normas 
canónicas del 28.111.1971 han producido la mayor reforma en la 
disciplina de los casos especiales, hasta alcanzar éstos aquella ex-
tensión que algunos Padres del Concilio Vaticano sugirieron (cfr. 
p. 156). Si existe en el futuro alguna dificultad para que alguna 
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causa de nulidad, procedente de impedimentos dirimentes, de los 
cc. 1.067-1.080, no pueda seguir este trámite rápido -como puede 
ocurrir con los defectos o vicios del consentimiento- se deberá sólo 
a este origen: su falta de aptitud para poder configurarse en la 
forma de notoriedad legal, requerida por la citada norma X. De 
nuevo, con este motivo, vuelve el Autor a hacer afirmaciones que 
no dejan de inquietarme en su formulación, como es la de destacar 
que la reforma paulina consiste fundamentalinente en una conside-
ración abstracta del título de la nulidad -que estimo permite ser 
mal entendida-, así como que su valoración dependerá de su apti-
tud -capacita, la llama Bonnet- para adoptar la forma de la noto-
riedad prevista en la nueva normativa (cfr. pp. 158-162). Pienso 
que expresiones de mayor simplicidad -como la evidencia que re-
sulta de la prueba que el documento cierto y auténtico aporta de 
la causa de nulidad- hubieran eliminado estos recelos a pesar de 
que lleguemos a unas mismas conclusiones. 
El Autor, al tratar en las pp. 172-192 los temas del defecto de 
forma y del defecto del válido mandato del procurador, insiste en 
unos temas de los que, en cambio, me veo movido a discrepar de 
su postura. Uno de ellos se refiere al planteamiento de una preten-
dida confrontación, en el matrimonio in fieri, entre forma y consen-
timiento. Comienzo por entender que no tenía por qué, en esta obra, 
perteneciente al área procesal, plantearse este problema. Mas, 
desde otro punto de vista, no deja de parecerme que se rebaja en 
exceso el papel de la forma sustancial en el momento de otorgarse 
el consentimiento matrimonial. Nos hallamos ante un tema que hoy 
exige ser tratado con especial delicadeza, pues cuando a veces se 
defiende el valor de la forma, parece entenderse que se hace ne-
gando que es el consentimiento realmente el que forja el contrato 
matrimonial. Pero también, a veces, cuando se intenta hacer un 
diseño de éste, se coloca el papel secundario de la forma, en rela-
ción con el consentimiento, en un puesto tan accesorio, que resulta 
deteriorada en gran manera la importante tarea que viene a llenar la 
forma en el ordenamiento canónico del matrimonio. Difícilmente 
cabe reconocer, con tal tratamiento, aquel valioso requisito del que, 
a partir de Trento, la Iglesia va a servirse para, en adelante, clari-
ficar las verdaderas relaciones matrimoniales en el pueblo fiel de 
las que eran sólo aparentes o falsas; y poder de este modo otorgar 
al vínculo sagrado del matrimonio una tutela oportuna y adecuada, 
al hacer posible que la Iglesia afirme, sobre ese vínculo as.Í con-
traído, su propia Jurisdicción sobre el matrimonio de bautizados. 
Este tema de la ·forma sustancial, en relación con «la tutela 
formal del vínculo sagrado del matrimonio», especialmente lo traté 
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y quedó publicado en «Ius Canonicum», XVII, n.O 34, 1977, vid., en 
particular, pp. 15-24. También me remito a lo que dije en anterior 
ocasión -«Naturaleza ... », ob. y ed. ctds., pp. 231-234-, en relación 
con el sentido en que debe ser interpretado elart. 231 de la Instruc-
ción Provida, bien distinto del que sostiene Bonnet. 
Esa tendencia crítica contra la exigencia de forma sustancial 
que el Autor muestra, no deja de parecerme que participa de algún 
modo de aquellas posturas doctrinales que, en obsequio del derecho 
divino, intentan como despojarlo de toda formulación humana que, 
en definitiva, tiende a que aquél sea efectivamente realizado. Esta 
tendencia, un tanto peyorativa para ciertas exigencias derivadas del 
der~cho positivo canónico de origen humano, le conduce a poner 
en cuestión si, tanto el defecto de forma sustancial como el de 
vicio de mandato en el matrimonio por procurador, son vicios o 
defectos adecuados para constar certificativamente en documento 
cierto y auténtico. No estimo -si queremos ser fiel al precepto de 
la ley canónica- que uno u otro defecto sean de aquéllos para los 
que baste que permitan prueba pari certitudine a la exigida para 
los impedimentos dirimentes, como Bonnet afirma. 
Tanto la forma sustancial como el mandato son medios bien 
positivos, actos jurídic_os que deben producirse según una configu-
ración determinada, que podrán, en cada caso, someterse a compro-
bación sobre si fue observada fiel, o viciosamente, si le faltó algún 
elemento caracterizador de su validez. Por consiguiente, en estos 
casos no se trata de probar ningún hecho negativo, sino de demos-
trar, mediante el documento certificativo del acto jurídico, si éste 
fue bien ejecutado, o, por el contrario, con defecto que afecte a 
la propia validez del matrimonio. Indudablemente es del Libro Re-
gistro del matrimonio, o de la documentación que se incorporó al 
Archivo Parroquial en el matrimonio por procurador, de donde po-
drán obtenerse los datos que informen de la corrección con que 
esos matrimonios se celebraron, ajustados a las exigencias canóni-
cas, o, por el contrario, sus incorrecciones, vicios o defectos, que 
lleven aparejados nulidad. 
En cuanto a la forma sustancial, es de ese modo que acaba de 
señalarse como se podrá comprobar, por ejemplo, que asistió al 
matrimonio un sacerdote que no era Párroco u Ordinario, o si 
carecía de delegación, o si se dio la falta de los testigos requeri-
dos, etc. En cuanto a los supuestos de defectos del mandato, Mon-
señor del Amo -«Nueva tramitación de las causas matrimoniales», 
Salamanca 1971, vid. pp. 132-133~ indicó una serie de vicios que, 
si constan con la exigencia documental requerida por la norma X del 
Motu proprio, pueden justificar la nulidad del matrimonio mediante 
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este proceso especial. Así ocurre cuando el procurador no fue el 
que estuvo presente en la celebración del acto mismo del matrimo-
nio, si el procurador delegó su mandato, si el poder no fue otor-
gado con carácter especial para contraer con cierta y determinada 
persona, si el mandato no fue suscrito por el poderdante o por el 
Párroco o el Ordinario del lugar, o por un sacerdote delegado de 
alguno de ellos, si hubo revocación del poder antes de la celebración 
del matrimonio, etc. (Esta misma relación de hipótesis defectuosas 
en relación al mandato, la hemos visto reproducida más tarde por 
A. Pérez Ramos: «El proceso sumario de nulidad matrimonial». 
Revista General de Legislación y Jurisprudencia, 1980, p. 368). 
c) La prueba de la falta de dispensa. 
La norma X del Motu Proprio Causas matrimoniales se propone 
resolver esta dificultad con las palabras simulque pari certitudine 
patuerit dispensationem super his impedimentis datam non esse. 
Para Bonnet no sólo ha de alcanzarse el mismo nivel de conoci-
miento que se tiene del título de la nulidad, sino que también ese 
conocimiento debe adquirirse de modo no diverso. Ahora bien, se-
guidamente ha de reconocer que, tratándose de un hecho negativo 
lo que se ha de probar, a tal conocimiento no se puede llegar por 
una prueba directa concluyente de tipo documental, y de aquí que 
la Respuesta ya citada de 16 de abril de 1931, añadiera a la 
par certitudo del c. 1.990, los términos ex alio legitimo modo, re-
cogidos posteriormente por la legislación canónica, y a cuya luz 
ha de ser también interpretada la nueva norma X. y no sólo porque 
la interpretación de esta norma haya de hacerse a la luz de la 
norma antigua, sino también porque la naturaleza misma del hecho 
negativo, requiere de un peculiar modo de prueba (cfr. pp. 148-149). 
A este efecto, en pp. 149-155, ofrece el Autor una serie de argumen-
tos jurídico-canónicos de indudable valía, por los que, por caminos 
paralelos y analógicos, se intenta demostrar que el hecho negativo 
puede, en efecto, quedar acreditado gracias a múltiples elementos 
probatorios que, en definitiva, conducirán a la misma conVICClon 
que puede proporcionar, en pelación a un hecho positivo, un docu-
mento cierto y auténtico. 
Difícilmente cabe añadir algo más a lo que Bonnet indica en 
relación con este tema. Sin embargo, pienso que es de interés, para 
completar el cuadro de la prueba del hecho negativo, lo que en su 
última obra enseñó Mons. L. del Amo -«La clave probatoria en los 
procesos matrimoniales (Indicios y circunstancias)>>, Pamplona, 
1978, p. 578-, quien distingue entre «negaciones puras y simples y 
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las formales indefinidas», las cuales «no se pueden probar», en 
contraste con otras negaciones que sí pueden, en cambio, ser pro-
badas: «cuando el hecho puede definirse o concretarse por medio 
de circunstancias de tiempo, espacio u otros, y los sentidos positi-
vamente percibieron hechos y circunstancias incompatibles con la 
existencia del hecho negativo que se alega y controvierte en juicio». 
y de aquí se concluye, ante la necesidad de probar la falta de 
dispensa requerida por la norma X citada, que la prueba de este 
hecho negativo pueda basarse en «hechos indiciarios», en «circuns-
tancias manifestativas», como son «la no mención de la dispensa 
en la partida sacramental, el no constar la ejecución de la dispensa 
en el archivo de la Curia ( ... ) el no tener noticia alguna de la 
dispensa el Párroco o el sacerdote que asistió al matrimonio ( ... )>>. 
(Ibidem, p. 585). 
Precisamente, Mons. del Amo, en su obra «Sentencias, Casos y 
Cuestiones en la Rota Española» (Pamplona, 1978) -bajo el nú-
mero de orden 94- recoge una hipótesis en la que se entendió que 
no hubo dispensa del impedimento dirimente, razonándose, para 
esta solución, mediante los argumentos que proporcionaban unos 
indicios. Pero de éstos, como de las circunstancias que rodean al 
supuesto hecho, se observa con claridad que tanto en cuanto al modo 
de proposición de este tipo de pruebas y el de practicarla, como 
en cuanto a su eficacia prima facie, se ha de decir que carecen real-
mente de semejanza con la prueba requerida por la citada norma X. 
También a su vez he podido comprobar, no hace mucho, cómo otro 
autor -A. Pérez Ramos, ob. y ed. ctds., p. 362-, sostiene con én-
fasis que «1os medios de conocimiento exigidos en el proceso ex-
traordinario son de tal índole que proporcionan las más óptimas 
condiciones de captación de los hechos enjuiciados, para el acierto 
de la declaración. Si no se da este tipo de pruebas no puede in-
coarse el proceso en cuestión». Mas, a nuestro juicio, tal rigor pro-
batorio sólo es susceptible para la causa misma de la nulidad, la 
cual puede ser acreditada en documento cierto y auténtico, pero 
tal rigor no es dable exigirlo para la prueba de la dispensa a pesar 
del pari certitudine del precepto canónico, dada la diversidad radi-
cal de naturaleza del uno y otro them~ probandi. 
A nuestro parecer, la paridad de certidumbres no puede versar 
sobre el medio probatorio sino sobre el peso de la certidumbre, es 
decir, sobre la fuerza probatoria que tengan esos medios, de tal 
manera que produzcan en el juez pareja certeza moral. Y no es 
posible porque, a mi entender, al enfocar la ley la prueba de la 
causa de la nulidad, lo que se ha contemplado en primerísimo lugar 
es este hecho positivo, susceptible de acreditamiento por docu-
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mento cierto y auténtico, verdadero supuesto documental de estos 
procesos; mas sólo secundariamente se observó que tal causa de 
nulidad -cuando el impedimento era dispensable- provocaba la 
nulidad si no medió la oportuna dispensa, pues en otro caso el 
matrimonio sería válido. Y ante tal previsión se quiso por la ley 
canónica salir al paso de tal evento requiriendo, a la vez que del 
impedimento, una prueba demasiado gravosa para el actor, la rela-
tiva a la falta de dispensa. Con esto, por el precepto legal, se in-
virtió la carga probatoria, haciendo recaer sobre la parte actora, 
que pretende la nulidad, la onerosa prueba de la falta de dispensa. 
Eran al demandado o al Defensor del vínculo, realmente, a los que 
correspondían a la hora de oponerse a la demanda, de haber me-
diado dispensa -en perfecta adecuación a lo que dispone el c. 1.748, 
§ 1-, la prueba de la dispensa del impedimento, cuya demostración 
haría perecer el ius accusandi ejercitado. Sólo en el caso de que se 
excepcionara la existencia de dispensa se requeriría, con arreglo a 
un correcto · planteamiento procesal, su prueba, pero no proceder, 
ah origine, reclamando que se practique una demostración, no sólo 
de que se tiene el derecho a pedir la nulidad, sino de que se pruebe 
además que no existe ningún hecho excluyente de que la nulidad 
se diera. En nuestra opinión, lo más que pudo exigirse por la norma 
canónica, en este aspecto, hubiera sido que ex officio, el propio 
Juez, caso de que dudara o entrara en sospecha de que pudiera 
haber mediado dispensa del impedimento, ordenara una práctica de 
prueba en tal sentido, supliendo la omisión o negligencia de la par-
te demandada; tal tipo de decisiones se hallaría en perfecta con-
formidad con la iniciativa que le otorga el c. 1.619, § 2. 
Ciertamente que si en estos procesos especiales y sumarios, de 
naturaleza documental, se actuara, sirviéndose de una interpreta-
ción muy estricta, para la admisión de la demanda, en relación con 
la prueba de falta de dispensa, difícilmente surgirían ocasiones en 
las que se admitieran estas demandas judiciales. Por esto, para evi-
tar tales dificultades, la Sagrada Congregación del Santo Oficio, en 
su Respuesta de 1931, introdujo un elemento interpretativo de equi-
dad, ex alio legitimo modo, luego recogido por la Instrucción Pro-
vida en su art. 226. De todas formas, el requisito probatorio legal-
mente estabecido para la falta de dispensa, aunque goce de tal tem-
peramento, no deja de ofrecer dificultades de aplicación. La inter-
pretación racional de la norma X del Motu proprio de 1971 reclama 
que la mirada del intérprete vuelva hacia esa frase de equidad pro-
batoria, a ese ex alio legitimo modo, mediante una benigna interpre-
tación del nuevo precepto legal y ajustándolo fielmente a las pala-
bras, en pro de la equidad, que el propio Pontífice Paulo VI pro-
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nunció en sus diversos discursos sobre la justicia en la Iglesia y 
a los que Bonnet hace mención en su obra. 
111. Los SUJETOS DEL PROCESO. 
Un extenso número de páginas -de 193 a 312- dedica Bonnet 
a los sujetos del Proceso, comprendiendo, en el mismo Capítulo, 
al Juez, a los cónyuges, a los oficios de la Curia de Justicia porta-
dores del interés público. 
a) Organos Judiciales en estos procesos. 
a') Juez de la Primera Instancia. 
Lo es el Ordinario del lugar. Esta especial atribución personal 
de la competencia, al oficio capital de la diócesis, le servirá al 
Autor para intentar apoyar una de sus convicciones más profundas, 
cual es contemplar este procedimiento en una relación especialísima 
con el ministerio pastoral del Obispo. Y esto, a pesar de que piense 
que esta atribución puede ser inoportuna, por lo que entiende hu-
biera sido mejor solución, de iure condendo, no un Tribunal cole-
giado tampoco, sino un juez único llamado Vicario judicial (cfr. 
pp. 198-200). 
Todos los problemas que, a continuación, se plantean -vid. 
pp. 202-203- en relación a la competencia; en rigor, toda la expo-
sición subsiguiente de Bonnet -vid. pp. 219-221- no deja de estar 
apuntando en todo momento a la doctrina que desea dejar bien 
sentada, consistente en esa atribución de competencia hecha sim-
plemente al Ordinario, sin otra cualificación que se le añada, al 
margen, pues, de ese poder condividido que le proporciona el c. 1.572, 
§ 1. Se trata, por tanto, de un poder que no condivide con otro 
juez de primera instancia, sino que participa de él junto con otros 
Ordinarios locales, determinándose entre ellos la competencia se-
gún principios peculiares, y, sobre todo, unos generales principios 
que derivan del servicio que prestan. 
En adelante -vid. pp. 221-225-, de un modo escalonado y pro-
gresivo, llega a sentar dos afirmaciones: una -para la que se sirve 
de una decisión de la Sección Primera del Tribunal de la Signatura 
Apostólica de 12.x1I.1972-, la de que a este procedimiento de casos 
especiales no le es aplicable la norma IV del Motu proprio paulino 
sobre atribución de competencias; y otra, que el poder de decidir 
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del Ordinario, en estos casos, no deriva de normas judiciales, sino 
de otras más generales que se refieren al poder más amplio que 
tienen los Ordinarios y que se expresan en cánones como los 334-336: 
serán --en su sentir- las exigencias pastorales las que reclaman 
que las decisiones de los Obispos se pronuncien con la necesaria 
urgencia, cuando la verdad queda a su vez salvaguardada por la 
notoriedad y por una competencia atribuida a cada Ordinario, de 
modo inmediato, en el ejercicio del propio poder pastoral. 
Ante tal tipo de solución, acerca de la no vigencia, en este proce-
dimiento -por razones predominantemente pastorales-, de la 
norma IV del Motu proprio de 1971, ¿quiere esto decir que vuelve 
a tener vigencia el c. 1964? Parece que no, que el Autor se inclina 
por la competencia de un solo Ordinario, el del lugar de celebración 
del matrimonio (cfr. p. 222). Mas entonces, cabría preguntarse, ¿qué 
poder pastoral inmediato tiene el Ordinario del lugar de celebración 
sobre unos cónyuges asentados, por ejemplo, hace años en otro 
lugar bien distinto y hasta alejado de ese lugar de celebración? Por 
otro lado, ¿ es que resultaría menos pastoral la actividad de compro-
bación de la supuesta notoriedad por el Obispo del domicilio o cuasi-
domicilio? 
A mi juicio, este problema de la competencia en el Ordinario es 
de atribución personal, es una norma que hace relación a la consti-
tución del órgano judicial, mas no afecta para nada a las normas 
de atribución de competencias, que es distribución relativa entre 
distintas circunscripciones territoriales; de manera que una es la 
norma de asignación a determinado Juez dentro de los que tienen 
en la diócesis con carácter ordinario la potestas iudiciales, y otra la 
norma de atribución de competencias entre diversos órganos de 
Justicia correspondientes a distintas diócesis: aquella es una nor-
ma que establece cómo se constituyen los órganos judiciales; la se-
gunda es la que determina, entre órganos judiciales territoriales, 
cual es el competente en un determinado proceso. 
La asignación al Ordinario no está reñida --entendemos- ni con 
el antiguo c. 1.964 ni con la vigente norma IV del Motu proprio 
Causas matrimoniales. El Autor no ha querido -quizá movido por 
esa preocupación pastoral, que estima, en su opinión, de algún modo 
y alguna vez en pugna con la función judicial- recordar aquel 
principio que proclamaba J. Johnson -Ius vigens de processibus 
matrimonialibus excepti, Apollinaris (1936), p. 617-, al afirmar: 
Pro causis documentalibus forum competens determinatur eodem 
modo ac in aliis iudicis matrimonialibus. Y para prescindir de esta 
regla de competencia se ha de apoyar en algo que dejó ya sentado 
en su trabajo y ahora vuelve a reiterar, el de que este procedimiento 
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tiene un carácter administrativo -cfr. nota (96), p. 222- Y carece, 
por tanto, de naturaleza contradictoria (cfr. pp. 222-223). 
Tampoco parece argumento de peso -vid. p. 223- el de que 
la mayor parte de la prueba se encontrará en la Curia del Ordinario 
en que el matrimonio se celebró. Basta sólo pensar que, en la ma-
yor parte de los impedimentos enumerados en el c. 1.990, el docu-
mento cierto y auténtico, que acredite la nulidad, se hallará en 
otros archivos distintos del lugar de celebración, y que esta diver-
sidad, e incluso alejamiento, de los Registros, puede ser uno de los 
elementos que hayan facilitado la celebración de tal matrimonio a 
pesar de darse en alguno de los cónyuges un impedimento dirimen-
te. El mismo autor -vid. pp. 245-246- no olvida la conveniencia 
de expedir alguna vez letras rogatorias para obtener la debida 
prueba. 
Esa misma tendencia que viene a contraponer actividades pasto-
ral y judicial, no deja de manifestarse cuando al exponer el tema 
del Juez de La Instancia en Italia, se comenta la Decisión de la 
Sección Primera del Tribunal de la Signatura Apostólica (cfr. pp. 
225-230), sin tener en cuenta -me parece- que esta decisión parte 
de un supuesto determinado: del carácter judicial del proceso para 
los casos especiales. En efecto, al publicarse en Italia la Carta Apos-
tólica Qua Cura (8.XII.1938), las normas generales de atribución de 
competencias quedaron condicionadas en aquella nación por la ley 
particular. El Tribunal Supremo de la Signatura Apostólica lo que 
hizo -así lo hemos entendido siempre desde que leímos esta deci-
sión en Ephemerides iuris canonici (XVIII, n. 14, p. 312)- fue de-
clarar simplemente que la nueva norma general, contenida en el 
Motu Proprio de 1971, en nada había modificado la ordenación de 
los Tribunales italianos para las causas de nulidad de matrimonio. 
b') Delegación del Ordinario en el Provisor. 
La situación de ausencia o de impedimento del Ordinario para 
esta delegación es estudiada detenidamente por Bonnet (vid. pp. 230-
246). Tal estudio, que es realizado fundamentalmente alrededor del 
arto 228 de la Instrucción Provida, lleva al Autor a unas considera-
ciones muy atentas de la potestad delegada en el Codex, posibili-
dades que tiene el Obispo de delegar y situaciones en que se pro-
duce la delegación a iure. Indica el riesgo de nulidad insanable que 
para nuestra hipótesis supondría la delegación habitual o perma-
nente (cfr. p. 234), al tratarse de una competencia atribuida directa 
y personalmente al Ordinario. 
Se recuerda aquel deber del Provisor de no juzgar nunca de cau-
sas que el Obispo se reserva (c. 1.583, § 2), como tampoco que com-
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peta al Vicario General -c. 368 § 1- ejercer jurisdicción que el 
Obispo se haya reservado o que exija de éste un mandato especial 
por disposición del Derecho. No estamos, pues, ante una delegación 
a iure, sino que, en estas hipótesis, se requiere siempre el mandato 
expreso, no bastando, pues, el presunto. Se trata -entiende- del 
otorgamiento de un poder que opera jerárquicamente. Tampoco 
puede recibirse con carácter general y habitual del Ordinario, sino 
sólo por razón de ausencia o de impedimento; asimismo tampoco 
~. 199, § 4- cabe que sea subdelegado (cfr. pp. 244-245). 
c') La elección df!-l procedimiento peculiar de los casos 
especiales. 
El Autor, sin perjuicio de que al tema del procedimiento lededi-
que el cuarto capítulo, ahora, al tratar de esta asignación de com-
petencia directa al Ordinario, señala lo que estima ser una conse-
cuencia de tal atribución: que este procedimiento es al Ordinario 
a quien corresponde siempre elegirlo. Y su razón es porque el Ordi-
nario únicamente está obligado a decidir de conformidad con el bien 
de los interesados, y este bien, en la comunidad eclesial, no puede 
ser al mismo tiempo otro que el bien de todos (cfr. pp. 246-252). 
Me parece que, en relación a esta supuesta elección, se percibe 
que el Autor sigue la influencia que en la procesalística civil mo-
derna, sobre todo italiana, tanto se advierte, de Capelletti (vid. nota 
(174), p. 247). En esta postura se aprecia la preterición que padece 
todo interés de particulares en aras del bien público, olvidándose 
quizá que la comunidad se integra por la conjunción total de sus 
miembros, y que tales miembros tienen, cada uno, su propia perso-
nalidad diferenciada y han de ser contemplados como portadores 
de su personal responsabilidad. Oportuno puede ser, en estos casos, 
repetir algo bien conocido que a veces, sin embargo, merece ser de 
nuevo recordado: que siguiendo la enseñanza de Juan XXIII, el 
bien común es summa earum vitae socialis condicionum quae tum 
coet~bus, tum singulis membris permittunt ut propriam perfectionem 
plenius atque expeditus consequantur (Gaudium et Spes, n. 26). Es 
decir, conforme a esta doctrina, en palabras también de la misma 
Constitución pastoral (ibidem), todo el conjunto, lo que se designa 
como ordo socialis, así como su progresivo desarrollo, se ha de 
subordinar al bien de la persona, siquidem rerum ordinatio ordini 
personarum subicienda est et non e converso. Por relevante que sea 
la idea de la communio para explicar la idea de solidaridad en un 
grupo social humano, pienso que ha de ser compatible tal idea con 
el concepto de bien común que acaba de exponerse. 
A nuestro juicio, al igual que en el proceso ordinario de nulidad, 
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también en el de casos especiales se contempla lo que interesa al 
bien público eclesiástico. No hay mayor razón de bien público en 
uno que en otro proceso. Mas tal influencia se ha de hacer compa-
tible y está a su vez en relación directa con el bien personal de los 
propios cónyuges, en cuanto es un tema que afecta de modo deci-
sivo a la salud de sus almas, al estado de las personas e incluso 
a sus relaciones familiares y hasta de índole patrimonial. Quien pro-
pone una demanda de nulidad de matrimonio, si la causa en que 
se apoya es un título de caso especial, se verá favorecido por el 
poder jurídico de optar por el procedimiento que estime reúne ma-
yor idoneidad para satisfacer las expectativas que le movió a pro-
mover el proceso. El Ordinario podrá rechazar esa iniciativa de 
parte en pro del proceso especial, sea porque entienda que no se 
apoya la demanda en documento cierto y auténtico, sea porque 
estime que la causa de nulidad no coincide con los supuestos lega-
les de las normas X y XI del Motu proprio paulino. Cuando estu-
diamos en anterior ocasión -«Naturaleza ... », ob. y ed. ctds., p. 235-
la frase poterit Ordinarius, de la norma X citada, junto a otras ra-
zones dijimos que en este tema rige el principio dispositivo, sin 
perjuicio de la iniciativa que al respecto pueda tomar el Promotor 
de Justicia cuando él ejercita el ius accusandi; o, cuando sin ser éste 
quien promovió el proceso, por estimar que en el caso concreto lo 
exige el bien público, podrá pedir ~art. 16, § 1 de la Instrucción 
Provida- que en la tramitación del proceso se siga la vía de los 
casos especiales. En este contexto se ha de entender también, a nues-
tro juicio, la iniciativa que a favor del Provisor, para la elección 
del procedimiento especial, se prevé por el arto 226 de la Instruc-
ción Provida, pero más adelante veremos con qué condicionamien-
tos se le otorga este poder jurídico a ejercer ex officio. 
d') El Juez de la Segunda Instancia. 
Después de haber puesto Bonnet el acento en el carácter predo-
minantemente pastoral de la competencia directa del Ordinario del 
lugar en la primera instancia, no puede dejar de resultar contra-
dictorio, con lo que antes expuso, lo que contienen las normas XII 
y XIII del Motu proprio de 1971 respecto al Juez de la 2.a Instancia. 
Mas se comprende a su vez que haya tenido que afrontar la contra-
dicción que se deriva de la distinta composición de los tribunales 
de Primera y de Segunda Instancia, quizá por esa necesidad que 
siente siempre, hasta ahora, de sujetarse, en su interpretación, a 
la literalidad de los textos legales. El Autor, tras un análisis de la 
doctrina, se pronuncia a favor del tribunal colegiado por estimarlo 
más en consonancia con el texto normativo; y también 10 considera 
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más oportuno, si bien haya de explicar inmediatamente esta razón 
u oportunidad -que no dejó de sorprenderme dadas sus posturas 
anteriores- refiriéndose a que la falta de formalidad en la primera 
instancia, por causa de la notoriedad, encontraba una garantía sus-
titutiva por la actuación del propio Ordinario como juez, evitán-
dose así también injustificados retrasos de tiempo (cfr. pp. 259-260). 
He de admitir que no puedo entender que, en la concepción de 
Bonnet, se apliquen para un mismo fenómeno -la notoriedad- dos 
medidas tan distintas para una instancia y otra. Pienso más bien 
que se trata, en cambio, simplemente de una diversidad de asigna-
ción de competencias a determinados órganos -aparte de otras dife-
rencias que acompaña al proceso especial frente al ordinario, aun-
que siempre coincidiendo en la identidad de su naturaleza-, y por 
esto me parece más ajustado lo que hizo notar L. Miguélez -«Pro-
cedimiento extraordinario en las Causas matrimoniales», Revista 
española de Derecho Canónico, I (1946), p. 187- cuando dijo: «Una 
vez que ha habido ya un Ordinario -el de primera instancia--., que 
intervino en la causa y la juzgó digna de ser sustanciada por el 
procedimiento extraordinario, lo demás poco importa y ya no hay 
razón para que en la segunda instancia sea el Ordinario el que haya 
de sustanciada». 
e') El eventual riesgo de inobservancia del principio me bis 
in idem». 
Se plantea Bonnet la cuestión de si el principio ne bis in idem no 
queda amenazado-en este proceso en alguna ocasión. A considerar 
esta questione sollevata -como la llama- dedica las páginas 260-
268: si el Provisor decide, según el arto 226 de la Instrucción Provida, 
acerca de si existen los requisitos para que se sigan los trámites del 
proceso in casibus spedalibus, remitiendo las actuaciones al Ordi-
nario, éste puede, sin embargo, de conformidad a su vez con el 
arto 227, § 2, juzgar que no se verifican dichos requisitos y remi-
tir las actuaciones al tribunal diocesano para que se juzgue en trá-
mite ordinario; con esto, el Oficial o Provisor, que ya adoptó una 
decisión, tendrá que decidir de nuevo como Presidente del Tribunal. 
A esta consideración suma la unidad esencial que hay en el tribunal 
diocesano, juzgue el Obispo o el Provisor. Por otro lado, el arto 218 
§ 1 de la Instrucción Provida prohibe que el tribunal, que juzgó de 
una causa de nulidad en un determinado grado, pueda juzgar de 
nuevo sobre ella. Se exponen también los contados casos que el 
legislador permite que un tribunal vuelva a decidir sobre un asunto 
sobre el que ya antes decidió. 
El Autor resuelve, sin embargo, la aparente dificultad en base 
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a que el Provisor no juzgó en momento alguno sobre la nulidad del 
matrimonio, sino sobre la notoriedad en el caso concreto tal como 
entiende que la Ley la ha configurado. El Oficial circunscribió su 
atención sobre la certeza, la autenticidad, la incontrovertibilidad 
positiva del título de nulidad y la certeza acerca de la falta de dis-
pensa. En cambio, el objeto del proceso ordinario versa -dice-
sobre el caput nullitatis en su implicación total, sustancial y pro-
cesal. Por consiguiente, el juicio sobre la misma causa por segunda 
vez recae sobre una cuestión diversa (cfr. pp. 267-268). 
La argumentación de Bonnet, en este caso, es irreprochable, pero 
no deja de haber en el planteamiento del problema una excesiva 
suspicacia. Toda admisión de demanda no deja de ser un juicio pre-
vio sobre la aptitud jurídica de lo que se pretende -fumus boni 
iuris (vid. art. 64 de la Instrucción Provida)- y sobre la idoneidad 
del procedimiento elegido. Mas la decisión adoptada ab initio no es 
óbice para que, en la sentencia final, el propio juez, que admitió 
la demanda, se pronuncie contra los mismos supuestos que, en prin-
cipio, fueron aceptados como suficientes para la incoacción del pro-
ceso. El juicio para la admisión de la demanda y el juicio definitivo 
sobre el contenido de la demanda, competen comúnmente al mismo 
juez, concurrentes juicios que se hacen posibles, e incluso abiertos 
a decisiones de opuestos sentidos, por las diversas dimensiones del 
objeto sometido a juicio en uno y otro caso y la distinta naturaleza 
y alcance que uno y otro tienen. 
El problema que plantea Bonnet ofrece a mi entender mayor difi-
cultad cuando es, en cambio, el tribunal de segunda instancia el 
que no confirma la sentencia del Ordinario y remite las actuaciones 
al tribunal de primera instancia para que siga el procedimiento de 
nulidad por vía ordinaria. En este caso, el tribunal del mismo Ordi-
nario, quien ya antes decidió como juez unipersonal, por precepto 
del arto 230 de la Instrucción Provida y norma XIII del Motu proprio 
paulino, tendrá que volver a decidir sobre lo que ya decidió su pro-
pio Ordinario en cuanto Juez de la diócesis. Entonces tal competen-
cia nueva sólo puede explicarse: 1) por la composición colegiada 
del tribunal diocesano, es decir en razón a que el órgano judicial 
nuevo conoce con una estructura personal distinta, al estilo de un 
nuevo turno de conocimiento como ocurre con un tribunal cole-
giado que reciba sus propias apelaciones, y 2) por el distinto campo 
operativo en que el nuevo juicio sobre la nulidad planteada se pro-
duce: en el anterior con las limitaciones de la cognitio veri del pro-
ceso sumario, mientras en el posterior con la plenitud de conoci-
miento propia de un proceso plenario, enjuiciando todos los matices 
de los problemas planteados, excepciones y pruebas. 
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b) Las partes litigantes. 
Negado por Bonnet el carácter judicial de este procedimiento, a 
lo largo de las páginas 269-312 trata en su obra de Le partí. Y aquí 
considera las actitudes en este proceso de los cónyuges, del Pro-
motor de Justicia, del Defensor del vínculo. Los términos partes 
litigantes no responden fielmente al pensamiento del Autor comen-
tado, sin embargo, ¿por qué les llama parti si no hay enfrenta-
miento procesal, si no hay otra iniciativa, otra actividad que la 
que promueve y decide el Obispo? Quizá, desde su postura, podría-
mos llamarlas partes citadas por el Ordinario. Resultaría en su con-
cepción más adecuado decir que son citados los cónyuges, que lo 
son los representantes del Ministerio público, nunca las partes, 
puesto que, a su parecer, no hay enfrentamiento procesal. Sin em-
bargo, Bonnet es una vez más respetuoso con la letra de la Ley, 
y esta prescribe que el Ordinario podrá, citatis partibus (c. 1.990), 
citatis partibus (norma X del Motu proprio), declarar la nulidad 
del matrimonio; y aunque el concepto departe no deje de c()ntra-
decir su propio pensamiento, se somete a la literalidad de los textos 
legales. 
a') Los cónyuges. 
En esta obra que comentamos, se parte de la negación del prin-
cipio acusatorio. Es decir, su Autor sostiene, contra lo que con ca-
rácter general disponen los arts. 57, 58 y 61 de la Instrucción Provida 
y los cc. 1970 y 1971, § 1, que el que se siga este procedimiento 
depende sólo del Ordinario, produciéndose, por tanto, en los casos 
especiales de nulidad de matrimonio, en cuanto a la iniciativa pro-
cesal, una parcial derogación del c. 1.618 (cfr. pp. 272-274). Es más, 
sirviéndose de una peculiar interpretación sujeta a la estricta lite-
ralidad de la norma X del Motu proprio Causas matrimoniales, 
relacionándola con los arts. 226 y 227, § 1 de Provida, e inspirán-
dose a su vez en una doctrina procesal de indudable acento publi-
cístico, niega que desenvuelvan los cónyuges papel alguno activo 
necesario en cualquiera de los actos procesales en los que este pro-
ceso se estructura. Los cónyuges carecen de un agere necesario 
-afirma- al estilo de lo que se dispone por el c. 1.646. Lo único 
que un cónyuge puede ser, en este proceso, es parte convenuta 
(cfr. pp. 275-276). 
Con tal concepción, los cónyuges -precisamente nosotros pen-
samos que hemos de contemplarlos siempre como los primerísimos 
interesados en la validez de su matrimonio o en la declaración de 
nulidad- no sólo se encontrarán imposibilitados de poder condi-
338 CARMELO DE DIEGO-LoRA 
cionar la instauración del proceso sino impedidos también de cual-
quier otro instrumento procesal de iniciativa que favorezca el inte-
rés propio en estos procesos. Con tales afirmaciones, Bonnet ha de 
volver a repetirnos una idea que para él se presenta como especial-
mente querida, cual es que en este tipo de procesos nos hallamos 
ante un instrumento liberamente affidato a la responsabilidad del 
Ordinario (cfr. pp. 227-278). 
Entonces resultará que los cónyuges, en cuanto partes -dice-
llamadas al proceso, en el mecanismo interno del ingenio -con-
gegno- procesal, no tendrán, según Bonnet, más que el ius in 
vocati que el c. 1.711, § 1 reconoce; con tal calidad, podrán los 
cónyuges proponer las excepciones que el c. 1.691, § 1 les concede, 
y además podrán aportar todas aquellas argumentaciones y prue-
bas que hagan relación a la notoriedad legal de la norma X del 
Motu proprio (cfr. pp. 276-277). 
Sin embargo, Bonnet admite, en cambio, a los cónyuges, en estos 
casos, que promuevan la Segunda Instancia, lo que le lleva a enten-
der que, para éstos, la situación cambia parcialmente; ahora bien, 
como si se tratara de una concesión tolerante de la ley, añade que 
esto lo permite -essendo consentito ai coniuge dispoterlo instau-
rare, son las palabras utilizadas- el art. 229 § 2 de la Instrucción 
Provida, aunque conservarán en esta segunda instancia la misma 
posición que tenían en la primera (cfr. p. 278). De este modo, enten-
demos que para Bonnet los cónyuges no podrán jugar otro papel 
efectivo, tanto en la primera como en la segunda instancia, que el 
de presuntos defensores del vínculo, de índole privada, puesto que 
sólo se apela de la sentencia de nulidad, puesto que no hay sen-
tencia absolutoria de la demanda en el proceso de casos especiales. 
Los cónyuges tienen aún reservada otra actividad, en la opinión 
de Bonnet. Pueden nombrar un patrono de su confianza para que 
apoye sus posturas jurídicas de enfrentamiento a la notoriedad le-
gal de la nulidad del matrimonio. Sin embargo, tal concesión esti-
ma Bonnet que, a pesar de 10 dispuesto por el arto 43 § 1 de la 
Instrucción Pro vida, no siempre se ha de entender de general con-
veniencia, dado el peculiar objeto sobre el que este proceso recae. 
A pesar de ciertos riesgos derivados, a su parecer, de la actuación 
de Abogados, el Autor no deja, sin embargo, de elogiar y afirmar 
la utilidad de la presencia de éstos en el proceso cuando actúan 
con verdad y en justicia (cfr. pp. 281-283). 
Por último, trata el tema del beneficio gratuito -especialmente 
en Derecho comparado, que se recoge por nota (295), pp. 283-284- y 
hace algunas consideraciones sobre la contumacia (vid. pp. 284-285), 
en la cual -dice-, aunque sea contumacia consumada y no pur-
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gada, y de ambos cónyuges, il giudice non possa induirse a dicchia-
rarse abandonato il caso. Esta observación de Bonnet, a mi parecer, 
resulta innecesaria, no ya porque estime que en este proceso no 
ocurre lo que sucede en aquellos que, conforme al c. 1.618, se mue-
ven bajo un interés privado, sino porque, aunque en este proceso 
se tuviera en cuenta -como estimo que debe tenerse- el interés 
privado juntamente con el público, ligado a la nulidad, dado que, 
en la concepción de Bonnet, los cónyuges no son más que llamados 
al proceso por el Ordinario, como supuestos demandados, resulta 
que nunca la contumacia de éstos produciría ese efecto, que es 
propio sólo de la contumacia del actor (vid. c. 1.850 y arto 91 de 
Provida). 
Quizá, este tema de la iniciativa procesal sea el más polémico 
de la obra de Bonnet. Acabamos de formular, al hilo de su discurso, 
algunas objeciones. Pero la objeción fundamental que ha de hacér-
sele nos parece más seria: son muchos los preceptos legales, básicos 
en el ordenamiento procesal canónico, que estima el Autor dero-
gados o parcialmente derogados en el proceso in casibus specialibus. 
Aquí se toca fondo en los temas basilares de cualquier sistema pro-
cesal, y, desde luego, del sistema procesal canónico. Aunque Bonnet 
-vid. nota (381), p. 308- tenga algunas reservas acerca del valor 
de ciertos principios procesales, es comúnmente admitido en la doc-
trina canónica, y muchos cánones lo avalan (que me excuso citar 
por conocidos), que en el proceso canónico, en general, rige el prin-
cipio nemo iudex sine acto re. Contados son, por el contrario, los 
cánones que preven hipótesis de iniciativa ex officio a cargo del Juez 
mismo (vid. p. ej., cc. 1.682, 1.688, 1.853, 1.897 § 2), y, en ocasiones, 
tal iniciativa ex officio suele mostrarse vinculada a la instancia del 
Ministerio Público (como en el c. 1.672 § 3, por ejemplo). En cam-
bio, para el proceso de nulidad de matrimonio, con carácter general 
y de modo indudable, la iniciativa procesal se otorga a los cónyuges 
o al Promotor de Justicia en su caso (c. 1.971, y arto 35 de la Ins-
trucción Provida). A pesar de ·la naturaleza pública del ohieto liti-
gioso, esa iniciativa del Ministerio Público se somete además a 
determinados controles, recogidos en los arts. 38 y 39 de la Ins-
trucción Provida, que miran de un modo muy peculiar, en gran 
parte, el bien privado de los cónyuges. Si en . alguna hipótesis se 
prevé la actuación del Ordinario es por medio de una autorización 
para que el Promotor adopte la iniciativa procesal si procede. Este, 
como órgano técnico-jurídico de la diócesis para el ius accusandi, 
en las hipótesis que le es concedido legalmente este poder jurídico 
de accionar la petición de la nulidad, igual que presentará el libelo 
de demanda, podría -arto 41, § 4 de la Instrucción Provida- re-
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nunciar de la instancia planteada, si, a lo. largo del proceso, se 
convence de lo infundado de su postura. Pero no actúa en un caso 
u otro mediatizado por el Ordinario., una vez que éste le concedió 
la oportuna autorización. 
No puede olvidarse que en el proceso de nulidad de matrimonio 
se ha de tener en cuenta otro principio. que no deja de estar ex-
presado con el imperio propio de un precepto que establece una 
categórica prohibición legal: ante la denuncia de una supuesta nu-
lidad de matrimonio, Ordinarius (. .. ) accusationem nunquam ipse 
instituat,reza el arto 40 de la Instrucción Provida, sed rem deferat 
promotoris iustitiae sui tribunalis. Este precepto expresa una pro-
hibición general de la ley, se refiere a toda nulidad de matrimonio 
que haya de ser acusada, cualquiera que sea la vía procesal que 
se elija, la ordinaria o la peculiar in casibus specialibus. 
Para mantener Bonnet la posición doctrinal que postula ha pro-
curado obtenerla de una interpretación literal de los textos canó-
nicos in casibus specialibus, restringiéndose a ellos, prescindiendo 
del contexto doctrinal y legislativo · que rodea a todo proceso de nuli-
dad de matrimonio en nuestro ordenamiento. Pero a esas argumen-
taciones cabe responder que por el hecho. de que tanto la norma X 
del Motu proprio páulino, como el C. 1.990 y lo.s arts. 226 y 227 
§ 1 de la Instrucción Provida, omitan que los cónyuges puedan pro-
mover con su iniciativa este proceso, no quiere decir que necesaria-
mente no puedan ser actores; como por el hecho. de que estas nor-
mas deClaren que la sentencia de nulidad se pronunciará praeter-
missis solemnitatibus, esto quiera · decir que entre las solemnidadeS 
que se omitan esté el ius accusandi, el cual, a nuestro parecer, no 
es ninguna solemnidad sino un título, a un mismo tiempo, de legi-
timación, ad processum y ad causam, para la acción de nulidad de. 
matrimonio; como tampoco pensamos que porque, como esas mis-
mas normas prescriben, poterit Ordinarius, citatis partibus, decla-
rar la nulidad, quiera decirse que no sólo la sentencia sino la propia 
iniciativa procesal en la primera instancia corresponda sólo al 
Ordinario. 
Cierto que al Provisor se le otorga expresamente, en el arto 226 
de la Instrucci6n de 1.936, una cierta iniciativa ex officio para remitir, 
a este proceso. de casos especiales, una nulidad matrimonial. Mas 
en este precepto. se advierte que la iniciativa misma procesal no 
corresponde al Provisor. En efecto, esta rem Ordinario deferat sucede 
porque, como Juez de la Diócesis, recibe en su Jurisdicción un caso 
de nulidad de matrimonio, y al advertir -como pone en evidencia 
el precepto legal- que reúne los requ,isitos para proceder por vía, 
antes excepcional y ahora de caso especial, decidirá este paso de 
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competencia a favor de la directa y personal del Obispo. No es, pues 
del Provisor la iniciativa procesal, que ya se la encuentra planteada; 
el Provisor, como Presidente del Tribunal que ha de conocer y 
decidir sobre la admisión de la demanda, según el arto 61 de la 
Instrucción Provida, en vez de reunir al tribunal para advertirle 
que reúne la nulidad alegada los requisitos del caso especial, se la 
pasará al Ordinario, que es en principio, personal y directamente, 
el Juez competente. No se trata, pues -repetimos-, de iniciativa 
procesal, sino de admisión a trámite procesal. y además este De-
creto. de remisión lo emitirá -arto 226 citado- previa audiencia 
de los cónyuges, si comparecieren, et perpendi rehuso Estos son 
los condicionamientos previos requeridos para que el Ordinario entre, 
en tales hipótesis, a conocer de la nulidad del matrimonio por 
tratarse de un caso especial: condicionamientos para el Ordinario; 
y condicionamientos para el Provisor mismo que necesita, antes de 
conocer, poder conocer, y esta posibilidad sólo se presenta en él 
porque algún actor -público o privado- demanda ante su juris-
dicción; mas antes de decidir si hay otro Juez, distinto del Tribunal 
diocesano, que sea competente -el Ordinario-, y si hay otro pro-
cedimiento idóneo para tramitar la causa de nulidad que no sea el 
del proceso ordinario -sino el sumario, especial y documental-, 
adoptará todas las garantías de audiencia de partes que compare-
cieron en el proceso, amén de proceder a su decisión extremando 
la prudencia, dada la excepcionalidad -hoy la especialidad- del 
procedimiento que va a impulsar al remitirlo a su Obispo. 
A nuestro juicio, desde el primer momento el Autor apostó por 
la naturaleza administrativa de este procedimiento en primera ins~ 
tancia, a pesar de lo que la Comisión de Intérpretes (6.xn.1943) 
entendiera a favor de su naturaleza judicial, por lo que, después, 
al encontrarse con la evidencia que ofrecía la literalidad de los 
textos legales para la segunda instancia, haya tenido que aceptar algo 
tan contradictorio con lo señalado para la primera, como entender 
que el tribunal de segundo grado actúa según competencia y técnica 
propiamente judiciales. Mas, en este enfoque, un tanto distorsionado 
a nuestro parecer, no deja de existir una honda preocupación por el 
bien público de la comunidad eclesiástica, pero también parece gravi-
tar demasiado -como lo demuestra el contenido de la nota (289), 
pp. 279-281- la influencia pampublicística que representa en el Dere-
cho canónico la doctrina de P. Fedele. Esta doctrina tiene indudables 
repercusiones cuando se orienta y contempla el proceso, cuya conno-
tación pública es innegable. Sin embargo, por este camino el tema 
de la supremacía del principio inquisitivo sobre e] dispositivo y acu-
satorio puede llevar de nuevo a resucitar una cuestión afortunadamen" 
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te superada en el proceso canónico y que tantas críticas suscitó con-
tra la Iglesia, no siempre justas. Ahora, por una excesiva valoración 
del aspecto comunitario en la Iglesia y del Poder público, con su 
respectiva repercusión en el ordenamiento canónico, la persona y 
el área de su libertad, y el del reconocimiento de sus derechos sub-
jetivos, pueden verse perjudicados. Estas tendencias de exaltación 
de lo social y comunitario sobre los intereses y derechos de los 
miembros que integran el conjunto, en la moderna doctrina pro-
cesal laica tiene, en el momento presente, como principal valedor, 
a Capelleti, cuya influencia en la obra de Bonnet se pone de relieve 
en diversas ocasiones (cfr., p. ej., el contenido de la nota (174), 
p. 247). No faltan tampoco, en nuestro autor, y en las diversas 
citas de doctrina procesal, referencias a Carnacini y Grispigni, que 
si resaltan también los valores que puedan apoyar el principio in-
quisitivo, no dejan de hacerlo, sin embargo, en un plano de mayor 
equilibrio, con respeto a su vez para el principio dispositivo. 
Partiendo de esta concepción doctrinal de tinte monista ob-
servo, de un lado, que se sacrifica uno de los derechos más funda-
mentales de entre aquellos que están ligados a la condición jurídica 
de cónyuge, cual es el del ejercicio del ius accusandi de su matrimo-
nio si advierte que éste se halla viciado de nulidad; mas, de otro 
lado, por esa interpretación literal y restringida de los preceptos 
legales peculiares propio de los casos especiales, se ha incomunicado 
a este proceso con todo el sistema jurídico procesal propio de la 
nulidad del matrimonio, olvidándose incluso esas posibilidades ten-
dentes a la subsanación que ofrecen tanto el c. 1.965 como el arto 38 
§ 1 de la Instrucción Provida, o las cautelas que proporciona el 
arto 39 de la misma Instrucción para la hipótesis de acusación por 
el Promotor de Justicia cuando el cónyuge inhabilitado denuncia la 
nulidad. Se ha centrado así, todo el proceso in casibus specialibus, 
en esta obra, en la persona del Ordinario, enfocado sólo como Pastor, 
quien parece que puede disponer libremente de las situaciones 
jurídicas de los cónyuges, sin parar demasiado en que, cuando 
se trata de la validez o nulidad del matrimonio, debe actuar como 
Juez que es, y cuya función ha de ejercerse armónicamente a la 
de Pastor, puesto que éstos no son títulos y funciones contradic-
torios, sino facetas del mismo oficio capital en la Iglesia dioce-
sana, cuyo ejercicio el Obispo lleva a cabo sobre la grey y sobre 
cada uno de sus fieles: actuando en cuanto Juez -Ordinarius iudi-
cens agens, reza el c. 227 § 1 de la Instrucción Provida- ha de ajus-
tarse a un procedimiento que, aunque liberado de solemnidades, sin 
embargo, por lo menos -según prescribe la norma X del Motu 
proprio de 1971- requiere citatis partibus et interviniente defen-
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sore vinculi, y caso de ser comprobada por documento cierto y 
auténtico la falta de dispensa de la nulidad -como se añade en 
arto 227 § 1 citado-, sententia declarare, rationibus breviter adduc-
tis in iure et in ¡acto. 
En tales exigencias formales ha · venido coincidiendo tradicional-
mente la doctrina canónica a pesar de los términos legales praeter-
missis solemnitatibus in iure recensitis, a veces algo tímidamente 
como, por ejemplo, cuando M. Cabreros de Anta -«Comentarios 
al Código de Derecho Canónico», III, Madrid 1964, p. 702- dice que 
«las solemnidades exigidas para la validez de este proceso en el 
canon 1.990 son dos únicamente: la citación de las partes y la 
intervención del defensor del vínculo», viéndose como forzado segui-
damente a reconocer: «Las actas deben ser inscritas por el notario 
(can. 1.585). Si las partes después de citadas no comparecen, se les 
declarará contumaces y el proceso se continúa hasta el fin» (El pro-
pio Bonnet, ya vimos que también no deja de tratar el tema de la 
contumacia). Y J. Johnson, cuando se preguntaba -vid. <dus vi-
gens ... », ob. y ed. ctds., p. 632- qué significaban las palabras prae-
termissis solemnitatibus, se contestaba en el sentido siguiente: que 
las prescripciones de derecho procesal que se refieren a la solemni-
dad del ritus pueden y deben omitirse, con tal de que se observen 
las que son esenciales para conocer la verdad y precaver el error. 
Estas solemnidades que han de observarse en el proceso sumario, 
y que son esenciales por derecho natural y positivo para cualquier 
juicio, son, en el sentir de J. Johnson -De natura processum matri-
monialem exceptorum, Apollinaris, IX (1936), vid. p. 401-, a) con-
troversia jurídica, b) partes, c) juez, d) forma legítima (citación y 
audiencia de partes, prueba por documentos auténticos u otros ar-
gumentos ciertos, defensa hecha por el defensor del vínculo, defi-
nición de la controversia por parte del Juez). Quizá Johnson pone 
el dedo en la llaga al escribir de las solemnidades del rito, porque 
bien distintos son, de un lado, los actos procesales, y de otro las 
solemnidades con que se haya de revestir al realizarlos. El praeter-
missis solemnitatibus, a nuestro juicio, se refiere sólo a las solemni-
dades de los actos. 
Por último, deseo referirme a las palabras citatis semper partibus 
o citatis partibus, respectivamente, del arto 227, § 1 de la Instruc-
ción de 1936 y de la norma X del Motu proprio de 1971. No pueden, 
a mi entender, ser interpretados esos términos únicamente en el 
sentido de que los cónyuges son llamados al proceso como partes 
demandadas, ya que las citaciones se llevan a cabo no sólo con los 
demandados sino también con la parte actora, pues se trata, en el 
proceso común, de convocar a la comparecencia del C. 1.727 ante el 
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Juez; aunque tal citación sea menos relevante para el actor, puesto 
que ya está presente en el proceso que promovió, mediante la pre-
sentación de su demanda (vid. c. 1.711, § 2), sin embargo, al actor 
habrá que notificarle de todos modos la citación para darle noticia 
del día y hora en que se celebrará dicha comparecencia. Si esto 
se pone bien de relieve en el c. 1.712 § 3 y en el arto 74 § 3 de. la 
Instrucción Provida, así como se deduce de su arto 91 § 3, con ma-
yor razón, que en el proceso ordinario de nulidad, tal tipo de com-
parecencia se hace imprescindible en el proceso in casibus spe-
cialibus, ya que siendo su procedimiento concentrado y oral, de 
rápido trámite ante el Ordinario del lugar, la comparecencia directa 
ante éste de las partes alcanza la máxima importancia. En ella se 
formularán todas las observaciones que se estimen pertinentes y se 
propondrán y practicarán las pruebas complementarias idóneas sin 
que el proceso padezca dilaciones supérfluas. 
b') Las funciones del Promotor de Justicia y del Defensor del 
vínculo. 
En las . páginas 286-309 se observa una sola línea argumental 
aunque se traten temas tan distintos como el del Ministerio público, 
en su doble función, y el de la iniciativa ex oficio del órgano judicial. 
Hemos elegido, para rúbrica de este apartado, sólo los dos oficios 
eclesiásticos que nos sugieren la cualidad de partes procesales porque 
a las partes se refiere todo el capítulo 111 de esta obra. Sin embargo, 
se trata también en él del órgano judicial en cuanto éste, para 
Bonnet, es quien lleva la iniciativa. En efecto, esa línea argumental 
única tiende a explicar que aquel que tiene en la Iglesia el oficio 
de proteger el bien público eclesiástico (c. 1.586), el Promotor de 
Justicia, no puede ser parte actora en este proceso, sino que, en 
todo caso, como el propio Defensor del vínculo, lo que le es per-
mitido, en estos procesos in casibus specialibus, es ser llamado por 
el Juez. En rigor, según Bonnet, la iniciativa -como el desenvol-
vimiento del proceso- está integralmente posto nell'mano del Or-
dinario (p. 302). Esta doctrina viene a ser declarada tras acumular 
el Autor una larga serie de citas de autores de muy diversa proce-
dencia, desde el punto de vista histórico y por su significación, no 
faltando, a estas referencias, interesantes consideraciones propias 
del pensamiento especulativo y remisiones a variados preceptos le-
gales. 
La aportación cultural de Bonnet al respecto es importante, pero 
no deja de asaltarnos alguna vez la duda de su total utilidad. Para 
él, en este proceso, está de tal manera en juego el bien público, 
que sólo el Juez puede promoverlo de oficio (c. 1.618), y si bien 
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el Promotor de Justicia protege al actuar el interés público ecle-
siástico, dado, sin embargo, el específico interés de naturaleza pú-
blica que a este proceso corresponde, su tutela queda por completo 
en las exclusivas manos del Juez, que, como sabemos, en estos casos 
es el mismo Ordinario. 
Sin embargo, los textos legales, a los que el Autor tanto procura 
ceñirse en su tarea interpretativa, no dejan de ofrecer noticias de 
la presencia, en estos procesos, tanto de la necesaria del Defensor 
del vínculo con su oportuno voto, como la posible del Promotor de 
Justicia: el arto 227 § 1 de la Instrucción Provida, dirá, si iste matri-
monium accusaverit veZ ipsum Ordinarius audire censuerit; precep-
to que estimamos no derogado por ser significativo fundamental-
mente de una norma básica de legitimación activa, junto a la posi-
bilidad de excitación que presenta reservada a la iniciativa judicial. 
La norma X del Motu proprio paulino ha simplificado el precepto, 
pero si seguimos estimando que no se ha derogado la norma que 
reconoce el ius accusandi que venía poseyendo, el Promotor de jus-
ticia se entenderá comprendido de todos modos dentro del con-
cepto de partes que han de ser citadas a la comparecencia ante el 
Ordinario, regulada en esa norma X. 
El Autor nos dirá que el Promotor de Justicia puede ser llamado 
al proceso por el Ordinario, al igual que puede serlo el Defensor 
del vínculo o los propios cónyuges. Aquí mi discrepancia es mani-
fiesta porque entiendo que no puede ser de igual modo, ya que el 
Defensor del vínculo ha de intervenir siempre, según la referida nor-
ma X, como los cónyuges cuando hayan de ser citados, mientras el 
Promotor de justicia sólo será citado cuando puso en ejercicio, con 
su demanda, el ius accusandi o cuando sea llamado libremente por 
el Juez. 
Tampoco deja de extrañar que se llame al Promotor de Justicia, 
al proceso in casibus specialibus, precisamente en una posición aná-
loga o paralela que la del Defensor del vínculo, puesto que, en esta 
situación jurídica, el interés público se ha de entender que ya está 
defendido por el propio Defensor. Si, por el contrario, fuera llamado 
desde el punto de vista activo, habría que entenderlo también inne-
cesario ya que ese interés público estaría, conforme a la concep-
ción de Bonnet, plenamente protegido por el Ordinario; entonces 
habría que pensar que el único interés público peculiar que vendría 
a tutelar en este proceso la actividad del Promotor de Justicia sería 
la de la defensa de la ley procesal conforme el arto 16 § 1 de la 
Instrucción Provida, defensa que sería de corto alcance habida 
cuenta de cómo este autor entiende el praetermissis solemnitatibus. 
Por otro lado, reconocer que la parte pública, al igual que los 
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sujetos privados, puede apelar de la sentencia de l.a Instancia, no 
deja de extrañar. La razón de la dificultad, a mi juicio, es poderosa, 
ya que la sentencia del Ordinario sólo puede ser pro nullitate; de no 
ser así habrá de limitarse a ordenar que se remitan las actuaciones 
al Tribunal de primera instancia de la diócesis para que siga el 
trámite del proceso ordinario. Mas para apelar de la sentencia favo-
rable a la nulidad ya está, desde el punto de vista del interés pú-
blico, legitimado, para plantear este recurso por disposición de la 
ley, el Defensor del vínculo. Serían duplicaciones innecesarias, e 
incluso resultaría contradictorio, con el mandato legal, pensar que 
también puede apelar de la sentencia pro nullitate el Promotor de 
Justicia, cuando la misión de éste, en todo proceso de nulidad de 
matrimonio (art. 16 § 1 citado), consiste en intervenir cum ipse 
matrimonium accusat, máxime cuando, desde el interés público, el 
Defensor del vínculo, por la norma XII del Motu proprio paulino, 
es el único que puede y a veces debe acudir al Juez de la Segunda 
Instancia: Adversus hanc declarationem defensor vinculi, si pruden-
ter juzga que no son ciertos los impedimentos o defectos señalados 
en las normas X y XI o que probablemente no hubo dispensa de 
ellos, provocare tenetur ad iudicem secundae instatiae. 
Al Autor, de todos modos, no se le pasan inadvertidas las dificul-
tades que plantea una iniciativa de parte en la segunda instancia, 
en contraste con el pleno dominio sobre iniciativa que estima darse 
en la primera a favor del Ordinario. Entonces trata de explicarlo 
diciendo que el proceso se ha constituido de modo distinto en una 
y otra instancia, que se ha escindido en ellas el sujeto de la inicia-
tiva procesal, si bien, al redactar la norma XII del Motu proprio, 
piensa que se ha seguido el mismo modelo gramatical que posee la 
norma X dedicada a la primera instancia. Claro que el argumento 
podría ser perfectamente el contrario, pero el Autor tiene buen cui-
dado de no sugerirlo siquiera: la identidad de modelo existe por-
que no hay tal disparidad en las iniciativas de una y otra instancia; 
y quizá el centrar la letra de la norma X, en la figura del Ordinario, 
su personal actividad en la dirección y decisión procesales, ha arras-
trado consigo el riesgo de que el intérprete se sienta atraído por la 
relevancia del oficio capital, conduciéndole, por último, a prescindir 
de toda la estructura procesal en que se inserta la función pública 
jurisdiccional por la que se declara en sentencia la nulidad del 
matrimonio. 
No podemos aceptar esa imagen que se nos ofrece del Pastor de 
la Diócesis -que es juez también en ella- convertido en investiga-
dor público de nulidades matrimoniales, sujeto promotor de ellas 
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-actor por consiguiente-, órgano que las comprueba, sentencia-
dor libérrimo -aunque sea con audiencia de partes- que las decide. 
En los artículos 34 al 42 de la Instrucción Provida quedó regu-
lado el ejercicio del ius accusandi en un delicado equilibrio del ser-
vicio al interés público de la Iglesia y del respeto a la intimidad de 
las personas de los cónyuges. Estos · preceptos permitirán retoques 
parciales, pero resulta difícil aceptar que el Motu proprio paulino 
los haya eliminado de raíz para los procesos in casibus specialibus. 
Entre otras razones, además, porque el Motu proprio sólo tiende a 
regular lo que específicamente contiene en sus mandatos; y, por 
otro lado, porque lo que se refiere a la iniciativa procesal, y a otros 
aspectos de este especial proceso sumario, su objetivo reformador 
se extiende a abarcar con mayor amplitud causas de nulidad que 
somete a su procedimiento; todo lo demás -lo relativo a asigna-
ción de la competencia, solemnidades residuales, contenido de la 
sentencia, recursos, instancia ulterior, cosa juzgada y remisión al 
Tribunal diocesano de primera instancia para seguir el trámite or-
dinario-, como se aprecia de sus normas X, XII y XIII, se conserva 
con la misma estructura que, para los casos exceptuados, preveían 
los arts. 226-230 de la Provida. (Es más, el propio Bonnet se sirve 
especialmente, en sus argumentaciones, de ese arto 226, que, sin 
embargo, no esté recogido en las normas del Motu proprio). Sólo 
-aparte de la amplitud de las causas de nulidad- se ha explicitado, 
en todo caso, algún aspecto, no bien configurado en su expresión, 
del anterior texto reglamentario, que no dejó a su vez de ser cohe-
rente con lo que disponía el Codex (cc. 1.990-1.992). 
En Derecho Canónico nunca podemos olvidar el respeto profun-
do con que la persona ha de ser tratada jurídicamente; cómo ha de 
cuidarse todo lo que pueda suponer incluso por parte de la misma 
autoridad, de algún modo, lesión o menor consideración a su digni" 
dad. El concepto de communio se halla íntimamente ligado a esas 
exigencias de las personas particulares que se integran en el con-
junto. S. S. Paulo VI en su célebre discurso dirigido a la Sagrada 
Rota Romana, en 27.1.1969, calificaba al Derecho Canónico de «nor-
ma que señala los deberes y defiende los derechos de los miembros 
de la Iglesia». Y recientemente, S. S. Juan Pablo 11 -Discurso al 
Tribunal de la Sagrada Rota Romana de 4 de febrero de 1980- hacía 
notar que la administración de justicia en la Iglesia «es servicio a 
la verdad y, al mismo tiempo, ejercicio de una misión que pertenece 
al orden público». En el sentir del Pontífice, este aspecto público 
pone de relieve que «son graves y múltiples los deberes del Juez en 
relación con la ley», pero que el más importante de los deberes es 
la «fidelidad a la ley». Y suya es la siguiente afirmación: «Es me-
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nester, por tanto, que la parte demandante pueda invocar una ley 
que en el hecho alegado encuentre un motivo suficiente por derecho 
natural o divino, positivo o canónico, para invalidar el matrimonio». 
Ni el Oficial o Provisor, ni el Tribunal colegiado, ni el Ordinario 
cuando actúa personalmente de Juez, pueden rebasar el campo de 
operatividad que por el Derecho se les reserva en el proceso canó-
nico. El que en ellos se deposite también la confianza para la pro-
tección del orden público, no les legitima que absorvan papeles que 
no les corresponden en el contradictorio procesal. La justicia re-
quiere, para ser bien administrada, fidelidad a la ley procesal, some-
timiento a unas normas de competencia y <;le procedimiento que 
garantizan la independencia del juez de cualquier interés parcial, y 
proporcionan un ámbito de serenidad y desapasionamiento para el 
ejercicio de la prudencia. Debe evitarse -nos parece- que por una 
influencia iuspublicista en el Derecho Canónico, o por modas jurí-
dicas extracanónicas, procedentes de concepciones monistas de or-
ganización del Estado, pueda imponerse de nuevo -como antes ya 
se apuntó- el viejo . y tan criticado proceso inquisitorial, afortuna-
damente superado, aunque éste ahora se revista, para su presenta-
ción, de galas o adornos bien distintos de los que otrora le sirviera 
para su justificación. 
IV. EL PROCEDIMIENTO. 
Tanto para la primera instancia como para la segunda, el último 
capítulo de la obra de Bonnet (pp. 313-419) está dedicado al segui-
miento de los pasos que se han de dar, en este proceso especial, 
hasta alcanzar la firmeza de la sentencia. Mas comencemos por acla-
rar que, desde su inicial planteamiento, la divergencia de nuestra 
• postura con la del Autor comentado se pone de relieve fundamen-
talmente por la iniciativa ex officio ya señalada que le atribuye al 
obispo . en la instancia primera. 
De otro lado, si por nuestra cuenta mantenemos el carácter fa-
cultativo de este proceso junto al común de nulidad -últimamente 
ha mantenido también esta opinión A. Pérez Ramos, ob. y ed. ctds., 
(vid. pp. 368-370)-, Bonnet propugna, en cambio, su carácter forzoso; 
si nosotros mantenemos la iniciativa a instancia de parte, aunque 
sea parte pública, pues entendemos que los preceptos sobre legiti-
mación activa que tanto el Codex contiene como la Instrucción Pro-
vida no han sido alterados para este proceso especial, en cambio 
Bonnet afirma la constante iniciativa del Ordinario. No es que esta 
doctrina carezca de antecedentes, ya que cuenta a su favor con la 
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opinión, por ejemplo, de M. Cabreros de Anta -«Comentarios ... », 
ob. ed. y t. ctds., p. 702-, aunque si habla de instancia ex officio, 
deduciéndolo del arto 226 de la Instrucción Provida, más bien pa-
rece decir que no necesita de «acusación verdadera», tratándose 
«únicamente de simple denuncia o comunicación», con lo que no deja 
de admitir cierta iniciativa de parte. El mismo J. Johnson -«!us 
vigens ... » obr. y ed. ctds., p. 632- parece también sostener, de acuer-
do con Wernz, Noval y Muniz, esta iniciativa de oficio, pero corno 
una posibilidad más, refiriéndose, a continuación, a la petición y al 
curso subsiguiente que a esta petición se ha de dar. 
Aclaradas, pues, estas divergentes .posturas, pasarnos a estudiar 
el procedimiento detenidamente. 
a) En la primera instancia: omisión de formalidades y buen 
orden de proceder. 
Prescindiendo de lo que se califica de Premisa (vid. pp. 313-317), 
lo que resulta obligado es enfrentarse con el problema o problemas 
que plantea la frase praetermissis sollemnitatibus que la norma X 
del Motu proprio recoge, recibidas del c. 1.990. 
Hemos sentado antes la afirmación de que este proceso queda 
sometido fuertemente al principio de concentración: todos los ac-
tos judiciales, una vez admitida la demanda y citadas las partes y el 
Defensor del vínculo, se realizan, a ser posible, en un solo acto judi-
cial, de alegaciones y pruebas, ante el Ordinario del lugar. Si se 
interrumpe, por alguna razón, ese acto, habrá que reanudarlo más 
adelante, sin que se pierda la unidad del acto. 
Sin embargo, Bonnet, tan apegado de continuo a la literalidad 
de los preceptos legales, no deja de preocuparse, quizá con exceso, 
de la serialidad de los actos procesales en su continuidad lógica 
hasta la sentencia, lo cual no puede decirse en efecto, por otra parte, 
que esté en contradicción con el principio de concentración. Pero 
esta preocupación le lleva a establecer tres etapas claramente dife-
renciadas: una fase antepreparatoria, al objeto de verificar las cir-
cunstancias que determinan la oportunidad de incoar este proceso 
especial; ' otra preparatoria y una tercera decisoria. Entonces, dado 
que los criterios se le manifiestan, conforme a la literalidad (c. 18), 
tan claros, estima que las solemnidades requeridas no serán otras 
que Jas recogidas en las propias normas canónicas, y que se reducen 
a la citación de las partes, intervención del Defensor dli;l vínculo y 
a la declaración de la nulidad por el Ordinario. Las dos primeras 
pertenecen a la que designa corno fase preparatoria, y la última a lo 
que califica corno fase de decisión (cfr. pp. 317-321). Así, a nuestro 
350 CARMELO DE DIEGO-LORA 
parecer, trata de eliminar del tracto sucesivo procedimental el acto 
del juicio mismo ante el Ordinario, para dar al procedimiento como 
un carácter lineal, de manera que superada la fase antepreparatoria, 
por la incoación de la actividad judicial, todo 10 que se le sigue es 
una investigación ex officio, «preparatoria» de la decisión del Ordi-
nario. Con este planteamiento Bonnet termina de perfilar 10 que 
desde el principio se propone y quedó ya expuesto: que, en su opi-
nión, no estamos ante un proceso de naturaleza judicial sino ante 
un procedimiento meramente administrativo que se desenvuelve bajo 
la poderosa autoridad incoadora, directiva y decisora del Ordinario 
del lugar. 
Mas veamos, a continuación, cómo tal concepción, que se mues-
tra tan querida por su autor, influye a 10 largo de toda la primera 
instancia. 
a') La incoación del procedimiento. 
Para la doctrina que podemos llamar tradicional -vid;, J. John-
son, «De natura ... », ob. y ed. ctds., p. 402- se entiende que no son 
necesarias las formalidades requeridas para el proceso ordinario, 
bastando la simple petición escrita u oral, sin sujeción a forma 
determinada, pero si es oral el Notario habrá de recoger la petición 
por escrito. Es más, este mismo autor -«Ius vigens ... », obr. y 
ed. ctds., pp. 632-634- precisa con mayor detalle cómo el Notario 
levantará acta de la petición, y en ella incluirá todo aquello que 
merezca ser tenido en cuenta en relación con la causa, las partes, 
las pruebas, etc. En este mismo acto se entregarán al Notario el 
documento o documentos que sirven de apoyo a la petición, así 
como el testimonio de que el matrimonio fue celebrado. El Notario 
deberá, a continuación, comunicar al Ordinario la petición junta-
mente con los documentos y demás circunstancias que se hayan 
hecho constar en el acta, y el Ordinario examinará esa documenta-
ción al objeto de comprobar si la cuestión merece o no ser tratada 
por esta vía del proceso documental, siendo únicamente de su 
incumbencia el adoptar tal decisión. · A este efecto, examinará las 
pruebas, sobre todo en relación a esa presencia de autenticidad y 
veracidad que los documentos han de poseer, pudiéndose ordenar 
incluso las informaciones que sean necesarias y útiles, lós testi-
monios literales oportunos que le permitan alcanzar esa primera y 
provisora cyrteza moral de que los argumentos que se ofrecen son 
suficientes para que la causa de nulidad sea tratada conforme a este 
proceso. y una vez que acepte el Ordinario la causa, el Notario 
deberá hacerlo constar en los autos, indicando día, hora, etc., en 
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que ha de ser celebrada la causa, así como debe hacer constar que 
se ha procedido a citar a las partes y al Defensor del vínculo. 
No veo, hasta ahora, en estas diligencias, previas y necesarias 
al acto de asumir una competencia sobre una petición determinada, 
que se someta el Ordinario a ningún especial requisito de solem-
nidad. Sólo observo trámites requeridos por la prudencia y también 
de garantías para los interesados, constatadores de actividad, antes 
de adoptar la autoridad diocesana una decisión de la que puede 
derivar más tarde una declaración de nulidad de matrimonio. Es 
más, Johnson no hace mención siquiera de que el Ordinario deba 
comprobar también su competencia, ya que ésta se ha de entender 
que se encuentra limitada espacialmente y toda autoridad -en la 
Iglesia y fuera de ella, en cualquier contexto gubernativo-, antes 
de asumir las responsabilidades de su función, debe emitir un juicio 
sobre su propia competencia ante el caso que se le plantea, e incluso 
ante cualquier caso sobre el que desee sua sponte ejercer su propia 
actividad derivada de la función pública que le viene atribuida. 
Sin embargo, de toda esta preparación propia e inevitable del 
que goza de una competencia, y tiene atribuida unas facultades, 
se prescinde en la obra que comentamos. Es más, expresamente se 
afirma lo contrario, al entenderse que, de la clara dicción de la 
ley -praetermissis solemnitatibus in iure recensitis-, no cabe en-
contrar término legislativo que lleve traza de permitir aplicar a 
nuestro rito los cc. 1.706-1.710 y arts. 55-60 de la Instrucción Provida. 
y tal aseveración intenta encontrar apoyo en el arto 227 de esta Ins-
trucción, que, al sancionar la remisión ex officio al Tribunal dio-
cesano para que éste proceda por vía ordinaria, parece textual-
mente excluir -a juicio de Bonnet-, para este . rito, la acusación 
pedida en forma jurídica establecida por el c. 1.970 (cfr. p. 322). 
Estos argumentos anteriores reclaman una cierta crítica. Hay 
que distinguir lo que esos cánones citados yesos artículos de la 
Instrucción tienen de solemnidad y qué encierran de datos nece-
sarios para dar a conocer al juez el objeto sobre el que se demanda 
y los elementos sustanciales que han de concurrir necesariamente 
en el acto de la aceptación de la petición para que ésta pueda 
ser atendida. Hay que distinguir lo que es rito -término muy utili-
zado por el Autor-, cuya cualificación adjetiva es innegable, de 
lo que es sustancia de la petición, entre lo que se encuentra quien 
pide, frente a quién, qué se pide y ante quién se formula la petición 
por lo menos. Como también hay que negar el carácter de soleni~ 
nidad, dado su carácter sustancial, a todo aquello que se refiere 
al juicio incoativo necesario y previo -aunque en tal momento 
haya de ser provisorio-, sobre la legitimación del que pretende y 
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sobre la competencia del órgano incoado. Estos aspectos pertene-
cen a la esencia de la conducta procesal, y no precisamente al rito 
o al mero procedimiento. Por consiguiente, cabe omitir solemni-
dades y salvar al mismo tiempo la necesidad de atender exigencias 
sustanciales de toda petición que aspire ser tenida en cuenta por 
la autoridad de la Iglesia, máxime cuando se trata de tema tan 
delicado y trascendente para la propia comunión eclesial como la 
impugnación por nulidad de un matrimonio que, ante la comunidad 
de los fieles, se presenta en principio como válido. 
Claro es que el Autor niega que haya de mediar petición alguna, 
y para esto se intenta apoyar en el arto 227 de la Instrucción Provida. 
Pues bien, aun en este hipotético caso habrían de ser tenidas en 
cuenta por el Ordinario la observancia de unas normas de com-
petencia, por elementales que sean, que hagan legítima su actua-
ción y posterior decisión con preferencia a cualquier otro Ordinario 
de lugar alguno. De no existir estas normas de competencia, que 
hacen viable la convivencia en condición de igualdad de los distin-
tos Obispos de los lugares, la comunión eclesial se rompería en el 
desorden de los deseos de anticipación, en la competitividad y en 
las reclamaciones mutuas. 
Pero es que también esa invocación al arto 227 § 2 no deja de 
ofrecer ciertos reparos. La remisión ex officio de la causa por el 
Ordinario del lugar, a su propio Tribunal diocesano, para que éste 
proceda por vía ordinaria, lo único que pone en evidencia no es 
que en los procesos especiales no haya petición previa de parte, 
sino que la elección de este proceso sumario para casos especiales 
tiene carácter facultativo para quien lo promueve. En efecto, este 
precepto de la Instrucción Provida, si bien no está previsto para el 
comienzo del proceso, contempla, sin embargo, su término en la 
primera instancia cuando la decisión del Ordinario se pronuncia con 
un contenido adverso para quien pretende la nulidad. De aquí, que 
dada la naturaleza sumaria de este proceso documental, el Ordina-
rio sólo puede declarar la nulidad o abstenerse de resolver sobre 
ella; mas habida cuenta de que la pretensión de nulidad no ha sido 
desistida por el actor, el Ordinario, al no poder acceder a lo pedido, 
ya que le está vedado rechazar la pretensión planteada, no tiene 
otra opción que remitir a la vía ordinaria una pretensión que man-
tiene su vigencia de aspiración hacia la nulidad, para que el Tribu-
nal diocesano la juzgue mediante proceso ordinario, ya que el docu-
mental elegido ha resultado inviable para satisfacer esas aspira-
ciones. Así el derecho de la parte a que se emita judicialmente la 
sentencia es en todo caso reconocido por el legislador. 
Mas tampoco lo que se designa como previa instrucción del 
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Oficial, esa actividad que designa Bonnet como fase anteprepara-
toria (cfr. p. 330), aporta nada a favor de que la iniciativa sea pre-
viamente ex officio en este proceso documental. Cierto que, como 
este autor señala, el Provisor verificará la existencia de los presu-
puestos, sin que su actividad se pueda calificar nunca como de 
instrucción; cierto que el legislador no ha querido limitar los po-
deres del Ordinario con este precepto, puesto que al Provisor no le 
compete ni siquiera poder influir en la decisión del Ordinario, salvo 
en la hipótesis de que él mismo resuelva por haber recibido de 
éste mandato especial (cfr. pp. 331-333); cierto también que el Ofi-
cial o Provisor se limitará, al recoger la documentación, a asegu-
rarse de que «formalmente» consta la existencia del instrumento 
acreditativo del impedimento así como de la falta de dispensa o 
del defecto de forma invocado; como cierto es también que, aunque 
el Provisor adopte alguna decisión más, antes de remitir al Ordina-
rio la causa, debiendo proceder siempre con gran rapidez, sin 
dilación alguna, sin embargo, nunca la misma citación que haga 
a los cónyuges, para oírlos, podrá ser confundida con la formalmente 
requerida, por la norma X del Motu Proprio de 1971, para que 
éstos comparezcan ante el Ordinario (cfr. p. 334). En todo esto 
muestro mi conformidad con Bonnet. Pero a la vez he de dar cuenta 
de mi divergencia: ya hicimos antes notar que esta actuación previa 
del Provisor, prevista en el citado art. 226 y que no es siempre 
necesaria, tiende a facilitar la labor judicial del Ordinario, pero que 
el precepto de la Instrucción no deja de estar contemplando al Pro-
visor realizando actuaciones previas, sirviendo incluso de filtro de 
la labor judicial del Ordinario, no · porque éste tenga una iniciativa 
en la incoación del procedimiento, sino porque el Provisor en estos 
casos actúa excitado por la petición de un sujeto interesado en 
obtener la declaración de nulidad. Y actúa con la finalidad de evitar 
que lleguen al Ordinario directamente, por vía de proceso docu-
mental, peticiones de nulidad carentes de la fundamentación proba-
toria específica de este procedimiento; el Provisor se anticipa a la 
tarea del Ordinario al objeto de emitir un juicio previo acerca de. 
la procedencia de este proceso, y emite su decisión sin vincular la 
posterior resolución del Ordinario. Sólo, por tanto, le allana el 
camino, al otorgársele facultades para comprobar si concurren en 
la petición formulada los presupuestos necesarios e imprescindibles 
que, conforme a la ley canónica, justifican que se inicie este espe-
cial proceso sumario de naturaleza documental. Se evita así que el 
Ordinario sea distraído de sus otros debere.s por solicitudes y peti-
ciones abusivas y sin fundamento. 
Por eso estamos, en esta hipótesis, no en una fase anteprepara-
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toria, que dé paso a otra fase funcionalmente distinta, que llama 
Bonnet preparatoria y que corre a cargo del Ordinario, una dirigida 
a constituir el rito, y la otra a constituir la decisión (cfr. p. 336). 
Estamos, a mi parecer -en esta hipótesis del arto 226 referido-, 
ante una fase simplemente preparatoria del proceso, si bien, como 
señala este autor, es funcionalmente distinta a la que corresponde 
luego necesariamente al Ordinario: una fase preparatoria primera 
del proceso, por la aceptación de la demanda, que puede quedar en 
manos del Provisor, y la otra, la de celebración del juicio propia-
mente dicho, la estrictamente procesal, reservada al Ordinario, quien 
tendrá que citar ante sí tanto a las partes como al Defensor del 
vínculo, para que aleguen lo que estimen oportuno en derecho, 
acepten, impugnen o prueben las afirmaciones que sostengan, con 
cuyos elementos el Ordinario se encontrará con todos los datos pre-
cisos para pasar a esa tercera fase de la que habla Bonnet, fase de 
decisión. De todas formas, nada se opone a que esa fase aquí lla-
mada preparatoria, y que por el citado arto 226 se confía al Provisor, 
pueda desarrollarse ante el propio Ordinario, y sin que su juicio de 
admisión de la demanda de nulidad en vía de proceso documental 
-como ocurre con toda decisión apriorística previa al juicio- se 
haya de entender que pueda tener sentido o significado decisivo 
para el mismo Ordinario, pues no tendrá otro alcance que el que 
tiene toda decisión primera de mera aceptación a trámite de la 
demanda, en estos casos por la vía del proceso documental. 
Dicho lo que acaba de expresarse no parece necesario detenerse 
en el fundamento de la notoriedad, en el que se insiste especial-
mente de nuevo en las pp. 325-330. En éstas se encuentran muchas 
observaciones valiosas, como son las referencias a la brevedad del 
tiempo de este proceso especial, impensable para cualquier otrO 
tipo de proceso, o el que se favorezca al máximo la concentración, 
confiándose así también la justicia al buen obrar del Ordinario; 
pero no dejan de hacerse otras afirmaciones bien discutibles: así 
sucede con ese pretendido parentesco remoto histórico que entiende 
descubrirse en este nuevo proceso, sirviéndose de una acentuación 
insistente de la notoriedad de la causa de la nulidad. 
La remisión que se hace al c. 1.747, así como las notas (36), (37) 
Y (39) -recogidas en pp. 325-327- nos permite confirmarnos en 
algo que no dejamos de observar anteriormente y ya quedó dicho: 
que se produce una confusión entre notoriedad de hecho y notorie-
dad de derecho, al extremo de que se pudiera considerar que la 
misma notoriedad que goza una sentencia firme es la que posee 
realmente el documento cierto y auténtico que fundamenta este 
tipo de peticiones. En rigor, sobre el tipo de corroboración proba-
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toria de índole documental, que se exige para este proceso, ya hemos 
escrito suficientemente. No se trata, en nuestra opinión, ni de una 
notoriedad de hecho de la nulidad, que sería en principio difícil-
mente concebible, ni de una notoriedad jurídica, puesto que aún 
no se tiene un documento probatorio con la fuerza que pueda 
tener el testimonio de una sentencia firme o de una confesión ju-
dicial en asunto de interés privado: sí se trata, en cambio, de una 
prueba especialmente relevante, «lo que supone -como aclara 
A. Pérez Ramos, ob. y ed. ctds., p. 362- un nivel de conocimiento 
desde el principio mismo del proceso extraordinario que excede con 
frecuencia la meta del nivel de conocimiento al que se llega como 
resultado de toda la instrucción en los procesos matrimoniales ordi-
narios». 
b') Celebración del contradictorio ante el Ordinario. 
Con el aporte documental ya mencionado y el decreto o decisión 
que admita el escrito en que se pide la declaración de nulidad, 
comienza verdaderamente la fase del juicio a celebrar ante el Ordi-
nario, la actividad procesal propiamente dicha, el contradictorio 
entre partes en presencia y bajo la autoridad y dirección procesal 
del Ordinario. ¿Y por qué ante el Ordinario? Nos basta para res-
ponder a esta pregunta contestar con la opinión que sostuvo L. Mi-
guélez -ob. y ed. ctds., p.180-, al planteársela: se trata de 
«causas difíciles y gravísimas» las matrimoniales; y dado que este 
proceso no es de tramitación ordinaria y, a su vez, no se exigen 
dos sentencias conformes en pro de la nulidad, ni el tribunal es co-
legiado, «por eso, sin duda alguna, primero el Sto. Oficio y después 
el Código han reservado estas causas al juicio del Ordinario -el 
Obispo o el Vicario Capitular- a quien compete directamente 
el gobierno de las diócesis». 
1) La citación de los cónyuges. 
Es en este contexto judicial, ante el Obispo diocesano, donde se 
desarrolla el proceso sobre la declaración de nulidad de matrimonio. 
Y, para proceder debidamente, el Obispo ha de citar a las partes, 
precepto que se contiene -citatis partibus- en el c. 1.990, art. 227 
§ 1 de la Instrucción Provida y norma X del Motu 'Proprio Causas 
Matrimoniales. 
En la obra que comentamos, y sobre la que hacemos nuestras 
presentes consideraciones, se reconoce (vid. p. 337) que tal citación 
produce los efectos jurídicos del arto 85 de la Instrucción Provida, 
y se hace resaltar, con base también a la Declaración de la Ponti-
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ficia Comisión para la Interpretación auténtica del Codex, de 6.VI. 
1931, que la doctrina ha señalado toda la importancia que estas 
citaciones tienen. Sin embargo, niega Bonnet que estas citaciones 
tiendan funcionalmente a constituir la litis-contestatio (vid. p. 337) 
por estimar que tal figura es irrealizable en este procedimiento por 
causa de 10 que este autor mantiene con tanta reiteración: la falta 
de un actor que pueda contraponer ante el juez un demandado. Claro 
es que, cuando -como en nuestro caso- se entiende que hay 
actor, la conclusión ha de ser distinta de la del Autor comentado. 
La situación de litis contestatio puede constituirse de un modo 
solemne, 10 que se muestra en el c. 1.728, más también puede consti-
tuirse de un modo simple, como muestran tanto el c. 1.726 como 
el arto 87 de Provida, por la mera contradicción formal de las partes 
sobre un mismo objeto litigioso, con cuyo acto comienza la instan-
cia procesal tal como describe el C. 1.732, con 10 que nada hay que 
temer de que resulten necesariamente opuestos la existencia de 
litis-contestatio y el precepto del praetermissis solemnitatibus in iure 
recensitis. El propio Bonnet reconoce que de todos modos se hace 
necesario instaurar el contradictorio, sobre cuya base ha de emi~ 
tirse el juicio de certeza de la Ley (cfr. p. 339). 
A partir de ese momento, estimo muy interesantes todos los argu-
mentos que se exponen para apoyar el precepto legal de la citación 
de los cónyuges. Estos -se dice- han de tener ocasión de proponer 
de modo adecuado y de defender las propias posturas subjetivas, 
especialmente en estos casos, en los que entra en juego no sólo un 
derecho fundamental de la persona, sino del bautizado mismo, cual 
es el de contraer matrimonio sacramental o el de conservar el es-
tado conyugal válidamente contraído (cfr. 341). 
Importantes son las palabras que se escriben para resaltar el 
valor de la citación, calificada por las decretales gregorianas como 
principium sive fundamentum ordinis iudiciarii, imprescindible, por 
tanto, en todo proceso, sea ordinario o especial, como el que aquí 
se considera (cfr. p. 341). Un verdadero conocimiento del proceso, 
en efecto, sólo se asegura mediante una citación legítimamente inti-
mada. El autor ahora, apoyándose, no sólo en la letra de la ley, 
sino también en el texto y en el contexto de las palabras, invocará 
el C. 1.711; de tal manera que si el proceso así no se realiza, no 
sería un acto de justicia, sino de injusticia, lesivo de aquel ordo 
charitatis que en la Iglesia es el único parámetro que, a través del 
derecho, relaciona al hombre con el hombre (cfr. p. 342), con lo 
que se evidencia, a su vez, que en la postura del Autor la caridad 
-para esta relación- no prescinde de la justicia, sino que se apoya 
en estos casos en el derecho positivo, que dispone normas de garantía 
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a favor de los fieles a fin de evitar que decisiones del Ordinario que 
afectan a sus derechos fundamentales de bautizados no lleguen a 
pronunciarse sino con el conocimiento y con las oportunas posibili-
dades jurídicas de obrar a favor de legítimos intereses de los cón-
yuges; y aunque la citación entiende el autor que es accidental, 
pues hay diversas formas de realizarla, sin embargo sostiene no 
ser legítima en ningún caso la dispensa de una semejante formali-
dad, la de la citación, por ser ésta una garantía de justicia requerida 
para la validez. Sólo en los delitos notorios -nos dirá-, según las 
decretales gregorianas, no es necesaria la citación. y de acuerdo 
con la doctrina tradicional afirmará que la falta de citación, por 
razón de funcionalidad, es causa de invalidez ex ipsa rei natura 
(cfr. pp. 342-346). A continuación, Bonnet (vid. pp. 346-352) expone 
unas luminosas consideraciones, partiendo de la falta o defectos de 
la citación, sobre inexistencia e invalidez de actos procesales y 
sobre las posibilidades de subsanación que estos actos tienen . por 
la sentencia. Estas consideraciones tienen gran valor tanto para su 
aplicación a este proceso especial como para una doctrina general 
extensiva a todo el proceso canónico. 
2) La citación del Defensor del vínculo. 
El c. 1.990 in fine prescribe que este proceso especial de nulidad 
de matrimonio, que lleva a la sentencia del Ordinario actuando 
como juez, se desenvuelva cum intervertu tamen defensoris vinculi; 
y. el arto 227, § 1 de la Instrucción Provida parece que desea precisar 
cómo se ha de llevar a cabo esta intervención: voto etiam exquisito 
defensoris vinculi; la norma X del Motu Proprio paulino prescribirá, 
con mayor precisión aún a nuestro parecer, citatis partibus et inter-
viniente defensoris vinculi. 
Sobre la intervención del Defensor del vínculo, que se entiende 
exigida ad validitatem (cc. 1.587, 1.967, 1.990, 1.992), se estima por 
J. Johnson -«[us vigens ... », ob. y ed. ctds., p. 622- tratarse de una 
actividad que debe realizarse servatis servandis según las normas ge-
nerales establecidas por el Código para cualquier proceso sobre e] 
vínculo matrimonial. De aquí que estimara que debe proceder a 
un diligente examen tanto sobre la autenticidad y valor de las prue· 
bas documentales propuestas para invalidar el matrimonio, como si 
se exhiben otros argumentos por las partes; por ejemplo, si se trata 
de testigos, debe cuidar el valor que el testimonio de éstos posean, 
teniendo derecho a intervenir en el examen de las partes y de los 
testigos, a que se le exhiban por el Juez los interrogatorios, etc. 
Más adelante, dirá el mismo autor -cfr. ibidem, p. 634- que el 
Defensor del vínculo debe preparar el interrogatorio sobre los docu-
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mento s para sacar de los testigos la luz precisa. V. Bartoccetti -«De 
causis matrimonialibus» en la obra de M. Cardo Lega, «Comentarius 
in iudicia ecclesiastica», III (Romae 1956), Titulus XX, p. 232-
apunta que interventus defensoris vinculi necessarius et urgendus 
videtur haud minus quam in processo ordinario. 
Puede decirse que esa doctrina suele ser comúnmente sostenida 
por los autores. Y puede decirse también que es la mantenida con 
claridad por Bonnet (cfr. 354-355). Pero además, saliéndose de nuevo 
este autor de la literalidad de los preceptos específicos concretos 
relativos al Defensor del vínculo en este proceso documental, se 
atiene al contexto en que las palabras de estas normas fueron escritas, 
e incluso a otros elementos de interpretación que el c. 18 contiene. 
Y, en esta cuestión, estima legítimas, a pesar del praetermissis so-
lemnitatibus, que se apliquen aquellas normas que van dirigidas al 
correcto y legítimo ejercicio de las funciones de Defensor del vínculo, 
como es la exigencia del juramento (c. 1.621, § 1), o el deber de noti-
ficar su nombre a las partes (art. 26 de la Instrucción Pro vida) al efecto 
del eventual ejercicio de la exceptio suspicionis (c. 1.614, § 3 Y 
arto 31, § 3 de la Instrucción). En fin, se propugna sea aplicado todo 
aquello que evite o impida se cumpla lo que el legislador quiere 
con carácter general, puesto que, en este procedimiento, las situa-
ciones relativas al Defensor del vínculo no son cualitativamente 
diversas. El Ordinario, actuando como Juez, recabará el voto de 
Defensor del vínculo, estimando a su vez que no está reñido esto 
con la rapidez ni con las exigencias de la notoriedad legal, por lo 
que el Defensor del vínculo no tiene por qué dar su parecer de 
modo sustancialmente diverso al habitual en proceso ordinario. 
Asimismo, partiendo del supuesto de que el intérprete tampoco 
tiene por qué introducir distinciones procedentes del silencio de la 
ley, postula libertad de formas para emitir el voto, pero, sin em-
bargo, entiende no parecer conforme con la función, siempre deli-
cada e importante, confiada al Defensor del vínculo, que éste emita 
su voto telegráfico o telefónicamente. Lo que importa sobre todo 
es que en la práctica no se produzca una inoportuna pérdida de 
tiempo, pero, sirviéndose del c. 1.968, núm. 3.0 y del arto 180 § 1 
de la Instrucción, muestra Bonnet predilección por el voto escrito. 
Esto se hace aún más convincente -al decir de este autor- cuando 
se advierte la importantísima función que cumple, en el desenvol-
vimiento mismo de este proceso, este voto, que nunca podrá ser 
tenido por superfluo sobre todo en estos casos especiales, en los que 
precisamente la omisión de solemnidades se apoya en su evidente 
inutilidad, como ocurre en toda otra situación ritual de notoriedad 
(en rigor, a nuestro juicio, no era precisa esta última afirmación 
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para justificar que precisamente la omlSlon de formalidades justi-
fica más aún la necesidad del voto del Defensor del vínculo). 
En esta misma línea, en opinión de Bonnet, se deberá someter 
al conocimiento del Defensor del vínculo toda la documentación 
presentada o recogida -para lo que se remite al c. 1.969, arto 71 
§ de la Provida (vid. especialmente nota (166), p. 368)-, debiendo 
en el voto expresar su parecer acerca del ámbito de aplicación de 
este procedimiento, especialmente si concurren los elementos de la 
notoriedad legal, para lo que ha de examinar el Defensor del vínculo 
con la debida atención, y valorar, la certeza, la autenticidad y la 
inimpugnabilidad del instrumento que sirve de título a la nulidad, 
así como el relativo a la falta de dispensa. El Defensor del vínculo, 
en sus observaciones, pondrá, por último, de relieve, lo que entienda 
en relación a la nulidad del matrimonio mismo (cfr. pp. 356-359). 
Quizá a Bonnet le ha faltado decir que el Defensor del vínculo, 
para que pueda intervenir eficazmente en el proceso especial y 
hacerse cargo plenamente de sus responsabilidades, sin pérdida de 
tiempo debe ser también, como los propios cónyuges, citado por el 
Ordinario, como preceptúa incluso el arto 74 § 1 de la Instrucción 
Provida, pues difícilmente el Defensor podrá hacerse cargo de · las 
cargas y responsabilidades procesales que le incumben y preven los 
arts. 70-73 de la Instrucción si no es citado por el Ordinario, o al 
menos notificado de que el proceso de nulidad fue incoado. Si, 
conforme a los cc. 1.587 § 2 Y 1.884 § 1 Y arto 183 § 1 de Provida, 
siempre habrá posibilidad de una presencia tardía subsanadora de 
ausencias anteriores por parte del Defensor del vínculo, cierto tam-
bién que una actuación retardada de quien es parte procesal nece-
saria puede influir retardatariamente en todo el devenir procesal, 
por lo que es preferible que se cuide, desde el primer momento, 
por la citación oportuna -que puede adoptar el modo de mera 
notificación e incluso por oficio expedido por el Ordinario-, que 
el Defensor del vínculo acuda a la comparecencia que se tiene ante 
el Ordinario tras la citación previa de partes. Este tipo de compa-
recencia, fruto de la citación -aunque con mayor amplitud a efec-
tos de practicar en ella no sólo las defensas y observaciones proce-
dentes sino la prueba oportuna a favor de la petición de nulidad o 
en contra de lo pedido respectivamente- puede llevarse a cabo, 
siguiendo la inspiración que ofrece lo dispuesto por el c. 1.727 y por 
el arto 88 de la Instrucción Provida, con despliegue de toda su fuerza, 
mediante la aportación de datos para la sentencia; así cumplirá 
esta comparecencia las exigencias más completas, para que la con-
centración de la actividad alcance su óptimo, sin necesidad de nue-
vas dilaciones. No se intenta aquí decir que esa comparecencia sea 
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obligatoria, sino que es la forma más eficaz de obtener la deseada 
rapidez del procedimiento. 
Por esa razón hemos preferido designar, a este apartado, no co-
mo lo hace Bonnet apegado a la terminología legal, como «inter-
vención del Defensor del vínculo», sino como «citación del Defensor 
del vínculo». Tal citación le permitirá acudir con las partes ante 
el Ordinario al objeto de debatir la petición de nulidad planteada, 
posibilitándose así ya, desde el primer momento, a su favor, el 
acceso a los . documentos presentados y al escrito, o al acta notarial 
que recoja la petición si ésta se formuló oralmente. De este modo 
se cubrirá el objetivo de poder acudir a la comparecencia judicial 
debidamente preparado para la defensa del vínculo. 
La postura, por tanto, de Bonnet, en cuanto a la citación del 
Defensor del vínculo, la comparto plenamente, si bien en cuanto 
al modo de comunicarle la incoación del proceso especial, por la 
admisión de la petición a trámite, somos del parecer que el mejor 
modo de practicarla, para que se alcance a la vez las finalidades 
inmediatas de rapidez y garantía deseadas, sea citando al Defensor 
del vínculo a una comparecencia ante el Ordinario que ofrezca oca-
sión ~citados también a ella los cónyuges y el Promotor de Jus-
ticia, si de este. procedió la petición de nulidad- para que se desen-
vuelva en forma oral un contradictorio procesal regido por una 
fuerte exigencia del principio de concentración. Lástima que el Au-
tor, seguidamente -vid. pp. 359-360- haga, a mi juicio, unas consi-
deraciones un tanto marginales a la doctrina procesal sobre la 
razón por la que el Defensor del vínculo actúa en este proceso -que, 
por otra parte, puede explicar el papel que todo representante del 
Ministerio público tiene en el proceso en que deba ser necesaria-
mente llamado, pues ¿cuál es tal razón, sino la de una mayor 
integración de los intereses comunitarios en la suerte que corra en 
el proceso el objeto litigioso ?-, para luego concluir lo que ya se 
afirmó y la doctrina procesal comúnmente acepta, cual es, que su 
intervención, en este proceso, es un requisito ad validitatem. 
Esta crítica, que acabo de apuntar, se vio compensada con cre-
ces, sin embargo, cuando a continuación pude leer gustoso las 
páginas siguientes, las 361-375 y especialmente las notas (176)-(181), 
en las que Bonnet vuelve a detenerse para estudiar y exponer, con la 
categoría de un verdadero trabajo monográfico, los temas de la 
validez y de la nulidad de los actos procesales del proceso, así como 
el juego que al respecto ofrecen la querela nullitatis y el recurso 
extraordinario restitutionis in integrum. Estas páginas que acabo de 
citar, junto con las ya referidas -pp. 346-352- en el apartaqo de 
la citación de los cónyuges, constituyen el estudio más actualizado 
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y completo sobre el tema, en lo que me es dado conocer, y no sólo 
tienen valor para el proceso especial, sino un valor general para 
todo el proceso canónico. 
3) La citación del Promotor de Justicia. 
La intervención del Promotor de Justicia es prescrita por el 
arto 227 de la instrucción Provida: si iste matrimonium acusaverit 
veZ ipsum Ordinarius audire censuerit. Bonnet omite esta referencia 
y no pienso que lo haga porque estime el precepto derogado por el 
Motu proprio de 1971, que lo omite, puesto que el Autor se sirve 
en su trabajo ampliamente no sólo de este arto 227, sino del inme-
diatamente anterior, el art. 226, a pesar de que este no tiene prece-
dente claro en el Codex, ni es recogido por ningún motivo en el Motu 
Proprio referido. Pienso más bien que el Autor considera que el 
precepto citado es una pieza suelta de un sistema mal entendido 
por la propia Sgda. Congregación de Sacramentos en esa Instruc-
ción complementaria de 1936, puesto que Bonnet desecha de este 
proceso toda posibilidad de inicitiva que no sea propiamente la 
ex officio del Ordinario, con la sola excepción de la que cree ver en 
el citado arto 226 del Oficial o Provisor, que luego, indudablemente, 
requerirá de la aceptación confirmatoria del propio Ordinario. 
Por nuestra parte, hemos mantenido que este proceso especial 
rompe efectivamente los esquemas del proceso ordinario de nulidad 
de matrimonio, pero que, sin embargo, no puede abrogar lo que 
expresamente no deroga, cual es la estructura sustancial del pro-
ceso de nulidad. Y que, por tanto, hay acusación de parte, y hay 
acusación pública del Promotor de Justicia en las hipótesis pre-
vistas por el C. 1.970 § 1, núm. 2.° y art. 35 § 1, núm. 2.° de la 
Provida. Y que, por consiguiente, la iniciativa del Ordinario sigue 
reducida, en este proceso especial, a lo que le ordena el arto 40 de 
esta Instrucción. 
En estas hipótesis, en que el Promotor de Justicia formuló la 
petición de nulidad, esa intervención del Promotor de Justicia debe 
ser como la de cualquier parte litigante llamada a la comparecencia 
judicial por la citación oportuna del Ordinario actuando como Juez: 
para que asista a ella y ejercite los derechos de alegación y pruebas 
correspondientes. Si esta citación no necesita estrictamente de una 
citación formal, al estilo de la disciplinada en el C. 1.715 y arto 76 
de la Instrucción, es por tratarse el citado del titular de un oficio 
eclesiástico que reside en la propia Curia de Justicia del Obispo; 
sin embargo, debe ser al menos una específica notificación, para asis-
tir a dicha comparecencia, al estilo de la prevista en el C. 1.712 § 3 
y correspondiente arto 74 § 3 de la citada Instrucción. 
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En cuanto a la otra hipótesis, aquella en que el Promotor de 
Justicia no haya promovido este proceso, pero que el Ordinario 
pueda juzgar oportuno oírle, según autoriza también el referido 
arto 227 § 1 de la Instrucción, resulta explicable habida cuenta de 
las facilidades de actuación que permite este proceso especial gra-
cias al precepto praetermissis solemnitatibus. Pero tal facilidad de 
actuación formal no elimina, al mismo tiempo, riesgos de nulidades, 
que pueden incluso presentarse subrepticiamente y de modo ines-
perado en la conducta procesal cuando es pocp cuidadosa -y esto 
explica, a mi juicio, la atención que el propio Bonnet dedica en su 
libro a la nulidad de actos procesales-, y lógico es que expresa-
mente se haya cuidado de prever, en una Instrucción de carácter 
general para el proceso de nulidad de matrimonio -arto 16--, que 
el Ordinario puede en todo momento juzgar oportuno acudir a la 
asistencia de la opinión del Promotor de Justicia. Este, como bien 
expresa el arto 16, debe intervenir en el proceso de nulidad de matri-
monio -sea ordinario o in casibus specialibus, en cualquiera de 
éstos- tanto cuando él acusa el matrimonio como cuando se trata 
de defender la ley procesal, en cuyo caso puede el Obispo deordi-
nario decretar de oficio tal intervención. 
4) El acto de comparecencia ante el Ordinario: principio de con-
centración, oralidad y orden de los diversos actos de ale-
gación y prueba. 
En ese acto de comparecencia ante el Ordinario, para el cual 
han sido citados los cónyuges, el Defensor del vínculo y el Promotor 
de Justicia si acusó el matrimonio, libre de formalidades -salvo la 
de constitución misma del contradictorio, originándose así, implíci-
tamente al menos, la situación de litiscontestatio- se celebrará pro-
piamente lo que designamos con la palabra iudicium: el acto mismo 
de juicio ante el Juez. Los supuestos legales previos serán, como 
ya dijimos, en primer lugar los preceptos específicos ordenando la 
citación de partes, y segundo el C. 1.727 y el arto 87 de la Instruc-
ción Provida (no hace falta recurrir al arto 88 porque con la petición 
de nulidad, y la prueba documental que como presupuesto procesal 
se aporta, ya queda evidente el caput o capita nullitatis). Toda cita-
ción es para una comparecencia (vid. últimos incisos del C. 1.715 
§ 1 y del arto 76 § 1 de Provida). 
Si desde el punto de vista legal esos son los trámites requeridos, 
desde el punto de vista doctrinal, en este proceso de casos espe-
ciales, la comparecencia no se basta con el planteamiento del con-
tradictorio ni en originar sólo la situación de litiscontestatio. Ya 
el arto 59 de la Instrucción de 1936 prevé la posibilidad de proponer, 
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en el propio escrito de demanda, pruebas documental, testifical e 
incluso indicación de hechos e indicios de los que se desprenden pre-
sunciones, con el objeto de evitar posteriores dilaciones. En nues-
tro proceso, dada la nota de rapidez que debe caracterizarlo, ya 
desde el principio, necesariamente, con la demanda se ha de aportar 
la prueba, mediante documentos ciertos y auténticos, que acrediten 
la nulidad y la falta de dispensa si aquélla se apoya en impedi-
mento dirimente. Mas como el c. 1.990, el arto 227 § 1 tantas veces 
citados y la norma X del Motu proprio paulino, al despojar a este 
procedimiento de formalidades, sugieren que la sentencia de nulidad 
del Ordinario, de darse este procedimiento, se dicte en el espacio 
de tiempo más corto posible, se ha de deducir que el mejor modo 
de llevar a cabo lo dispuesto es por un acto judicial de la mayor 
concentración. En él, además, no han de quedar perjudicados los 
derechos de parte y la eventualidad de poder ejercer las legítimas 
defensas y pruebas que los sujetos procesales puedan presentar al 
Ordinario en esta actuación judicial. 
Servir a la rapidez y a la concentración, con las mayores garan-
tías posibles, sólo es posible en un juicio de naturaleza oral, cele-
brado ante el Ordinario, en el que éste escuche a las partes, y éstas 
aleguen y prueben lo que estimen legítimo apoyo de su postura 
procesal, procurándose al mismo tiempo -ante la eventual apela-
ción de la sentencia- que se haga constar en acta escrita fidedigna 
las peticiones diversas de las partes, las aceptaciones o negativas 
del Ordinario actuando como Juez, las manifestaciones de diverso 
género procedentes de pruebas practicadas. Sólo en comparecencia 
de este tipo, que se convierta en juicio oral, podrá lograrse la con-
centración y la rapidez que se patentizan en la letra de las normas 
jurídicas específicas como finalidades inmediatas perseguidas por 
el legislador al concebir este tipo de proceso. 
La rapidez y concentración también son postuladas por Bonnet, 
pero no nos instruye cómo éstas se consiguen, quizá por esa concep-
ción suya de que, más que de un proceso judicial, se trata de un 
procedimiento de investigación bajo el poder total del Ordinario, 
que puede terminarlo cuando lo estime oportuno y realizar la con-
centración según su arbitrio. Mas tal sistema sería contrario a toda 
ordenación garantística, máxime cuando hay la posibilidad de se-
gunda instancia, que ha de romper necesariamente esos moldes ca-
rentes de otra regla que no sea el arbitrio del gobernante. Pero 
Bonnet mismo no puede olvidar que dentro de la sistemática del 
Codex, y del mismo Motu Proprio de 1971, están las normas especí-
ficas de este proceso, como también que tanto los cónyuges como el 
Defensor del vínculo, al ser traídos a este procedimiento y antes de 
364 CARMELO DE DIEGO-LORA 
la sentencia, tienen unos derechos en él a ejercitar. Y de aquí que 
reconozca -p. 339- que es necesario instaurar el contradictorio 
como también -vid. p. 340- que las personas de los 'cónyuges 
han de tener ocasión de proponer de modo adecuado, a la vez que 
defender, sus propias posiciones subjetivas, máxime cuando, como 
en nuestro caso, entra en juego no sólo un derecho fundamental 
del hombre, sino del bautizado, cual es el de poder contraer el 
sacramento del matrimonio, o el de conservar el estado conyugal 
que estima válidamente contraído. Mas -nos preguntamos- en 
qué momento tal eventualidad se le permite a la iniciativa de parte. 
Más adelante, al tratar Bonnet en su estudio la declaración de 
nulidad, es decir, lo que antes llamó fase decisoria (vid. pp. 319-321), 
afirma que las partes podrán pedir diligencias -no pruebas en 
sentido estricto (sin que alcancemos, por parte nuestra, la razón 
de la diferencia)- al objeto de valorar la autenticidad de los docu-
mentos y comprobar la evidencia o certeza de los argumentos a 
favor del impedimento, de modo breve y justificado; asimismo po-
drán alegar excepciones, que, en cuanto exijan de indagaciones, no 
serán compatibles con este procedimiento -cfr. p. 376-, pero tam-
poco nos aclara el momento procedimental para estas actuacio-
nes ni el alcance del poder jurídico de las partes en este proce-
dimiento. Parece quedar todo en manos por completo del Ordinario, 
que, además, al no hallarse sometido a la perentoriedad de un plazo 
para dictar la sentencia y quedar a su arbitrio la iniciativa incluso 
en cuanto a las posibilidades de proporcionar eventualidades de-
fensivas a las propias partes, puede convertir este procedimiento 
no ya alejado por completo de toda idea de concentración -pues 
la necesidad de practicar diligencias y de excitar a las partes parece 
que irán surgiendo al compás del planteamiento de dudas al Ordi-
nario- sino también, en vez de rápido -dada otras actividades 
de varia naturaleza que a un Obispo se le pueden presentar en el 
gobierno de su diócesis-, me asalta la sospecha o el temor de que 
terminará siendo lento, contra el deseo legislativo y contra los mis-
mos afanes del autor cuya obra comentamos. 
Por tales motivos, me parece más ajustada la posición de J. John-
son -«[us vigens ... », ob. y ed. ctds., p. 635- cuando, marcando el 
orden secuencial del procedimiento, dice que el día establecido se 
procederá al examen de las pruebas, audiencia de testigos y consi-
deracionesque se propongan por el Defensor del vínculo a los inte-
rrogatorios ya confeccionados anteriormente. No se requiere, esti-
ma, la formal litiscontestatio, pues bastará observar las exigencias 
de derecho natural de la determinación del estado de la contro-
versia ya existente con la petición (viene a coincidir con lo que antes 
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designamos como litiscontestatio implícita). Las partes podrán for-
mular excepciones, al igual que el Defensor del vínculo, así como 
rogar la presentación de nuevos testigos; también el Juez puede 
ordenar testimonios si estima que el bien público lo requiere. Si las 
excepciones propuestas necesitan de más amplia información antes 
de que pueda procederse a la definición de la causa, o reclaman a 
su vez otras investigaciones, corresponde al Obispo determinar si pue-
de todavía ser tratada la causa por proceso documental o si ha de 
acudirse al trámite ordinario. Es imposible -añade Johnson- dar 
una norma rígida en relación a las excepciones que puedan ser admi-
tidas en el proceso documental, aunque requieran de la suspensión 
para una más amplia información. En resumen, J. Jonhson sos-
tiene -De natura ... , ob. y ed. ctds., p. 405- que, para la interpre-
tación y exposición práctica del proceso documental, se han de 
observar las normas generales establecidas en el Código para los 
juicios ordinarios en general y para los juicios matrimoniales en 
especial, quitadas aquellas solemnidades no esenciales y con obser-
vancia de las normas peculiares. 
Aunque entendamos, por nuestra parte, que seguir una u otra 
ordenación de los actos procesales no puede significar, en modo 
alguno, posibilidad de incurrir en nulidades, pues la interpretación 
de la nulidad debe ser siempre estricta, sin que se pierda de vista 
nunca lo que expresamente prescriben los cc. 11 y 1.680, sin embargo, 
nosotros, aun aceptando gran parte de lo que en su día expuso 
Johnson, como también la necesidad del ejercicio de los derechos 
de defensa y prueba que ahora propone Bonnet, estimamos la muy 
alta conveniencia del sistema de juicio oral, tras esa citación pre-
vista en las normas específicas. Sólo en esa comparecencia personal-
mente celebrada ante el Ordinario, actuando como Juez, en un solo 
acto, a ser posible, lograremos obtener verdaderamente un proceso 
concentrado y rápido. Aunque no suelo ser entusiasta del sistema 
de oralidad para su común aplicación al proceso, y de esto he de-
jado constancia escrita -vid. «El principio de oralidad en el pro-
ceso», Ius Canonicum, XVII, núm. 34 (1977), pp. 377-387- sin em-
bargo, en estos casos especiales, dada la premura con que la ley 
canónica contempla este proceso documental, y habida cuenta de la 
fuerza probatoria que ha de ir unida a la iniciativa incoadora de 
parte, estimo que el mejor modelo para su tramitación es el del 
juicio oral ante el Ordinario diocesano. 
Pienso que ese juicio oral debe practicarse con un determinado 
orden, pues la oralidad y concentración no están· reñidos con una 
serialidad progresiva de actividades procesales en las que se exclu-
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yan las dilaciones y los plazos innecesarios y se elimine a la vez, 
mientras dure el juicio, toda idea preclusiva. 
En primer lugar, siguiendo las ideas inspiradoras del c. 1.727 y 
del respectivo arto 87 de la Provida, el actor se ratificará ante el 
Ordinario en su petición, mientras que el demandado y el Defensor 
del vínculo mostrarán sus razones de oposición si las tienen. No 
puede aceptarse el planteamiento de acción reconvencional alguna, 
aunque ésta pudiera apoyarse también en documento cierto y au-
téntico, puesto que tendría de todas maneras, esta acción, su propia 
oportunidad procesal de plantearla aisladamente, y ni el deman-
dado, presunto reconveniente, quedaría perjudicado en su derecho 
a la nulidad ni la economía procesal padecería puesto que, en este 
proceso, la razón de economía reside en la obtención de una pronta 
sentencia, para lo que se arbitra un procedimiento de gran simpli-
cidad con un poder directivo fuerte en manos del Ordinario al 
actuar como Juez, mientras toda reconvención no deja de producir, 
por mucho que intente evitarse, dilación en perjuicio de la acción 
principal primeramente planteada. De otra parte, no cabe olvidar 
que · pueden darse posibilidades de contumacia, en cuyo caso habrá 
que proceder aplicando muy estrictamente los arts. 89 y 91 de la 
Instrucción Provida. De todos modos, sea del demandado o del 
actor la contumacia, ya que existe, en todo caso, la necesidad, en 
ambos preceptos, de una nueva citación, la primera comparecencia 
habrá de suspenderse y señalar una nueva, cuyo lapso de tiempo, 
hasta la nueva celebración, servirá de plazo conminatorio a partir 
del día en que se reciba la postrera citación, siguiéndose a conti-
nuación, caso de que a esta segunda comparecencia tampoco acu-
diera el citado, los efectos que esos preceptos legales determinan. 
No sería deseable que entre esa primera y segunda comparecencia, 
por unas u otras razones, se produjera una pérdida de tiempo que 
sólo puede favorecer a la parte desobediente a la citación judicial. 
El Ordinario, por tanto, al fijar fechas para la nueva compare-
cencia ha de actuar con un gran sentido del ahorro del factor 
tiempo. 
En segundo lugar, se ha de tener en cuenta que si surge oposi-
ción, sea del demandado sea del Defensor del vínculo, aparte de 
las posibles negaciones, comúnmente obrará tal oposición por las 
dos vías de excepciones tan concisas y acertadamente descritas por 
F. Roberti -De processibus, 1, In Civitate Vaticana 1956, p. 676-, 
cuando enseña quoad naturam exceptiones sunt substantiales veZ 
processuales, prout respicium meritum causae aut formam proce-
dendi. Las procesales están descritas por el C. 1.628, e incluso la 
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res iudicata del c. 1.629 puede afectar a la demanda si la vía en que 
se debió hacer el nuevo planteamiento de la nulidad del matri-
monio, por el amparo que ofrece el c. 1.903, es la de la ulterior pro-
positio o juicio de revisión de sentencia anterior que formalmente 
adquirió firmeza; también hay otras excepciones procesales no in-
cluidas en esos cánones, como la de sospecha (c. 1.614 y arto 33 de 
Provida). Dado que estas excepciones, cuando se plantean, suelen 
tener generalmente efectos dilatorios y suelen seguir el trámite de 
incidentes -no tratamos aquí de fijar mayores precisiones, que 
nos alejarían de nuestro objeto-, el Ordinario, actuando como Juez, 
debe cuidar especialmente poner en ejercicio el poder que le otorga 
el c. 1.839 y el arto 189, § 2 (último inciso) de Provida, rechazando 
de plano toda cuestión incidental que se plantee con efecto retar-
datario o entienda que sea una quaestio futilis. 
En cuanto aquellas excepciones procesales que se presenten con 
mayor . consistencia, las decidirá en el mismo acto del · juicio oral, 
ordenando, si las rechaza, que éste siga adelante; dado el poder 
directivo que el Ordinario tiene en el juicio oral que preside, no 
sujeto a formalidad alguna, puede exigir, si ,la excepción alegada 
requiere de prueba, que quien alega la excepción afronte de inme-
diato la carga de su prueba, por presumir que toda excepción que 
se alegue, y no se pruebe en el propio juicio oral, tiende a retardar 
inútilmente la causa. Si por razones de prudencia y la consistencia 
de la excepción estimara oportuno introducir una dilación, suspen-
derá el acto del juicio oral, para ordenar ya, en el mismo acto, la 
citación para la futura · comparecencia en el día más próximo posible, 
advertidas todas las circunstancias. Estas decisiones habrán de to-
mar la forma de decretos, los cuales serán registrados al dictado 
del Ordinario en la propia acta que el Notario levante del juicio 
oral. Tales decretos no serán apelables, dado su carácter revocable 
por el propio Juez, al ser dictados incidentalmente en una causa 
principal (cc. 1.841 y 1.880, núm. 6.° y arto 195 de la Instrucción 
Provida), aparte de que incluso las sentencias que el derecho or-
dena resolver con la mayor rapidez no sean ya de por sí apelables 
Cc. 1.880, núm. 7.°), salvo que expresamente se prescriba su apela-
bilidad por la ley en un tipo de proceso rápido concreto, como 
sucede· con la sentencia que se dicta en éste que estudiamos, dada 
su naturaleza definitiva o resolutoria de la cuestión de fondo. 
Tercero. En cuanto a las excepciones perentorias deben especial~ 
mente recaer sobre el documento cierto y auténtico: o se le niega 
esta condición, alegando las razones que lo desautoricen, como pue-
den ser manipulaciones hechas en el propio documento, escasas ga-
rantías de su expedición, etc.; o se ha de probar directamente que 
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el documento es falso, o que se ha presentado en el oportuno órgano 
judicial querella criminal por falsedad documental; cabe concebir 
también que el documento resulte imposible que fuera otorgado, 
con prueba contradictoria negativa., es decir de hechos afirmativos 
opuestos patentemente a la expedición del documento, etc. Todas 
estas excepciones requerirán de una prueba tan convincente al me-
nos como para superar la eficacia de la documental acompañada 
con la demanda. 
Se han de tratar, pues, de excepciones y pruebas que afecten 
al documento cierto y auténtico o a la carencia en el documento 
de estos requisitos; mientras la eficacia de este documento no sea 
destruida, ha de estarse a la fuerza probatoria con que desde el 
primer momento fue admitido como · constatador cierto y auténtico 
de una causa de nulidad de matrimonio. 
Cuarto. Mayores dificultades encontrará el hecho de intentar 
mantener el valor de la certificación que acredite que no hubo dis-
pensa del impedimento, por tratarse, esta prueba ya aportada, de 
constatación de un hecho negativo y quedar por consiguiente, lo 
que en ella se sostiene, envuelto en la nebulosa de la prueba indi-
recta. Mas, como dijimos en anterior ocasión, en estos preceptos 
legales se había invertido la carga de la prueba, y que, desde un 
punto de vista teórico, hubiera bastado al actor manifestar en su 
petición que tal impedimento no fue dispensado, quedando a cargo 
del Defensor del vínculo o de la otra parte, e incluso, caso de duda 
probable, a cargo del propio Juez, indagar acerca de la prueba de 
la dispensa. Por este motivo soy del parecer que si no se prueba 
que medió dispensa, en el acto del juicio oral difícilmente podrá 
armarse una defensa contra el documento certificativo de la falta 
de dispensa, al menos que éste aparezca evidentemente falso. La 
prueba indirecta de los hechos, que ofrece la certificación, resultará 
difícilmente destruible si no se presentan unos hechos positivos 
que bajo el enfoque del principio de contradicción descalifiquen 
por completo lo que se registró en la certificación como carencia, 
como dato negativo. 
Quinto. El Ordinario, al actuar como Juez en este proceso, debe 
tener siempre buen cuidado en apartar deliuicio que preside todo 
lo que pueda indebidamente dilatarlo, todo lo que pueda de algún 
modo complicar la simplicidad con que · el legislador quiere que 
sea planteado y resuelto. Ha de estar muy atento al proceso y ejer-
cer, con sentido jurídico y fortaleza, la prudencia judicial a la hora 
de decidir sobre las diversas peticiones que se le formulen en el 
acto del juicio. 
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Sexto. Cuando se estime que se ha terminado toda la tramitación 
dirigida a descubrir la verdad debe darse cuenta al Defensor del 
Vínculo, para que emita su voto, requisito legal imprescindible, 
debiéndose evitar a la vez que las partes intenten también introducir 
escritos tardíos de defensa al modo de escritos de conclusiones. Una 
vez emitido el voto del Defensor del vínculo, sea oral o por escrito, 
quedará la causa sólo pendiente de sentencia (vid. c. 1.984 y arto 183 
de la Instrucción Provida). 
Séptimo. Sería preferible que si hay que suspender el juicio oral, 
el cual debe celebrarse mejor en un solo día o en una sola sesión, 
se señale, con justificación de la interrupción -avanzado de la hora, 
deberes más urgentes, etc.-, para continuar, por ejemplo, la prueba, 
o para que formule su voto el Defensor del vínculo, día y hora para 
la continuación del juicio; se cuidará que esta otra sesión se celebre 
en un día que no proporcione dilación abusiva para la instancia 
judicial planteada. Aunque carezcamos, para esta primera instancia 
y en este proceso, de un plazo máximo de desarrollo al estilo de lo 
que dispuso para el proceso ordinario el C. 1.620, me parece que 
todo lo que exceda de dos meses desde que se ordenó la citación 
debe evitarse, pues, en otro caso, se iría abiertamente contra el 
espíritu de este proceso documental tal como el legislador lo ha 
concebido. 
Por último, de conformidad con Bonnet -vid. pp. 376-377- soy 
también de la opinión de que no deben producirse en este proceso 
actos que no queden redactados por escrito y suscritos personal-
mente por el propio Ordinario y bajo la presencia y fe pública del 
Notario. No se ha de olvidar, a este respecto, el precepto de nuli-
dad, de alcance general para todo proceso, que contiene el C. 1.585, 
§ 1. 
c') La fase de decisión. 
Es de gran interés que el proceso no se dilate a la hora de la 
decisión por el Ordinario, sin embargo, a éste no se le puede negar 
la facultad de ordenar la instrucción supletoria, o de que se practi-
quen nuevas pruebas, que al Tribunal colegiado reconoce el arto 201 
de la Instrucción Provida. De todas maneras, deben evitarse dila-
ciones que no sean absolu,tamente necesarias. 
1) La decisión en su doble modalidad. 
Cuando el Juez -señalaba J. Johnson, «Ius vigens ... », ob. y ed. 
ctds., p. 636-, según su conciencia y prudencia, considera la causa 
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suficientemente instruida, dará la sentencia~ Esta tendrá ~dice­
la misma forma de la del proceso ordinario, citando los cc. 1.873 y 
1.874 (tras la Instrucción Provida hay que tener en cuenta el arto 202 
§§ 2 y 3, así como el 203, que añade en su último apartado el decre-
to ejecutorio). Esta sentencia de nulidad, conforme al arto 197 de la 
Provida (vid. c. 1.869), requiere que el Ordinario actuando como 
Juez, adquiera certeza moral de la causa de nulidad, título de la 
petición del actor. Mas si no alcanzó esta certeza moral, no habrá 
sentencia declarando -como indica el citado artículo 197 § 4-
que no consta la nulidad del matrimonio, sino que, como expresa-
mente prescribe el arto 227 § 2 de la Instrucción de 1936, causam 
remittat ad tribunalem dioecesanum, quod propriam ordinariam pro-
cedat. Esta decisión no ha de hacerse sino en forma de Decreto. 
Como subraya Bonnet il nostro rito non puo dunque mai conclu-
dersi con una sentenza negativa (p. 382). Aquí está -hemos dicho-
la razón de que este. proceso sea stlmario. 
Esta doctrina, así expuesta, coincide, en cuanto a la declaración 
de nulidad, con lo que Bonnet opina -cfr. pp. 370-384-, a lo que 
añade algunas acertadas matizaciones, como es la brevedad de la 
sentencia, oel que las actuaciones que se hayan de remitir al Tri-
bunal diocesano deban ser acompañadas. del decreto de remisión. 
Se muestra, en cambio, adverso con aquellos que niegan que todos 
los requisitos de la sentencia dictada en proceso ordinario hayan 
de ser respetados por la pronunciada en proceso especial: advierte 
que no es fácil de aceptar tal actitud, cuando se trata de un acto 
de tanta importancia como el que decide acerca de la nulidad de 
un sacramento, siendo insostenible una postura que originara la 
incerteza en una cuestión tan grave (cfr. p. 385). 
En relación con la brevedad, me parece oportuno recoger lo que 
C. Lázaro -(dnfluencia del proceso extraordinario en la noción de 
juicio canónico», Pamplona 1966, pp. 113 Y 114- advierte, aclaran-
do que, ((sin embargo, esta brevedad no atañe a los requisitos inte-
grales de toda sentencia», y que ((la carencia de motivación, aunque 
sea más breve que en el proceso ordinario, sí sería causa de inva-
lidez, porque se incumpliría uno de los requisitos determinados por 
el legislador en el arto 227. Por tanto, la redacción motivada de la 
sentencia, su transcripción en el proceso, su firma, su publicación 
y la notificación a las partes deberán cumplimentarse por el Ordi-
nario asistido por el Actuario si lo hubiere». En este sentido, Bonnet 
nos completará el cuadro -p. 38~al precisar que la sentencia 
declarativa de la nulidad quedará sometida a la qúerela nullitatis 
de los cc. 1.892·y 1.894, así como a la corrección prevista por el 
c. 1.878. 
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2) La impugnabilidad de las resoluciones judiciales. 
No cabe impugnar con recurso el Decreto de remisión de actua-
ciones al Tribunal diocesano para su trámite por vía ordinaria, se-
ñala Bonnet, y no porque lo impide el c. 1.880, núm. 6.°, sino como 
señala Pellegrino, porque con este decreto no se resuelve con ver-
daderos y propios actos de voluntad final, indudablemente, el objeto 
en litigio. No cabe, en efecto, admitir que pueda entenderse que la 
decisión del Ordinario, en estos casos, irroga un gravamen real-
mente irreparable, puesto que 10 único que persigue este decreto 
es remitir las actuaciones al Juez, a fin de que proceda ad ordina-
rium tramitem iuris (cfr. pp. 383 Y 384). 
En cambio, la sentencia, por ser declaración de voluntad final que 
resuelve del objeto litigioso, sí es impugnable por medio de los 
recursos legales establecidos para impugnar las sentencias dictadas 
en primera instancia. Ya antes mencionamos cómo sería suscepti-
ble .' de la querela nullitatis e incluso ~aunque no se trate propia-
mente de una impugnación- pueda . ser corregida conforme al 
c. 1.878. 
Pero lo que se ha de señalar como más importante, a este res-
pecto, es que se trata de una sentencia apelable, aunque no necesa-
riamente apelable. La naturaleza, o mejor, el carácter definitivo de 
estas sentencias declarativas de nulidad de matrimonio, dictadas 
en este proceso documental y sumario, residen en que carecen de 
aquella necesidad de apelación que la norma VIII del Motu Proprio 
de 1971 impone al Defensor del vínculo (cfr. p. 386). Para Bonnet 
se explica porque siendo la nulidad del todo evidente, en este pro-
ceso, resulta inútil un segundo grado de juicio necesario. Por ello 
no se requiere de la doble sentencia conforme para que los que 
aparentemente venían siendo cónyuges puedan contraer matrimonio, 
como se exige por el c. 1.987, o al menos el decreto de ratificación 
de la sentencia de nulidad dictada en primera instancia, como im-
pone la norma VIII § 3 del citado Motu Proprio (cfr. pp. 386-388). 
Tal Decreto de ratificación es considerado por Bonnet detenida-
mente en la nota (262) -pp. 367-368-, mostrando las distintas pos-
turas doctrinales surgidas en relación con su naturaleza jurídica, 
pues mientras unos autores califican al Decreto como ejecutorio y 
no decisorio, otros mantuvieron la opinión contraria, con 10 que 
se venía a dilucidar si tal decreto de ratificación no merecía, o, 
por el contrario merecía: ser fundado. La Respuesta de la Ponti-
ficia Comisión para la Interpretación de los Decretos dél Concilio 
Vaticano U, de 14 de' febrero de 1974, decidió esta: polémica al afir-
mar que el Decreto de ratificación, por el Tribunal de segundo 
grado, de la primera sentencia de nulidad dictada en proceso ordi-
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nario, tiene que ser motivado con razones in iure e in tacto, ate-
niéndose,en este aspecto, a los principios generales del proceso 
canónicó. (Ciertamente el Autor, como ahora nosotros, en esta ex-
tensa nota, se refiere a un tema ajeno al proceso especial, surgido 
de la exposición del contraste que ofrece, con las dos sentencias de 
nulidad, la pronunciada en proceso ordinario y la dictada en el es-
peCial: nosotros nos hacemos eco de esta doctrina expuesta para 
poner de relieve la preocupación de Bonnet, en su exposición, de 
agotar incluso los temas colaterales que van surgiendo a lo largo 
de su estudio, aunque no sean propiamente relativos al proceso 
especial, mostrando así la minuciosidad que despliega en su trabajo 
y su deseo, tantas veces conseguido, de que su obra 'alcance, al 
menos con sus datos informativos, un valor que rebasa la conside-
ración , estricta del proceso especial, objeto de su estudio.) 
Más adelante (vid. pp. 399-400) sale al paso del problema que 
plantea E. Suárez (<<De casibus exceptis», Angelicum, 1939, pp. 347-
348) relacionado con la hipótesis de que el Defensor del 'vínculo 
personalmente disienta del criterio de certeza que le llevó al Ordi-
nario a dictar la sentencia de nulidad. Para este autor, se encon-
traría entonces el Defensor ante una situación muy delicada por 
causa de su disentimiento con el Obispo propio, y de ' aquí que 
Suárez pensara que resultaría más congruente, para el propio De-
fensor, en vez de seguir un criterio de libertad para apelar, que se 
le impusiera simplemente en todo caso la obligación de apelar. Para 
Bonnet tal opinión no es sostenible por excesiva, puesto que en el 
orden natural de las cosas nadie debe dolerse de que surjan diver-
gencias, entre personas diversas, acerca del entendimiento que se 
tenga en cada caso de la aplicación de la ley. El argumento de 
Bonnet -a nuestro juicio- merece ser tenido en cuenta y adquiere 
aún mayor relieve cuando señala además que todo servicio a la 
comunidad comporta riesgos, por lo que estima que no sería ino-
portuna, en previsión de alguna situación importante, establecer 
alguna garantía normativa que elimine todo peligro de que pueda 
ser coartada la libertad de juicio del Defensor del vínculo. Claro es 
-pensamos nosotros- que esa situación, más que de importante, 
ha de ser calificada de anómala y es razonable esperar que se 
presente en rara ocasión. 
También es planteado el problema de la aplicación (vid. pp. 388 
y 389) a la sentencia de nulidad, dictada en este proceso especial, 
de la retractación de la causa o ulterior propositio (juicio de revisión, 
como suele designársele en España). No se detiene mucho Bonnet 
en este tema. Quizá sea de interés citar aquí, una vez más, a J. John-
son -«[us vigens ... », ob. y ed. ctds., vid. p. 637- para quien una 
EL PROCESO «IN CASIBUS SPECIALIBUS» 373 
sentencia primera de nulidad, en este proceso, no apelada, tiene el 
mismo valor que la doble sentencia en proceso ordinario, es decir 
que origina el ius novas nuptias contrahendi, de lo que se entiende 
que participa de esa naturaleza definitiva, de la que nace la cosa 
juzgada, por lo que, transcurridos los diez días para su apelación 
sin ser ésta ejercitada, se requerirán de nuevos y graves argumentos 
y documentos para su impugnación. 
G. Maragnoli, en cambio, al estudiar este tema -«La nova propo-
sitio delle cause canonice sullo stato delle persone», Apollinaris, XL 
(1967), p. 624- parte de que una sola sentencia de nulidad puede ser 
impugnada en nova propositio, como una apelación, sin nuevas y gra-
ves pruebas o argumentos. Prescinde, a mi parecer, de que la única 
sentencia eficaz de nulidad sólo se da en el procedimiento especial, 
pues en el ordinario la apelación es obligatoria, y, según el c. 1.987, 
sólo dos sentencias conformes en la nulidad, o la sentencia ratificada 
por Decreto del Tribunal de segundo grado (norma VIII § 3 del Motu 
proprio paulina), son las que adquieren eficacia, al proporcionar la 
libertad a los cónyuges para contraer nuevas nupcias y de posibilitar 
la incorporación ex officio de dicha nulidad al Registro eclesiástico 
(art. 224 de la Instrucción Provida). Y este mismo efecto es el que 
causa la sentencia no apelada dictada en proceso especial. Por lo 
tanto, ante un mismo efecto, en dos tipos distintos de sistemas, de 
las sentencias de nulidad, la revisión de ese efecto común, aplicable 
a sendos fenómenos, mediante la rettactatio in causa, lógico es que 
se haga cubriendo en ambos casos los mismos requisitos, los del 
c. 1.903 y arto 217 de la Instrucción Provida. No se olvide tampoco 
que el poder apelar en conciencia el Defensor del vínculo la segunda 
sentencia conforme con la nulidad, contemplado en eÍ arto 221 de la 
Instrucción Provida, venía a ser un paralelo poder jurídico que el 
que se otorgaba, en el arto 229, § 1 de la misma Instrucción, a su 
favor, en la hipótesis de la primera sentencia de nulidad en los 
antiguos casos exceptuados. 
Por último, Bonnet se plantea un problema en relación con el 
derecho de remisión de las . actuaciones al Juez de Primera Instancia 
al objeto de que proceda ad ordinarium tramitem iuris. Se refiere 
a la hipótesis de que el proceso luego, por alguna razón, no hubiera 
tenido lugar: si después podría presentarse nuevamente al Ordinario 
aquella petición para una eventual reanudación conforme al proce-
dimiento especial. Para contestar a este problema se sirve de la 
opinión de W. J. Doheny -((Procedure in Summary Cases», The Ju-
rist, 4 (1944), p. 45-, que entiende no precluir este trámite necesa-
riamente tal posibilidad, siempre que sea posible añadir los docu-
mentos, advirtiendo que la prohibición del c. 1.571 no afecta a un 
374 CARMELO DE DIEGO-LoRA 
caso como éste. En realidad, a mi parecer, esta adición de los docu-
mentos, presupuestos necesarios para iniciar el proceso documental, 
permite, más que reavivar un procedimiento que ya se extinguió, 
desistir del proceso recibido por el Tribunal de la Diócesis en vía 
ordinaria, observando lo dispuesto en el c. 1.740 -potest actor instan-
tiae renuntiare-, previsible en la Instrucción Provida, para el Pro-
motor de Justicia, en su arto 41 § 4, de un modo unilateral. Este 
desistimiento o renuncia de la instancia le permitirá al actor plantear 
de nuevo su demanda -es una demanda nueva- cubriendo las eXi-
gencias documentales que la Ley exige, y ante el mismo Ordinario, 
sin que el C. 1.571 sea óbice porque en rigor se trata de un nuevo 
proceso con base a unas pruebas nuevas. 
3) La publicación de la sentencia. 
Hace notar J. Johnson -«[us vigens ... », ob. y ed., p. 636- que 
las solemnidades de la publicación serán omitidas en este proceso 
especial, pero se ha de hacer por escrito y observándose la forma 
que se estime esencial. El juez, sin solemnidades, notificará la sen-
tencia a las partes, y el Notario deberá hacerlo constar en las actas. 
Estimo, sin embargo, que esa forma propuesta por Johnson es 
para sustituir la publicación de la sentencia cuando se hace con la 
mayor solemnidad. Pero que el' mismo C. 1.877, así como el arto 204 
§ 1 de la Instrucción Provida, disciplinan otros dos modos de publi-
cación de la sentencia, sea por la notificación de que está en la 
Cancillería del Tribunal y puede la parte leerla y pedir copia, sea 
por la fórmula aún menos solemne del envío por correo público 
con la constatación de haber sido recibida (c. 1.719). En rigor, cual-
quier forma basta, las referidas u otras distintas. Lo que siempre 
ha de importar es que tanto los cónyuges como el Defensor del 
vínculo, o el Promotor de Justicia si intervino en el proceso (art. 204 
citado, § 2), reciban la debida información de que fue publicada la 
sentencia y ha llegado al conocimiento de ellos. El momento de esa 
recepción de noticia, con la información del contenido de la senten-
cia, debe quedar suficientemente constatado, a fin de que comience 
a computarse el plazo para la apelación. Si, por el contrario, la fecha 
de la notificación de la sentencia no constase, se habrá de suspender 
el inicio de ese plazo fatal de apelación hasta que pueda ser acredi-
tada que la publicación de la sentencia llegó al conocimiento de la 
parte interesada en su impugnación. 
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b) Estudio de la Segunda Instancia. 
Recuerda Mons. L. del Amo ':"-«Nueva tramitación de las causas 
matrimoniales», Salamanca 1971, p. 13~ la Respuesta de la Comi-
sión de Intérpretes del Código de Derecho Canónito de 6 de diciembre 
de ·1943. En su virtud, «debe recurritse dentro de los plaZos fatales 
de las apelaciones» (vid. arto 215, § 1 de Provida), y que el recurso 
puede interponerse directamente ante el mismo Ordinario a quo, o 
ante el Tribunal superior. Es decir, un criterio de amplia libertad 
en la forma, con tal de que llegue a tomar forma jurídica de petición 
de impugnación de sentencia ante órgano cualificado, sea el propio 
que dictó la sentencia, sea el mismo Tribunal Superior que ha de 
tramitar la apelación, en contraste con lo que se dispone en el 
C. 1.879 y más cercano, en cambio, al espíritu del arto 212 § 1 de 
Provida. 
a') Sujeto legitimado para la apelación. 
Se recuerda por Bonnet -vid. p. 395- que, contra una tradición 
que se remonta a la Constitución Benedictina de 3.xI.1741, Dei mise-
ratione, que requería de la doble conformidad, esta apelación de la 
primera sentencia constituye una peculiarísima nota característica 
de nuestro rito, que hace que al Defensor del vínculo no le venga 
impuesta la apelación con carácter absoluto. La única gravada, en 
este proceso, no es sino la conciencia del Defensor del vínculo, 
cuando tras la sentencia del Ordinario no queda convencido de la 
certeza, autenticidad o inimpugnabilidad del documento que resul-
ta ser título de la nulidad o de la falta de concesión de la dispensa; 
es lo que entiende Bonnet como estimación dejada a la prudencia 
del Defensor del vínculo sobre los límites de la notoriedad legal 
(cfr. p. 396). Por lo que la obligación de éste a interponer apela-
ción debe entenderse condicionada por la hipótesis misma de hecho, 
a cuya incerteza queda ligada, o por el ámbito de aplicación al que 
este procedimiento alcanza (cfr. p. 398). Creo que el tema de la 
libertad de la apelación para el Defensor del vínculo es indiscutible 
porque claros son los textos legales en ' este sentido. el arto 229 de 
la Instrucción Provida y la norma XII del Motu Proprio Causas 
matrimoniales. 
En rigor, señala Bonnet -y nuestra conformidad a su postura 
es plena- que la función del Defensor del vínculo en nuestro pro-
cedimiento es la misma que desarrolla en cualquier otro proceso 
de nulidad matrimonial, siendo a su juicio impensable que pueda 
quedar reducida, como piensa algún autor, quasi cautid pro Ordi-
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narii competentia, lo cual carece de fundamento legislativo y signi-
ficaría pervertir su oficio (cfr. p. 398). 
Por último, en este tema de la legitimación procesal para apelar, 
reconoce asimismo que pueden apelar también los cónyuges y el 
Promotor de Justicia si interviene en la causa (cfr. p. 400). En este 
aspecto, también se presenta como indudable, gracias al arto 229 
§ 2 de la Provida, coincidente asimismo con la idea de perjuicio o 
gravamen que se contienen en el c. 1.879 y arto 212 § 1 de la Ins-
truccion de 15.VIII.1936. 
b') Procedimiento de la apelación. 
Para Bonnet -vid. pp. 402-404- no sólo es aplicable el c. 1.881, 
sino el c. 1.883 para la prosecución de la apelación, sin que el si-
lencio de la ley sirva de motivo para recurrir a la analogía a fin 
de suplir la no muy convincente laguna, puesto que debe tenerse 
siempre en cuenta que la normativa prevista en el Libro IV, Pri-
mera Parte, Segunda Sección, Tít. XX del Codex no es sino parcial-
mente sustitutiva de la total disciplina, sancionada para el proceso 
en los mismos Libro y Parte, Primera Sección, que permanece en 
cuanto sea naturalmente aplicable al proceso de nulidad de matri-
monio. De otra parte, entiende que, si estos plazos legales no se 
observaran, se produciría una cierta dificultad para un procedi-
miento que se ha querido sea tramitado lo más rápidamente po-
sible, y podría conducir a los cónyuges a contraer un nuevo matri-
monio cuando todavía es posible poner por obra un «remedio ordi-
nario» contra la sentencia, que podría determinar, sin tomar en 
consideración siquiera hechos nuevos, una valoración, acerca de la 
certeza de la nulidad, opuesta a la de la sentencia de primera ins-
tancia, con las consecuencias gravemente negativas que cabe ima-
ginar. 
Para la continuación del procedimiento, J. Johnson -«De natu-
ra ... », ob. y ed. ctds., p. 403-, mantendrá la afirmación de que, en 
estos procesos, se ha de proceder en segunda instancia al igual que 
en la primera. Como en la primera, entiende que se deberá en la 
segunda instancia -<dus vigens .. . », ob. y ed. ctds., vid. p. 638-
citar y oír a las partes y al Defensor del vínculo. Incluso estima 
que el Juez tendrá todos los derechos y deberes que son concedidos 
regularmente al Juez del Tribunal de apelación: puede traer nue-
vos testigos, requerir nuevas informaciones, etc. 
Sin embargo, Bonnet -vid. p. 404- observa que tanto de la 
norma XIII del Motu Proprio paulino, como del c. 1.992 y arto 230 de 
la Instrucción Provida, al no contener una explícita referencia a las 
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partes, la doctrina no ha dejado de discutir la cuestión relativa a 
si en el segundo grado han de ser citadas también las partes. In-
cluso muestra cómo sostiene una gran parte de la canonística que 
los cónyuges no deben ser citados. En este sentido se pronuncian 
(vid. nota (323)) Blat, Cappello, Vermeersch-Creusen, Cabreros de 
Anta, Gennario. Refiriéndose a la Respuesta de la Comisión para la 
Interpretación auténtica del Codex, de 16.V1.1931 -la cual precisó 
que antes de la decisión del Ordinario debían ser citadas las partes-, 
estiman que, al objeto de resolver este problema de la Segunda Ins-
tancia, no hay motivo para apoyarse en tal decisión, pues sólo se 
refería al primer grado. Reconoce, con Cappello, que si los cón-
yuges hubieran tenido algo que excepcionar sobre la notoriedad de 
la nulidad lo hubieran hecho en el primer grado. Mas, por otra 
parte, entiende que si bien el proceso y el juicio sobre la notoriedad 
está confiado a la personal responsabilidad del Ordinario, esto no 
justifica que luego no puedan las partes presentar al Juez superior 
su propia situación matrimonial. Es más, para Bonnet resultaría 
incongruente conceder la apelación, de conformidad con el arto 229 
§ 2 de la Instrucción, al cónyuge gravado por la sentencia, y no 
consentirle, en cambio, después, poder expresar, ante quien juzga 
en la segunda instancia, las razones por las que considera lesiva 
esta primera decisión. Pero es que, además, el hecho de que haya 
podido exponer al Juez del primer grado todo lo que a su defensa 
corresponde, no impide que más tarde alcance la parte un conoci-
miento más completo o pueda llegar a madurar diversa reflexión, 
sin contar que deponer ante otro juez, o el hecho relativo a la mis-
ma conducta que se mantenga ante éste, puede constituir una pre-
ciosa ocasión para que los mismos cónyuges esclarezcan la verdad, 
cuando antes pudo parcial o totalmente quedar ocultada, no obser-
vándose razón alguna por la que se les prive de tal oportunidad 
(cfr. 405-406). 
Junto a estos argumentos, ofrece otro que procede de los propios 
cuerpos legales positivos. Se trata de la norma XIII del Motu Pro-
prio Causas matrimoniales, que preceptúa que el Juez de la Segunda 
Instancia decernet eodem modo que en la primera instancia. Y en 
esto mismo inciden los arts. 227 y 230 de la Instrucción de la Sa-
grada Congregación de Sacramentos, Provida. Tal eodem modo, a 
juicio de Bonnet, no se refiere precisamente al contenido de la 
sentencia, puesto que la determinación propia de este contenido vie-
ne descrita en las palabras siguientes de esa norma XIII citada, 
utrum sententia sit confirmanda, an potius procedendum in casu 
sit ad ordinarium tramitem iuris al igual que ocurre con el c. 1.992 
(cfr. pp. 407408). A favor de esta interpretación -vid. nota (340)-
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cita Bonnet a Noval, Fumagalli y Donhey, aparte de Johnson, citado 
aquí anteriormente. 
También en este sentido se pronunció Mons. L. del Amo -«Nue~ 
va tramitación .. . », ob. y ed. ctds., pp. 134 Y 135- cuando dice: «A 
primera vista podría decirse que no hace falta esta citación, porque 
la norma dice expresamente: interviniente tantum Defensore vinculi. 
Pero no debe ser así: 
«Porque se trata de juicio, y éste no es posible sin la interven-
ción de las partes; . 
«porque la norma manda que se decida · siguiendo el modo indi-
cado en la norma X, y ésta ordena que se cite a las partes (véase; 
además, la Instr. Provida Mater, arto 230); 
«porque sería antiprocesal que, pudiendo apelar las partes, no 
se las oyera en segunda instancia (c. 1.902, arto 290; norma ante-
rior IX, § 2)>>. 
Ante los anteriores argumentos, nada debo añadir salvo expresar 
mi conformidad en este aspecto con la tesis de Bonnet, y al mismo 
tiempo mostrar la satisfacción que procede de comprobar cómo 
este Autor, en estos últimos temas, en los que se busca fundamen-
talmente asegurar la certeza de la aplicación de la ley en el caso 
concreto y de ofrecer a las partes garantías defensivas a sus dere-
chos, se haya despegado de su interpretación inicial de los textos 
legales, excesivamente apegado al principio a la letra misma de los 
preceptos positivos, para terminar adoptando una postura herme-
néutica más espiritualista, y en mayor conformidad, a nuestro pa-
recer, con todos los aspectos que contempla el C. 18. 
Por último, en la p. 409, Bonnet se plantea el problema de la 
falta o invalidez de la citación de los cónyuges en segunda instancia, 
así como la del Defensor del vínculo. Concluye pronunciándose a 
favor de las mismas consecuencias jurídicas que se determinaron 
para idéntica situación en el primer grado. También sigo en esto lo 
que Bonnet señala, si bien lo complementaría con la referencia al 
Promotor de Justicia si intervino como parte en la primera instan-
cia. Sobre la posibilidad de renunciar a la apelación por el Defensor 
del vínculo, dado que su actuación en la apelación es pro sua con-
ciencia, en este proceso especial, coincido con Bonnet en la legiti-
midad de su renuncia a la instáncia a pesar de haber apelado de 
la primera sentencia (cfr. pp. 409410). 
c') La decisión de segundo grado. 
Debiendo el Juez de la apelación comportarse procesalmente 
como el del primer grado, la norma XIII del Motu proprio. paulino 
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sanciona -como ya ha quedado dicho- el mismo procedimiento 
de la norma X de este Motu Proprio: eodem modo (p. 410). 
El Juez de la Segunda Instancia deberá examinar con sumo cui-
dado todos los actos procesales y escuchar a los cónyuges y al 
Defensor del vínculo, y eventualmente al Promotor de Justicia. Tras 
ello dictará su decisión, confirmando la sentencia apelada, u orde-
nando la remisión de los autos al Tribunal de primera instancia, 
al objeto de que procedaad ordinarium tramitemiuris. Es decir, 
que si decide sobre la nulidad, lo hace con gli stessi limiti del juez 
del primer grado, es decir, pronunciando sólo sentencia afirmativa. 
Como en el caso del Ordinario, la decisión adopta, en tal caso, forma 
de sentencia. Si estima, por el contrario, que falta alguno de los 
dos requisitos para la plena certeza de la nulidad, debe remitir la 
causa para ser tratada en la Curia de Primera Instancia, para su 
seguimiento según las normas del proceso ordinario. En uno y otro 
caso, siempre se tratará de una decisión autónoma, sometida en su 
valoración únicamente a la atenta prudencia del Juez de la segunda 
instancia, con plena independencia del parecer que adopte y ex-
ponga el Defensor del vínculo (cfr. pp. 411-414). 
Como ha hecho notar Mons. L. del Amo -«Nueva tramitación ... », 
ob. y ed. ctds., p. 136- las características de este proceso especial 
son «bilateralidad e igualdad para ambas partes» de la primera ins-
tancia; «reconocimiento de iguales posibilidades de ambas partes» 
en la apelación, sea para confirmar la sentencia, sea para resolver 
que la causa siga la tramitación ordinaria». 
d') Nuevas impugnaciones de la sentencia de segundo grado. 
Las últimas páginas de la obra de Bonnet -pp. 414-419- están 
dedicadas a la posible apelación de la sentencia de segundo grado 
dictada en conformidad con la anterior del Ordinario. Se trata del 
privilegio, que con carácter general otorga al Defensor del vínculo 
el c. 1.987, de plantear una nueva apelación, a pesar de la doble con-
formidad y, por consiguiente, actuar procesalmente contra 10 dis-
puesto en el c. 1.902, núm. 1.° y por una línea de impugnación diver-
sa de la prevista en el c. 1.903. 
Entiende Bonnet que la doctrina canónica ha respondido afirma-
tivamente a este problema. Cita expresamente a favor de esta solu-
ción -cfr. nota (367), p. 414- a Dolan, Pocolk, Johnson, Fumagalli, 
Doheny, Bartocetti. En cambio, en sentido negativo a Di Jorio. 
Las razones a favor de la solución afirmativa para esta postrera 
y privilegiada apelación son varias: el hecho de que no exista norma 
especial que en estos · casos prive al Defensor del vínculo de tal ins-
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trumento jurídico; de otro, el que de este modo quede subrayada 
toda la importancia que se concede a esta parte pública para un co-
rrecto y eficaz desenvolvimiento de una función tan delicada como 
la que se le ha confiado. Por otra parte, . no cabe comprender, entre 
los actos que en este procedimiento se han de omitir, a esta apela-
ción, que no puede ser directamente considerada · como una solem-
nidad del procedimiento, sino más bien como actividad dirigida· a 
precaver errores y a la protección de la santidad del vínculo matri-
monial (cfr. p. 415). 
Estamos, pues, ante una apelación pro conscientia a favor del 
Defensor del vínculo, de igual naturaleza que la que él pudo plantear 
contra la de primera instancia según la norma XII del Motu Proprio 
paulina. Incluso antes dejamos dicho que las situaciones jurídicas 
del Defensor del vínculo respecto a la primera sentencia en proceso 
especial y a la segunda, conforme con la nulidad, en el proceso 
ordinario, eran paralelas. Otorgar ahora una nueva opción procesal 
para impugnar la nulidad vendría a significar el conceder un poder 
jurídico al Defensor del vínculo, del que ya hizo ejercicio al apelar, 
pro sua conscientia, de la primera sentencia. Sin embargo, no deja 
de haber, por parte de la segunda decisión recurrida, un mayor 
fortalecimiento del pronunciamiento sobre la nulidad ya declarada. 
Por esto, si desde el punto de vista subjetivo, el ius appellandi con-
cedido al Defensor del vínculo, en cuanto poder jurídico otorgado, 
es el mismo, no se da tal identidad en cuanto a su intensidad y 
eficacia impugnativa. En efecto, la doble conformidad ya producida, 
desde el punto de vista objetivo, influye en la modificación de la 
naturaleza de ese ius appellandi, pues si el que se tiene contra la 
primera sentencia -aunque dejado a la prudencia del Defensor del 
vínculo su ejercicio- origina, al ser ejercitado, una apelación or-
dinaria, si bien sometida a la simplicidad de trámites de los casos 
especiales, el que después se ejercite, contra la sentencia segunda 
de nulidad, no dejará de originar una apelación de carácter extraor-
dinario, además de privilegiado, que, al no contar con norma ex-
presa derogatoria en el Motu proprio paulina, estimamos que debe 
considerarse que conserva su vigencia. 
Si transcurren diez días de la notificación de la segunda senten-
cia, sin que el Defensor del vínculo haga uso de la apelación que 
le otorga el c. 1.987, los cónyuges pueden contraer nuevas nupcias, 
al quedar consolidada la situación de nulidad. En adelante, estima 
Bonnet, sólo cabrá, contra la doble sentencia, la vía de la retracta-
ción de la causa conforme a los cc. 1.903 Y 1.989 (cfr. pp. 416 -417). 
Este tema, de la revisión de la causa, como dice · Mons. L. del Amo 
-«Nueva tramitación ... », ob. y ed. ctds., p. 136-, se da después de 
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dos sentencias conformes, «sean a favor, sea en contra del vínculo, 
se hayan dado en proceso sumario o en ordinario solemne». 
Por último, Bonnet contempla el recurso que se regula por la 
norma IX del Motu Proprio Causas matrimoniales contra el De-
creto de ratificación, dictado por el Colegio de segundo grado de 
la sentencia de nulidad pronunciada en primera instancia. Una tale 
normativa, che deve essere ora applicata anche ove si segua il 
nostro rito, introduce una innovazione nel sistema delle impugna-
tive matrimoniale, certamen te di no poco conto (p. 418). Conforme, 
por nuestra parte, en la importancia de la innovación, mas no en 
la opinión formulada de que, desde ahora, ha de ser aplicado a 
nuestro rito, a nuestro procedimiento. Este recurso de la citada 
norma IX del Motu proprio paulino, a nuestro juicio, no es apli-
cable al proceso de casos especiales. Este tiene su propio recurso 
en la norma XII del Motu Proprio, que termina también, si la deci-
sión es de conformidad con la sentencia de nulidad recurrida, por 
sentencia y nunca -caso de confirmación en la nulidad-- por De-
creto del órgano judicial de segundo grado. Por consiguiente, contra 
la doble conformidad pronunciada por sentencias dictadas en di-
verso grado no hay otro recurso, otra impugnación --no estimamos, 
por otra parte, que sea inconsecuente llamar recurso a la apela-
ción--, que la apelación privilegiada, a favor del Defensor del 
vínculo, del c. 1.987 y, por último, la ulterior propositio. 
En rigor, a nuestro juicio, como ya hicimos notar en anterior 
ocasión -«Estudios de Derecho Procesal Canónico», 2, Pamplona 
1973, p. 218- el tratamiento que de este recurso nuevo se hace, 
en la norma X del Motu Proprio de 1971, está referido solamente 
al Decreto de ratificación de la nulidad declarada por sentencia 
en la primera instancia del juicio ordinario de nulidad, y no signi-
fica otra cosa que la misma ulterior propositio, si bien «llamándola 
recurso y . sometiéndola a plazo definido y faltal y a singular proce-
dimiento», para sólo cumplir «una finalidad: evitar la fuerza eje-
cutiva de la nulidad declarada por sentencia y confirmada por De-
creto del Tribunal Superior, si existen nuevos y graves argumentos 
para recurrir de dicha sentencia». Por consiguiente éste es su campo 
de aplicación, el de la nulidad de matrimonio declarada por sen-
tencia y confirmada luego por Decreto del Colegio de jueces de se-
gundo grado, en la apelación forzosa del Defensor del vínculo re-
gulada ex novo por la norma VIII del Motu Proprio Causas matri-
moniales. Si efectivamente, el no interponerse la ulterior propositio 
contra la sentencia confirmada por Decreto, no precluye el plantea-
miento de la retractación tardía de la causa, sin embargo, «tal 
planteamiento supondrá -dijimos en aquella ocasión (p. 219)-, 
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para quien pretenda de nuevo y tardíamente, pechar con las conse-
cuencias perjudiciales y gravísimas -muchas veces moralmente 
irreparables, aunque se revoque más tarde dicha nulidad- que ha 
producido una sentencia de nulidad que alcanzó firmeza y ejecu-
toriedad por falta de ejercicio del recurso de la Norma IX, inter-
puesta a tiempo». Y apostillábamos: «Creemos que la reforma, en 
este tema, no puede ir más allá del efecto que señalamos». 
Salvada, pues, siempre la ulterior propositio contra la sentencia 
de nulidad o el Decreto ratificatorio, regulada en los cc. 1.903 y 1.989, 
no hay razón alguna para que se someta, en hipótesis alguna, a un 
plazo perentorio de diez días su planteamiento, cuando el Defen-
sor del vínculo mantiene en vigor el poder jurídico de apelar 
",",,":"cuando su conciencia a ello le motive-, en ese mismo plazo de 
diez días, contra la segunda sentencia declarativa de la nulidad. 
V. CONSIDERACIONES FINALES. 
Estimamos que las «consideraciones» que se han hecho conser-
van su validez aún en la hipótesis de que prosperara la reforma del 
Codex, tal como se proyectó en los cánones 351-353 del Schema 
Canonum de modo procedendi pro tutela iurium seu de processibus 
(Typis Polyglottis Vaticanis, MXMLXXVI), cuya supuesta reforma 
afectará sobre todo al Juez competente de la primera instancia y 
a las condiciones o requisitos que se exigirán al documento funda-
mento de la petición de nulidad. Desde otro punto de vista, el man-
tenimiento íntegro del ius appellandi a favor de la parte que se 
estime gravada (c. 352, § 2) no influye en lo que se ha expuesto más 
que en el sentido de poner claridad legislativa en relación a un 
tema que hasta ahora ha sido discutido por la doctrina. 
La obra de Bonnet, que comentamos y sirve de base y guión para 
nuestras «consideraciones», es una aportación valiosísima al Dere-
cho procesal canónico. Obras como éstas enriquecen nuestro pano-
rama jurídico de modo decisivo. En muchos o en algunos aspectos 
-como aquí se ha puesto de relieve continuamente- se podrá 
estar de acuerdo o discrepar, e incluso a veces abiertamente disentir. 
Pero la luz sale muchas veces, como bien sabemos, del roce, de la 
confrontación de elementos dispares. de la discusión meditada y 
delcámbío mutuo de impresiones. Se podrá o nO estar 'de acuerdo 
con Bonnet,parcialmente, en detalles, o totalmente en álgunos as-
pectos que se estimen esendales para este proceso, pero hay que 
reconocer paladinamente que, tras la lectura de su obra, se experi-
menta la sensación de que el lector sabe mucho más del proceso 
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in casibus specialibus, y también del proceso en general, y, por tan-
to, de la ciencia misma del Derecho procesal canónico. 
Por último, los tres cuidados índices finales de esta obra -Bi-
bliográfico, de Autores y de Fuentes y Documentos- proporcionan 
noticia acabada de la acumulación de información que el Autor 
posee y del uso generoso que de ella hace al servicio de sus lec-
tores. Al mismo tiempo al investigador, al estudioso, se le propor-
ciona la posibilidad de acudir, en todo momento, a la cita concreta, 
a la referencia precisa de cualquiera de los temas estudiados. A mí 
-personalmente- me ha servido, además, este importante trabajo 
de Bonnet, para detenerme de nuevo en este peculiar proceso y 
volver a continuar una tarea de estudio que dejé mediada y que, 
sirviéndome ahora de la pauta que este autor marca en su obra, 
al menos en estas páginas he intentado proseguir. 

